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INTRODUCCIÓN

El derecho a la igualdad y no discriminación constituye un 

elemento fundamental de las democracias modernas. En 

términos generales, se trata del horizonte normativo que 

recorre la historia de los Estados desde el siglo XIX en 

adelante, y que tiene como postulado central la pérdida de 

todo privilegio y el igual valor de todas las personas.

En este proceso histórico, las demandas por mayor igual-

dad y no discriminación están imbricadas en los procesos 

de construcción de ciudadanía, en donde los estudios en 

el campo identifi can diversas etapas, con órdenes diversos 

para cada país, en los cuales se han reconocido progresiva-

mente los derechos políticos, civiles y económicos, sociales 

y culturales. Así, el reconocimiento de derechos para todas 

las personas sin discriminación ha sido producto de luchas y 

demandas históricas, las que se han enriquecido y compleji-

zado en el marco de las democracias actuales. 

En este proceso, la obligación del Estado de respetar y ga-

rantizar los derechos de las personas sin discriminación de 

ninguna índole se ha plasmado en cláusulas que prohíben la 

discriminación en distintos instrumentos internacionales de 

derechos humanos, las que reconocen las especifi cidades de 

diferentes grupos y colectivos discriminados. Como se dio 

cuenta en el Informe 2010, si bien el reconocimiento de la 

condición de igualdad y la prohibición de discriminación está 

presente de modo general en la Declaración Universal de 

Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, es a partir de instrumentos particulares 

que se especifi ca su contenido. Esto ocurre, por ejemplo, en 

la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación Racial (CERD) a partir de 1965, 

en la Convención sobre la Eliminación de Todas Formas de 

Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) a partir de 1981, 

y a través de la Observación General N°18 del Comité de 

Derechos Humanos de la ONU en el año 1989. 

Así, en la Observación mencionada, el Comité indicó que 

la prohibición de discriminación “debe entenderse referida 

a toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que 

se basen en determinados motivos, como la raza, el color, 

el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra 

índole, el origen nacional o social, la posición económica, el 

nacimiento o cualquier otra condición social, y que tengan 

por objeto o por resultado anular o menoscabar el reco-

nocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de 

los derechos humanos y libertades fundamentales de todas 

las personas”. 

Es porque todas las personas son diferentes que resulta ne-

cesario garantizar que gocen de sus derechos en igualdad 

de condiciones. La discriminación sobre la base de la raza, el 

sexo, el género, la clase social o la nacionalidad, entre otros, 

se basa en un conjunto de concepciones socioculturales que 

sobre la base de prejuicios y estereotipos limitan el ejercicio 

igualitario de los derechos de ciertos grupos y personas. No 

prevenir ni sancionar las acciones discriminatorias refuerza y 

reproduce las situaciones de desigualdad y exclusión.

La promoción de la igualdad y la no discriminación, des-

de una perspectiva que reconoce las diferencias entre las 

personas, es uno de los grandes desafíos para el Estado de 

Chile y condiciona la posibilidad de que el país se desarrolle 

de forma armónica. Durante este año hemos asistido a la 

emergencia pública de problemas y reivindicaciones de gru-

pos que demandan superar las situaciones de discriminación 

que los afectan, como es el caso de los pueblos indígenas 

o de los estudiantes que reclaman por las garantías de su 

derecho a la educación, entre otros. 
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La Primera Encuesta Nacional de Derechos Humanos 2011 

del INDH permite señalar que los y las chilenas perciben que 

existen importantes situaciones de desigualdad y discrimina-

ción; de hecho, un 75% señala que en Chile no se aplica la ley 

a todos por igual; un 80% de las personas sostiene que los 

jóvenes confunden demasiado fácilmente libertad con liber-

tinaje; un 57% de las personas considera que muchas per-

sonas son pobres porque no se esfuerzan lo sufi ciente para 

surgir ; y un 40% comparte que un problema importante en 

su comuna es que ha llegado mucha gente de otras partes 

que tienen malas costumbres. En todo caso, y a pesar de esta 

percepción que evidencia problemas de discriminación y de 

prejuicios hacia sectores específi cos, los/las encuestados no 

los reconocen como un problema de derechos humanos. 

Un 47% de las personas percibe la discriminación como algo 

normal, y un 25,5% se percibe a sí misma como discrimina-

dora y muy tolerante con la discriminación. 

Un aspecto de vital importancia para que las obligaciones 

del Estado de promover la igualdad sustantiva y erradicar la 

discriminación se traduzcan en acciones consistentes es que 

tanto el Poder Ejecutivo como el Judicial y el Legislativo in-

corporen estos principios en el diseño e implementación de 

políticas y demás acciones propias de su quehacer, poniendo 

especial atención en los grupos históricamente vulnerados. 

Esto puede requerir, en ocasiones, el desarrollo de acciones 

específi cas, adicionales, para compensar resultados indesea-

dos o eliminar situaciones de discriminación. Al respecto, el 

Comité de Derechos Humanos ha señalado que “por ejem-

plo, en un Estado en el que la situación general de un cierto 

sector de su población impide u obstaculiza el disfrute de 

los derechos humanos por parte de esa población, el Es-

tado debería adoptar disposiciones especiales para poner 

remedio a esa situación. Las medidas de ese carácter pue-

den llegar hasta otorgar, durante un tiempo, al sector de 

la población de que se trate, un cierto trato preferencial 

en cuestiones concretas en comparación con el resto de 

la población. Sin embargo, en cuanto son necesarias para 

corregir la discriminación de hecho, esas medidas son una 

diferenciación legítima con arreglo al Pacto”1.

1 Comité de Derechos Humanos, Observación General N°18, 1989, pá-
rrafo 10.

Existen diversos ejemplos de tratos preferenciales a los que 

alude el Comité. Por ejemplo, las medidas para que en todos 

los registros civiles del país haya carteles indicativos en cas-

tellano y mapudungun u otra lengua indígena predominante 

de cada lugar ; o las medidas de adecuación del transporte 

público para personas con necesidades especiales, o tam-

bién aquellas destinadas a que las noticias televisadas cuen-

ten con una persona que presente las mismas en lenguaje 

de señas. 

Otro tipo de medidas especiales son las llamadas acciones 

afi rmativas. Dentro de estas las más conocidas son, por 

ejemplo, las que reservan cupos en las escuelas o universi-

dades para alumnos y alumnas provenientes de grupos his-

tóricamente desaventajados. Otra medida de acción afi rma-

tiva es la política de reservar cupos que garanticen espacios 

para las mujeres en las listas de candidaturas electorales. De 

este modo, lo que se busca a través de estas medidas es 

paliar las circunstancias que mantienen a ciertos grupos y 

personas en una persistente situación de desigualdad.

Desde el punto de vista de los derechos humanos, los pro-

cesos que mejoran de forma sustantiva las condiciones de 

igualdad entre las personas y previenen la discriminación 

son aquellos que se basan en una concepción que propen-

de a fortalecer la autonomía y el reconocimiento de sus 

derechos, evitando las acciones del Estado que establecen 

un lazo asistencial. Así, una parte fundamental de la con-

sagración de los derechos humanos y de estos principios 

apunta justamente a contribuir a la emancipación y al pleno 

ejercicio de la autonomía de las personas en el desarrollo 

de sus planes de vida. 

Finalmente, un aspecto relevante para mejorar las condi-

ciones de igualdad y no discriminación, más allá de los es-

fuerzos del Estado, es el rol que cumplen las organizaciones 

sociales y de la sociedad civil, instituciones académicas, de 

investigación y partidos políticos, en contribuir a la visibili-

zación de situaciones de discriminación. La creación de los 

instrumentos internacionales contra la discriminación men-

cionados anteriormente se explica en buena medida a par-

tir de las demandas que personas y grupos particulares lo-

graron hacer llegar a las instancias internacionales, activando 

una respuesta institucional para cubrir los défi cits existentes 

hasta el momento. Del mismo modo, la sociedad civil y los 

IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN / INtroDuCCIÓN



177

partidos políticos a nivel local juegan un rol esencial en la 

red que es necesario componer a los fi nes de transformar 

la cultura, sus instituciones y prácticas en una matriz más 

inclusiva de todos los grupos y personas que habitan el país.  

Este capítulo analiza las principales características de la situa-

ción de los derechos humanos de grupos que están más ex-

puestos a la discriminación, en particular aquellas personas 

que viven con necesidades especiales, las personas adultas 

mayores, la población migrante en el país, el crimen de trata 

de personas, las diversidades sexuales y la situación de niños, 

niñas y adolescentes. La diversidad de ámbitos analizados 

cristaliza la variedad de formas que adopta la discriminación 

y que afectan las condiciones de igualdad entre distintos 

grupos y personas.
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DERECHOS DE LAS PERSONAS

CON NECESIDADES ESPECIALES

ANtECEDENtES

Los hombres, mujeres, niños y niñas con necesidades es-

peciales constituyen un grupo de población en situación 

de vulneración expuesto a difi cultades excepcionales en el 

disfrute y goce de sus derechos fundamentales. Dicha situa-

ción de vulnerabilidad se expresa, de acuerdo a la evidencia 

disponible, en su baja participación en el mercado laboral, y 

en las difi cultades de acceso en condiciones de igualdad y 

no discriminación, entre otros, a la educación, la salud y los 

espacios públicos. 

Prologando el Informe Mundial Sobre la Discapacidad de 

la Organización Mundial de la Salud (2011), Stephen W. 

Hawking, uno de los más brillantes astrofísicos contempo-

ráneos aquejado de una neuropatía motora severa durante 

casi toda su vida, ha señalado a partir de refl exionar sobre 

su propia experiencia, que “[…] tenemos el deber moral 

de eliminar los obstáculos a la participación y de invertir 

fondos y conocimientos sufi cientes para liberar el inmenso 

potencial de las personas con discapaci dad. Los gobiernos 

del mundo no pueden seguir pasando por alto a los cientos 

de millones de personas con discapacidad a quienes se les 

niega el acceso a la salud, la rehabilitación, el apoyo, la edu-

cación y el empleo, […]”1. 

Durante mucho tiempo se entendieron y explicaron las 

brechas en el ejercicio y goce de los derechos de este sec-

tor de la población como la consecuencia natural e inevi-

1 Resumen del Informe Mundial sobre la Discapacidad. Organización 
Mundial de la Salud. Ginebra 2011. pág. 1.

table de las carencias derivadas de las condiciones físicas, 

mentales, intelectuales o sensoriales que las afectan. Tal 

concepción llevó a adoptar, en la perspectiva del diseño e 

implementación de políticas públicas, medidas de carácter 

asistencialista sin atender a la condición de sujetos de de-

rechos y a considerar el acceso a los derechos fundamen-

tales como un asunto meramente de salud. En el último 

tiempo, fundamentalmente con motivo de la infl uencia del 

movimiento de promoción y protección de los derechos 

de personas con necesidades especiales, se ha avanzado en 

entender la situación de este colectivo como un asunto de 

derechos humanos2.

El cambio en esta percepción se recoge inicialmente en 

las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunida-

des para las Personas con Discapacidad3 y se cristaliza en 

los instrumentos internacionales de derechos humanos: 

la Convención Interamericana para la Eliminación de To-

das las Formas de Discriminación contra las Personas con 

Discapacidad y la Convención de Naciones Unidas sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Pro-

tocolo Facultativo, instrumentos internacionales ratifi cados 

2 “Hacia fi nes del decenio de 1960, las organizaciones de personas con 
discapacidad que funcionaban en algunos países empezaron a formular 
un nuevo concepto de la discapacidad. En él se refl ejaba la estrecha 
relación existente entre las limitaciones que experimentaban esas per-
sona, el diseño y la estructura de su entorno y la actitud de la población 
en general”. Naciones Unidas, Resolución A/RES/48/96 de 4 de marzo 
de 1994. párrafo 5.

3 Organización de Naciones Unidas, A/RES/48/96. 4 de marzo de 1994.



IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN / DErECHoS DE lAS PErSoNAS CoN NECESIDADES ESPECIAlES

182

y vigentes en Chile4. Ellos sitúan las difi cultades de acceso 

y disfrute efectivo de los derechos fundamentales de las 

personas con necesidades especiales en el entorno y con-

ducta social y no en la condición que les afecta, ello como 

“[…] consecuencia de la interacción del individuo con un 

entorno que no da cabida a las diferencias […] o impide su 

participación en la sociedad. Sobre la base de un enfoque 

conocido como modelo social de la discapacidad, la Con-

vención sobre los derechos de las personas con discapaci-

dad reconoce de forma explícita que la discapacidad es una 

cuestión de derechos humanos”5. 

En nuestro país el 7,6%6 de las personas presenta una ne-

cesidad especial en cualquiera de sus formas y grados, lo 

que representa a 1.254.949 personas. De ellas, 690.322 son 

mujeres y 564.627 son hombres. Uno de cada cinco hogares 

del país (21,5%) está integrado por una persona con nece-

sidades especiales. 

La prevalencia más frecuente de causales de estas condi-

ciones especiales está dada por : difi cultad física y/o movi-

lidad (35,2%); ceguera o difi cultad visual aun usando len-

tes (32,7%); sordera o difi cultad auditiva (13,6%); difi cultad 

mental o intelectual (9,8%) y, por último, difi cultad psíquica 

o psiquiátrica (5,5%). Estas condiciones especiales se con-

centran en la población adulta mayor de 61 años (85,7%).

La desigualdad en el ejercicio de derechos que afecta a este 

sector de la población se refl eja en los estudios censales que 

demuestran que el 14,2% de la población con necesidades 

especiales es analfabeta, en comparación al 2,4% de la po-

blación general. El 30% de este grupo no ha completado la 

educación básica y sólo un 6,1% ha completado la educa-

ción superior. 

4 La Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las For-
mas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad fue adop-
tada por la Asamblea General de la OEA en el 29° Período Ordinario de 
Sesiones, el 7 de junio de 1999. Publicada en el Diario Ofi cial el 20 de 
junio de 2002. La Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo fue adop-
tada por la Asamblea General de N.U. en el 61° Período Ordinario de 
Sesiones, el 13 de diciembre de 2006. Publicada en el Diario Ofi cial el 
17 de septiembre de 2008.

5 Vigilancia del Cumplimiento de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad. Guía para los observadores de la 
situación de los derechos humanos. Serie de Capacitación Profesional 
N° 17. Naciones Unidas. Ofi cina del Alto Comisionados para los Dere-
chos Humanos. Ginebra 2010, pág. 8.

6 Todas las cifras fueron extraídas de la Encuesta Casen 2009.

La población mayor de 15 años con necesidades especiales 

exhibe una menor tasa de participación laboral (26,4,5% vs 

58,7) y una mayor tasa de desempleo (9,1% vs 7,1%) res-

pecto del resto de la población. Hay una correlación entre 

los índices de pobreza y prevalencia de personas con nece-

sidades especiales: El 12% de la población con necesidades 

especiales se sitúa en el decil más pobre, mientras que sólo 

un 4% forma parte del decil más rico del país. 

Las necesidades o condiciones especiales representan una 

realidad dinámica y es una parte de la condición humana 

que no atañe únicamente a quienes la padecen, y dado el 

envejecimiento progresivo de la población y la prevalencia 

de enfermedades que inciden en su ocurrencia –acciden-

tes cardiovasculares, diabetes, enfermedades que afectan 

la salud mental entre otras– será una realidad que la so-

ciedad en su conjunto, tarde o temprano, deberá enfrentar 

integralmente. 

El 10 de febrero de 2010 se publicó la Ley N° 20.422 que 

establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclu-

sión social de las personas con discapacidad. Con ello el país 

se dotó de una sólida normativa que recoge los principios 

y estándares establecidos en el derecho internacional de 

los derechos humanos de protección de las personas con 

necesidades especiales. En este marco, el INDH realizó una 

consulta7 a organizaciones de y para personas con nece-

sidades especiales de distintas regiones del país, con el fi n 

de conocer su opinión sobre los principales problemas que 

afectan el ejercicio de derechos de esta población y cono-

cer, de acuerdo a ellas, el impacto de la implementación de 

la Ley Nº 20.422. 

El presente apartado se concentra en evaluar su grado de 

implementación en tres aéreas específi cas: accesibilidad, in-

serción laboral y educación. Por último, el capítulo revisa la 

situación de las personas víctimas de la Talidomida.

7 La consulta fue realizada a 32 organizaciones de y para personas con 
necesidades especiales en agosto de 2011 a través del envío de un cues-
tionario por correo electrónico, respondiendo al estándar fi jado en la 
Convención al señalar que los Estados partes “celebrarán consultas es-
trechas y colaborarán activamente con las personas con discapacidad” 
(art. 4, párrafo 3). 
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1. NormAtIVA NACIoNAl: 
ACCESIBIlIDAD, DErECHo A 
lA EDuCACIÓN E INSErCIÓN 
lABorAl

La Ley N° 19.284 del 19948 de integración de las personas 

con discapacidad reguló por primera vez en nuestro país los 

derechos de las personas con necesidades especiales. A una 

década de su entrada en vigencia y no obstante los avan-

ces que representó, el Poder Ejecutivo de la época9 estimó 

necesario diseñar un marco normativo que enfrentara y se 

hiciera cargo de los nuevos estándares que desde el dere-

cho internacional de los derechos humanos se venían per-

fi lando para este sector de la población, donde “el acento 

debe colocarse ahora sobre el entorno social y no sobre las 

defi ciencias de las personas, construyendo una mirada que 

reconozca y valore la diversidad al mismo tiempo que en-

fatice la efectiva igualdad de oportunidades para todos” 10. 

La normativa nacional vigente defi ne a este sector de la po-

blación como aquellas personas que “(…) teniendo una o 

más defi ciencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o in-

telectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, 

al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, 

ve impedida o restringida su participación plena y efectiva 

en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”11. 

Dicha defi nición recrea la contenida en la Convención de 

Naciones Unidas12.

El propósito de la ley es asegurar el derecho a la igualdad 

de oportunidades y erradicar toda forma de discriminación 

con motivo de las condiciones presentes en este sector. In-

cluye expresamente el concepto de medidas afi rmativas a 

fi n de dar garantías de igualdad de hecho “para participar 

plenamente en la vida política, educacional, laboral, econó-

mica, cultural y social”13. Se debe destacar que es mediante 

8 Publicada en el Diario Ofi cial el 14 de enero de 1994.
9 El 16 de mayo de 2005 ingresa el Mensaje del Presidente Ricardo 

Lagos Escobar. 
10 Mensaje Presidente de la República proyecto de ley que modifi ca Ley 

N° 19.284 que establece normas para la plena integración social de las 
personas con discapacidad. Boletín N° 3875-11. 16 de mayo de 2005. 
Historia de la Ley N° 20.422, pág. 6.

11 Ley N° 20.422, art. 7.
12 Convención de las Naciones Unidas Sobre los Derechos de las Perso-

nas con Discapacidad, art. 1 inc. 2°.
13 Ley N° 20.422, art. 7. 

esta ley que se reconoce expresamente en nuestro orde-

namiento jurídico nacional la expresión “acción positiva”. 

Se trata, en consecuencia, de un reconocimiento reciente 

pero relevante, al reconocerse por el legislador un con-

cepto clave en el esfuerzo por superar las desigualdades 

de hecho14.

Los principios rectores a los que se debe dar cumplimiento 

en la aplicación de la ley son los de vida independiente, ac-

cesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, par-

ticipación y diálogo social. El principio de vida independiente 

se asienta en la autonomía personal como fundamento para 

“el ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personali-

dad” (art. 3 literal a). La accesibilidad universal hace referen-

cia al estándar según el cual los entornos, procesos, bienes, 

productos y servicios, así como los objetos, instrumentos, 

dispositivos o herramientas puedan efectivamente ser prac-

ticados, utilizados y comprendidos “por todas las personas, 

en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más 

autónoma y natural posible” (art. 3 literal b). El diseño uni-

versal, por su parte, obliga a que todas las actividades se-

ñaladas anteriormente desde su diseño y planifi cación se 

orienten a “ser utilizados por todas las personas o en su 

mayor extensión posible” (art. 3 literal c). La intersectoria-

lidad dice relación con el deber de la gestión pública de 

considerar transversalmente los derechos de las personas 

con necesidades especiales (art. 3 literal d). Por último, par-

ticipación y diálogo social, representan la encarnación del 

principio según el cual nada de lo que se formule, planifi que 

o ejecute en materia de políticas públicas pueda hacerse sin 

la concurrencia de las personas con necesidades especiales 

o las organizaciones que las representan. 

14 Los artículos de esta ley que reconocen la expresión son el 7°, el 23 
y el 43.

 “Artículo 7º.- Se entiende por igualdad de oportunidades para las perso-
nas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de disca-
pacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas 
a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad 
para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral, eco-
nómica, cultural y social.

 Artículo 23.- El Estado, a través de los organismos competentes, impul-
sará y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la eliminación 
de barreras arquitectónicas y promover la accesibilidad universal.

 Artículo 43.- El Estado, a través de los organismos competentes, 
promoverá y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la 
inclusión y no discriminación laboral de las personas con discapaci-
dad, […]”.
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El órgano del Estado responsable de la coordinación de las 

políticas para el sector destinadas a promover la igualdad de 

oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad 

de las personas con necesidades especiales es el Servicio 

Nacional de la Discapacidad, creado por mandato de la Ley 

Nº 20.422 (art. 61) que depende del actual Ministerio de 

Desarrollo Social. El órgano previsto en la Ley Nº 20.422 en 

el que se encarnan los principios de participación y diálogo 

social es el Consejo Consultivo de la Discapacidad, integra-

do por cinco representantes de organizaciones de personas 

con necesidades especiales, un representante empresarial, 

un representante de organización de trabajadores y dos 

representantes de instituciones privadas sin fi nes de lucro 

constituidas para atender a este colectivo (art. 63). El 12 de 

mayo de 2011 se publicó su Reglamento15. 

Dicha ley igualmente instituye un Comité de Ministros16 res-

ponsable de proponer la política nacional para personas con 

necesidades especiales así como velar por su pertinencia 

técnica y carácter intersectorial. En su Título IV, destinado a 

establecer las medias para la “Igualdad de Oportunidades” 

se establece entre otras acciones y medidas las: a) de acce-

sibilidad; b) educación e inclusión social, y c) de capacitación 

e inserción laboral. 

MEDIDAS DE ACCESIBILIDAD 

Las medidas de accesibilidad se concretan, entre otras, en 

las obligaciones de eliminar las barreras arquitectónicas y 

promover la accesibilidad universal (art. 23); la obligación 

de toda institución pública o privada que ofrezca servi-

cios educacionales, de capacitación o empleo, que exijan la 

realización de pruebas o el cumplimiento de otros requi-

sitos de admisibilidad, el deber de adecuarlos de manera 

de resguardar la inclusión y la igualdad de oportunidades 

(art. 24); el establecimiento de mecanismos que posibiliten 

a la población con necesidades auditivas el acceso a la pro-

gramación tanto en la televisión abierta como por cable, 

“en los casos en que corresponda, según lo determine el 

reglamento que al efecto (…)” deberán dictar los Ministe-

15 Decreto del Ministerio de Planifi cación N° 141 del 8 de noviembre 
de 2011.

16 Integrados por los Ministerios de Desarrollo Social, Educación, Jus-
ticia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, y 
Transporte y Telecomunicaciones.

rios de Planifi cación, de Transportes y Telecomunicaciones y 

Secretaria General de Gobierno (art. 25). También se con-

sidera accesibilidad al material, infraestructura y tecnologías 

en las bibliotecas para personas con necesidades sensoriales 

(art. 27). Se estipula la garantía de accesibilidad en todos los 

edifi cios de uso público, así como al espacio público urbano, 

y bienes nacionales de uso público. Para el cumplimiento de 

esta obligación, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo debe 

establecer las normas a las que deben sujetarse las nuevas 

obras y edifi caciones (art. 28). Al Ministerio de Vivienda le 

corresponde igualmente contemplar subsidios especiales 

para adquirir viviendas destinadas a personas con necesi-

dades especiales (art. 29). Por último, se hace referencia a 

las garantías de acceso a los medios de transporte, incluidos 

una adecuada señalización, asientos y espacios, los que de-

berán regularse por un reglamento que dictará el misterio 

respectivo y Ministerio de Planifi cación (art. 30).

Los reglamentos a los que se refi ere la ley debieron dictar-

se en noviembre de 2010 (art. 5° transitorio), excepto el 

referido a acceso de las personas con necesidades auditi-

vas relativo al establecimiento de mecanismos destinados a 

asegurar a la población con necesidades auditivas acceso a 

la programación de los canales de televisión abierta y por 

cable, que debieron dictarse en el mes de agosto del año 

2010. El INDH con el objeto de evaluar el nivel de imple-

mentación de estas medidas ofi ció al Servicio Nacional de 

la Discapacidad; a los ministerios de Planifi cación; Vivienda 

y Urbanismo; del Trabajo; de Transportes y Telecomunica-

ciones y de Educación. 

En el caso del Ministerio de Vivienda y Urbanismo17, a seis 

meses de haber vencido el plazo estipulado para dictar el 

Reglamento respectivo, se informó que se está elaborando 

el Decreto Supremo que promulgará las modifi caciones de 

adecuación a los nuevos estándares fijados por le Ley 

N° 20.422 a ser incorporadas a la Ordenanza General de 

Urbanismo y Construcciones a fi n de garantizar accesibili-

dad universal en relación a las edifi caciones, urbanizaciones 

y espacios públicos. 

17 Ordinario N° 0999 del Jefe de División Técnica de Estudio y Fo-
mento Habitacional. Ministerio de Vivienda y Urbanismo de 15 de 
junio de 2011.
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En materia de subsidios, no obstante establecerse en el 

ar t. 29 de la Ley Nº 20.422 “subsidios especiales” para ad-

quirir y habilitar viviendas para personas con discapacidad, el 

Ministerio del ramo indica que “no existe presupuesto asig-

nado específi camente para estos subsidios adicionales, ya 

que el subsidio base se incrementa, al acreditarse la existen-

cia de discapacidad en el grupo familiar (…)”18. El Ministerio 

de Vivienda señaló que para los años 2010 a junio de 2011 

se pagaron efectivamente 79 “subsidios de discapacidad”, lo 

que representa una cifra baja atendida la consideración de 

que en uno de cada cinco hogares existe una persona con 

necesidades especiales. 

SuBSIDIoS DE “DISCAPACIDAD”

AÑo N° DE SuBSIDIoS moNto EN uF

2010 75 1.493,25

2011 (15 de junio) 4 160

Fuente: MINVU19.

En relación con la accesibilidad al transporte público de pa-

sajeros el 8 de noviembre de 2010 se dictó el Reglamento 

que establece normas sobre igualdad de oportunidades e 

inclusión social de personas con discapacidad20. El decreto 

se aplica a los servicios de locomoción colectiva urbana, ru-

ral e interurbana de transporte público de pasajeros; metro 

y trenes suburbanos; trenes y servicios ferroviarios y a las 

naves matriculadas en Chile que cuenten con acomodacio-

nes o dependencias para recibir pasajeros, para garantizar la 

señalización, asientos y espacios sufi cientes de acceso fácil 

para las personas con necesidades especiales (art. 1° del Re-

glamento). Se exceptúan de la aplicación del Reglamento los 

vehículos considerados de patrimonio cultural o histórico y 

los destinados a fi nes meramente turísticos o de recreación. 

(art. 2 Reglamento). Este Reglamento establece que se debe 

resguardar el fácil acceso entendido como el establecimien-

to de mecanismos que permitan condiciones de ingreso, uso 

y abandono de un medio de transporte en consideración a 

la capacidad y naturaleza del medio (art. 3 literal c Regla-

18 Ordinario 0999 del Jefe de División Técnica de Estudio y Fomento Ha-
bitacional. Ministerio de Vivienda y Urbanismo de 15 de junio de 2011.

19 Ibídem.
20 Ministerio de Planifi cación, Reglamento de la Ley N° 20.422, que 

establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión.

mento). Igualmente debe establecerse una señalética ade-

cuada mediante el lenguaje utilizado para informar y orien-

tar el uso adecuado al usuario con necesidades especiales 

(art. 3 d). Por último, se deben establecer espacios y asientos 

sufi cientes reservados para personas con limitaciones físicas 

y zonas o rutas de fácil acceso a dichos espacios con las 

seguridades pertinentes (art. 3 letras d, e, f y g).

En materia de accesibilidad en los buses del Transantiago, 

el 28% de ellos no cuenta con los dispositivos necesarios 

para garantizar el uso adecuado por parte de personas con 

necesidades especiales. Es decir, carecen de plataforma y 

rampa de acceso, espacios reservados para sillas de ruedas, 

pulsadores de baja altura, con luz y sonido, adhesivos de 

lenguaje braille o de superfi cie rugosa21. Por otra parte, el 

100% de la fl ota cuenta con asientos destinados a usuarios 

con movilidad reducida y validadores de pago con señal vi-

sual y audible. Sólo el 22% de los paraderos de Transantiago 

está habilitado de manera de dar facilidades de acceso a las 

personas con necesidades especiales y sólo en seis paradas 

existe información en braille22. En relación al Metro de San-

tiago, de 108 estaciones, 77 (71% de la red) son accesibles, 

es decir, cuentan con los dispositivos e infraestructura ne-

cesaria para el uso por parte de personas con necesidades 

especiales, contemplando entre otros dispositivos ascenso-

res, rutas para no videntes, sistema braille en pasamanos y 

torniquetes y sonorización de ascensores y trenes.23

El plazo de adecuación de la infraestructura para garantizar 

el efectivo acceso a los medios de transporte público de 

pasajeros y a los bienes nacionales de uso público adminis-

trados por el Estado, en especial las vías públicas, pasarelas 

peatonales, parques, plazas, áreas verdes, de acuerdo a los 

estándares fi jados en la ley, es de ocho años desde la entra-

da en vigencia de la ley, esto es, al año 2018.

21 Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Ofi cio N° 2598 de 
28 de junio de 2011. Anexo: Políticas Públicas aplicadas en materia 
de accesibilidad de las personas con discapacidad al transporte y las 
telecomunicaciones.

22 Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Ofi cio N° 2598 de 
28 de junio de 2011. Anexo: Políticas Públicas aplicadas en materia 
de accesibilidad de las personas con discapacidad al transporte y las 
telecomunicaciones.

23 Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Ofi cio N° 2598 de 
28 de junio de 2011. Anexo: Políticas Públicas aplicadas en materia 
de accesibilidad de las personas con discapacidad al transporte y las 
telecomunicaciones.
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En materia de telecomunicaciones, una de las demandas 

más sentidas de la comunidad sorda es la de contar con 

mecanismos inclusivos que aseguren la participación, el ac-

ceso al conocimiento, a la cultura, la recreación y la infor-

mación. Una de las obligaciones contempladas en la nueva 

normativa es la de garantizar que la televisión abierta y por 

cable provea programación accesible en un plazo de tres 

años desde la publicación del Reglamento respectivo con 

un cumplimiento progresivo de un 33% cada año. Los me-

canismos que se idearon para satisfacer esta obligación son 

el subtitulado, el subtitulado oculto –sistema que describe 

mediante palabras o símbolos el audio presente incluyendo 

música de fondo y efectos de sonido– y la lengua de señas. 

A pesar del claro tenor de la ley en esta materia, se advierte 

la persistencia de barreras que impiden dar cumplimiento 

cabal al deber impuesto en la Ley. En el mes de marzo de 

2011, a propósito de la falta de alternativas de comunica-

ción para personas con necesidades auditivas, la Fundación 

Nacional de Discapacitados llamó la atención sobre la ne-

cesidad de que se garantice el acceso de este sector de 

la población a la información pública, puesto que con “dis-

cursos mudos, Chile se aleja de la imagen de país con una 

democracia transparente y en vías de desarrollo (…)”24, y 

señaló que se diera efectivo cumplimento a lo dispuesto en 

los instrumentos internacionales y en la legislación nacional 

referidos a este punto.

Sobre la accesibilidad de bibliotecas públicas, Senadis infor-

ma que se están elaborando los documentos técnicos que 

sirvan como base para establecer los reglamentos que rijan 

estos temas. 

EDUCACIÓN 

El área educación en materia de regulación de los principios 

y derechos establecidos en la Ley N° 20.422 también pre-

senta retrasos al no dictarse aún el Reglamento respectivo25.

La ley establece la garantía de acceso de las personas en 

edad escolar con necesidades especiales a los estableci-

mientos públicos o privados que reciban aportes o subven-

ciones del Estado, a fi n de permitir su inclusión en el sistema 

24 Ver http://www.fnd.cl/prensa.html 
25 Jefa de División de Eduación General Ministerio de Educación, Ordi-

nario N° 05/667 de 2 de agosto de 2011.

de educación regular o de educación especial, según corres-

ponda26. A fi n de dar cuenta de esta garantía, los estableci-

mientos de enseñanza regular deben dotarse de la infraes-

tructura y materiales de apoyo necesarios para asegurar a 

los/as alumnos/as con necesidades educativas especiales lo 

necesario para el cumplimiento del principio de igualdad de 

oportunidades para todos los educandos27. 

La situación de quienes tienen necesidades educativas es-

peciales por discapacidad física o mental presenta avances 

normativos28 y presupuestarios, por el aumento de las sub-

venciones para escuelas especiales y proyectos de integra-

ción escolar. No obstante, la cobertura y la calidad de los 

procesos de enseñanza parece no ser sufi ciente, más aún 

en función de las orientaciones internacionales de Unesco 

de avanzar desde la inserción a la inclusión educativa. Según 

propias estimaciones del Ministerio de Educación, unos 850 

mil estudiantes presentan necesidades educativas especia-

les, de estos sólo un 18% estaría recibiendo una educación 

diferenciada29, por lo que el défi cit de cobertura resulta 

preocupante.

Adicionalmente, existen denuncias (273 durante el primer 

semestre 2011) que permiten sostener que hay difi cultades 

objetivas en los proyectos de integración, siendo particular-

mente complejo el caso de los/as niños/as con desórdenes 

o trastornos conductuales30, que no encuentran programas 

adecuados a sus necesidades ni con docentes capacitados 

para ellos, viéndose reducidas sus jornadas o frecuentemen-

te expulsados. Además, existe evidencia de expulsiones por 

estas razones en el 5% de los establecimientos municipales, 

en el 8% de los particulares subvencionados y en más del 

26 Ley N° 20.422 art. 34.
27 Ibídem, art. 36.
28 Esta política se originó en 1990 con el Decreto 490/90 y fue mo-

dificado por el Decreto Nº 1 en 1998, tras la publicación de la 
Ley N° 19.284 de Plena Integración Social de las Personas con Dis-
capacidad.

29 Información publicada en la sección de educación diferencial del Mi-
nisterio de Educación, disponible en http://www.mineduc.cl/index.
php?id_portal=20, y la base de datos de matrículas entregada por el 
Departamento de Estadísticas del Mineduc, que identifi ca a 15.140 
estudiantes en integración y 145.873 en educación especial

30 En la clasifi cación propuesta por la Asociación Americana de Psiquia-
tría (DSM-IV) el trastorno de conducta es defi nido como un conjunto 
de conductas repetitivas y persistentes en donde no son respetados los 
derechos de los demás o las normas sociales, teniendo en cuenta la edad 
del paciente. Ver http://www.paidopsiquiatria.com/TDAH/tc6.pdf 
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17% de los particulares pagados31, dando cuenta de que a 

pesar de disponerse de un refuerzo a la subvención regular, 

para atender a necesidades educativas especiales, ésta no 

asegura procesos educativos adecuados en los programas 

de integración ni capacitación sufi ciente para los agentes 

de la comunidad escolar : docentes, directivos y asistentes 

de la educación. 

En la consulta realizada por el INDH a organizaciones de la 

sociedad civil, se señalaron como problemas en este ámbito 

la vulneración al derecho de acceso a la educación y a la 

comunicación, porque entre otras razones, hay escasa can-

tidad de coeducadores sordos. Por su parte, se mencionó 

que “el Estado no asegura la educación inclusiva para las 

distintas discapacidades. Ej. jóvenes sordos y personas con 

discapacidades psíquica y/o mental”.

INSERCIÓN LABORAL

La Ley N° 20.422 establece que “El Estado, a través de los 

organismos competentes, promoverá y aplicará medidas de 

acción positiva para fomentar la inclusión y no discrimina-

ción laboral de las personas con discapacidad”32. En cumpli-

miento de este deber se impone a los órganos de la Admi-

nistración del Estado, municipalidades, Congreso Nacional, 

administración de justicia y Ministerio Público la obligación 

de preferir en los procesos de selección de personal a per-

sonas con necesidades especiales que cumplan iguales con-

diciones de mérito con otros postulantes33, lo que deberá 

ser regulado por el Reglamento que al efecto dictarán el 

Ministerio de Planifi cación y el de Hacienda. En este ám-

bito también se observa un retraso, toda vez que dicho 

Reglamento está pendiente de las fi rmas pertinentes, para 

ser enviado al trámite de toma de razón a la Contraloría 

General de la República34. 

Respecto a los programas de acceso al empleo de personas 

con necesidades especiales en condiciones de igualdad, ac-

tualmente están en desarrollo tres programas. El Programa 

31 Estimaciones construidas según los datos del Cuestionario de Padres 
Simce 4° básico 2010, respecto al conocimiento de expulsiones de es-
tudiantes por discapacidad, considerando establecimientos en los que 
hay dos o más padres que señalan esa casual.

32 Ley N° 20.422 art. 43.
33 Ibídem, art. 45.
34 Ministerio de Planifi cación, Ofi cio N° 1542 de 29 de junio de 2011. 

de bonifi cación a la contratación de mano de obra; el Pro-

grama de Servicios Sociales, y el Programa SENCE, todos 

dependientes del Ministerio del Trabajo35. El presupuesto 

para el año 2010 y 2011, para la efectiva implementación de 

la Ley N° 20.422 en estas materias está relacionado con los 

Programas señalados que son de continuidad de políticas 

implementadas antes de la entrada en vigencia de la señala-

da Ley N° 20.422.

El Programa de bonifi cación al empleo (ProEmpleo), que 

data del año 2008, establece líneas de acción para estimular 

la empleabilidad de personas vulneradas, incluidas aquellas 

con necesidades especiales. Su objetivo es proporcionar 

empleos mediante la bonifi cación a empresas que contra-

ten a personas con necesidades especiales. La bonifi cación 

alcanza actualmente hasta un 80% de un ingreso mínimo 

mensual con una duración máxima de seis meses. Esta línea 

contempla una contribución al costo de capacitación certi-

fi cada, por una sola vez, a cada uno de los trabajadores(as) 

benefi ciados(as). 

La cobertura y ejecución del Programa es baja en relación 

a las necesidades de acceso al trabajo para este sector de 

la población. Para el año 2009 se incluyó bonifi cación a la 

contratación de mano de obra para benefi ciar hasta 300 

personas con algún grado de necesidades especiales. La eje-

cución real para ese mismo período fue de tan solo 32 be-

nefi ciarios. Para el año 2010 se incluyó una bonifi cación para 

dar cobertura a 150 personas con algún grado de necesidad 

especial. La ejecución lograda durante dicho año fue de sólo 

17 personas benefi ciadas. 

A partir de la evaluación del Programa de bonifi cación para 

los grupos vulnerados, durante el año 2010 se planifi có ajus-

tar los cambios necesarios para el año 2011, de manera de 

lograr potenciar la intervención en esta materia y obtener 

una mayor cobertura en inserción laboral de las personas 

con algún grado de necesidades especiales. Se debe destacar 

la adopción de medidas correctivas impulsadas por Senadis y 

el Ministerio del Trabajo, al aumentar los porcentajes de boni-

fi cación y el monto de la capacitación para la línea vulnerable. 

35 Subsecretaría Ministerio del Trabajo. Ordinario N° 1273-3 de 30 de 
junio de 2011.
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moDIFICACIoNES INtroDuCIDAS Al ProGrAmA ProEmPlEo PArA PErSoNAS CoN NECESIDADES 
ESPECIAlES

AÑo
% DE BoNIFICACIÓN 

(INGrESo mÍNImo 
mENSuAl)

DurACIÓN
CAPACItACIÓN Por 
trABAjADor/A CoN 

NECESIDADES ESPECIAlES

moVIlIZACIÓN 
Y ColACIÓN Por 

trABAjADor/A

2010 40% 4 meses renovables $ 50.000 $ 37.800

2011 80% 6 meses $ 400.000 $ 50.000

Fuente. Subsecretaría del Trabajo, Ordinario N° 1273-3 de 30 de junio de 2011.

Como consecuencia de las mejoras introducidas se espera 

lograr un mayor número de bonifi cados. El Programa de Bo-

nifi cación a la contratación de la mano de obra en la línea 

vulnerable debe ser evaluado a fi n de efectivamente dar cum-

plimiento a la obligación que pesa sobre el Estado de garan-

tizar el acceso al empleo en condiciones de igualdad y no 

discriminación para las personas con necesidades especiales. 

Por su parte, el Programa de Servicios Sociales creado por 

la Ley de Presupuestos para el año 2011 consiste en proyec-

tos de emprendimiento ejecutados por terceros destinados 

a personas con necesidades especiales. El primer llamado a 

postular fi nalizó, adjudicándose un proyecto que alcanzará a 

18 personas con necesidades visuales, que es ejecutado por 

la Fundación Imagina. 

Por último, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo 

(SENCE) contempla una línea de acción para personas 

con necesidades especiales cuya cobertura para los años 

2009-2010 fue el que se muestra a continuación. 

ACCIoNES DEl SENCE SEGÚN tIPo DE NECESIDAD ESPECIAl

AÑo DISCAPACIDAD 
AuDItIVA

DISCAPACIDAD 
FÍSICA

DISCAPACIDAD 
mENtAl

DISCAPACIDAD 
VISuAl totAl GENErAl

2009 45 106 110 309 570

2010 24 70 179 81 354

Fuente. Subsecretaría del Trabajo, Ordinario N° 1273-3 de 30 de junio de 2011.

La entrada en vigencia de la Ley Nº 20. 422 representa un 

hito en la consagración de derechos de las personas con 

necesidades especiales y al mismo tiempo ofrece una opor-

tunidad y un desafío para el Estado en sus obligaciones de 

respeto, protección y garantía para este sector de la pobla-

ción. La implementación de la ley y su debida reglamenta-

ción y la efectividad de las políticas públicas con contenido 

intersectorial y perspectiva de derechos humanos debiera 

orientar en el futuro la acción del Estado de manera de 

superar los serios défi cits que enfrenta esta población en el 

ejercicio y goce de derecho en condiciones de igualdad y 

no discriminación. Las cifras proporcionadas en las áreas de 

acceso, educación y mercado laboral permiten afi rmar que 

persisten obstáculos serios para la efectiva inclusión social 

de las personas con necesidades especiales. Ello es percibi-

do por las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la 

protección de los derechos de las personas con necesida-

des especiales, las que señalan que a pesar de la entrada en 

vigencia de la nueva normativa su impacto en la superación 

de brechas de inclusión ha sido escaso36. 

En este sentido, avanzar en la superación, de forma comple-

ta y satisfactoria, de las barreras físicas, de comunicación y 

36 El Centro de Apoyo Integral para las personas con limitación vi-
sual –CEALIV– de la ciudad de Quillota señaló en el marco de la 
consulta realizada por el INDH que la ausencia de reglamentación es 
uno de los principales problemas en la implantación de la ley.
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de participación social sigue representando uno de los prin-

cipales desafíos para asegurar los derechos de las personas 

con necesidades especiales. 

2. VÍCtImAS DE tAlIDomIDA

En la década de 1950 el laboratorio alemán Chemie Grü-

nenthal GMBH inició la comercialización de un fármaco de-

nominado Talidomida o Contergan, destinado a mitigar los 

malestares asociados al embarazo, sin pruebas clínicas sobres 

sus efectos37. Al poco tiempo de iniciada su comercialización 

se constató la presencia de trastornos congénitos severos en 

hijos e hijas nacidas de madres que habían ingerido el fárma-

co, por ejemplo, en niño/as que nacieron sin manos, brazos y 

piernas. Estudios realizados en Alemania y Australia (1961)38 

determinaron la relación causal entre la ingesta del fármaco y 

la presencia de estas malformaciones congénitas39. La Talido-

mida se vendió en 50 países con 80 nombres comerciales y 

afectó a más de 20.000 bebés que nacieron mutilados40.

El Estado de Chile, en el año 1961, autorizó mediante la 

dictación de las resoluciones respectivas de la autoridad sa-

nitaria de la época41 la inscripción de la Talidomida en el 

Registro de Especialidades Farmacéuticas, permitiendo con 

ello su fabricación, distribución y venta. 

No obstante la certeza de las consecuencias devastadoras 

del fármaco, el Estado de Chile no ha realizado ningún ca-

tastro que permita determinar con certeza la cantidad de 

37 El fármaco fue creado por el médico con antecedentes nazis Hein-
rich Mückter, que durante la II Guerra Mundial estuvo destinado en 
el campo de concentración de Nüremberg, donde realizaba ensayos 
clínicos con piojos, cerdos y humanos. Senado de la República. Se-
sión 30ª, Ordinaria, 5 de julio de 2011. Por unanimidad se aprueba 
Proyecto de Acuerdo. Boletín Nº S 1.372-12. 

38 Ver Ministerio de Salud. Unidad de Discapacidad y Rehabilitación. 
Informe Talidomida. 2011.

39 Ver Talidomida en Chile. Organización de Víctimas de la Talidomi-
da en Chile VITACHI.http://vitachi.bligoo.cl/content/view/964471/
TALIDOMIDA-EN-CHILE.html

40 Ver Asociación de Víctimas de la Talidomida en España y otras inha-
bilidades. En: http://www.avite.org/

41 Resolución Exenta Nº 305 de fecha 7 de febrero de 1961, inscrip-
ción Nº 7917. Softenon Supositorios, laboratorio Recalcine con 
licencia de Chemie-Grünenthal de Alemania; Resolución Exenta 
Nº 651 de fecha 23 de marzo de 1961, inscripción Nº 795. Softenon 
Jarabe, laboratorio Recalcine con licencia de Chemie-Grünenthal de 
Alemania; Resolución Exenta Nº 752 de fecha 5 de abril de 1961, 
inscripción Nº 7966. Softenon Tabletas, laboratorio Recalcine con 
licencia de Chemie-Grünenthal de Alemania y Resolución Exenta 
Nº 723 de fecha 3 de abril de 1961, inscripción Nº 7967. Betasedán 
Comprimidos de 50 MG, Instituto Bioquímico Beta S.A.

niños/as que se vieron afectados por el suministro de la 

Talidomida. 

En Chile, las víctimas se han organizado y constituido en la 

Organización de Víctimas de la Talidomida (VITACHI), para 

exigir que el Estado reconozca su responsabilidad en au-

torizar la venta y distribución del fármaco; realice una in-

vestigación que permita censar sus efectos, y proceda, igual 

como lo han hecho otros países, a implementar políticas de 

ayuda e indemnización para reparar el daño ocasionado. 

VITACHI reúne aproximadamente a 44 personas, pero se 

estima que a nivel nacional hay 150 víctimas que padecen 

las severas consecuencias de este fármaco sin que hasta la 

fecha puedan acceder a planes.

Acogiendo estas demandas, la Cámara de Diputados el 18 

de enero de 201142 y el Senado el 5 de julio del mismo año 

aprobaron proyectos de acuerdo en el que llaman al Poder 

Ejecutivo a que asuma la responsabilidad por los daños y 

perjuicios ocasionados, al autorizar su producción, distri-

bución y comercialización. Para ello se solicitó, por ambas 

cámaras, que se cree “a través del Ministerio de Salud un 

sistema que permita la identifi cación y registro de los afecta-

dos a través de los procedimientos médicos pertinentes”43. 

Además se solicita que una vez determinado el universo 

de víctimas y como corolario de la responsabilidad que le 

cabe al Estado se “establezca un sistema de indemnización 

a través de benefi cios que favorezcan su inserción social, 

pensiones especiales para los afectados directos y becas de 

estudio tanto para ellos como sus hijos”44. Por último, que se 

constituya efectivamente una “mesa intersectorial para que 

a través del Ministerio de Relaciones Exteriores se oriente 

gratuitamente a las víctimas en sus reclamaciones ante los 

organismos internacionales gubernamentales y no guberna-

mentales que tengan por fi nalidad indemnizarlos”45.

A diferencia de lo que ocurre en nuestro país, otros Esta-

dos han tomado medidas concretas al respecto, asumiendo 

42 Proyecto de acuerdo N° 237 aprobado por la Cámara el 18 de enero de 
2011. 

43 Senado de la República. Proyecto de Acuerdo, aprobado unáni-
memente en la Sesión 30ª, Ordinaria, de 5 de julio de 2011. Bole-
tín Nº S 1.372-12.

44 Senado de la República. Proyecto de Acuerdo, aprobado en la Sesión 
30ª, Ordinaria, de 5 de julio de 2011. Boletín Nº S 1.372-12

45 Senado de la República. Proyecto de Acuerdo, aprobado en la Sesión 
30ª, Ordinaria, de 5 de julio de 2011. Boletín Nº S 1.372-12
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su responsabilidad. La denominada catástrofe de la talido-

mida signifi có que el Estado alemán junto con la empresa 

farmacéutica crearan la Fundación “Hilwerk für Behinderte 

Kinder” (auxilio a niños impedidos), con el objeto de ca-

nalizar las peticiones de indemnizaciones de las víctimas. 

Otros Estados hicieron reconocimiento de responsabilidad, 

generaron información sobre las secuelas que ocasionó la 

comercialización del fármaco y procedieron a establecer 

políticas de compensación por el daño ocasionado. Es el 

caso de Inglaterra, que el año 1968, después de una larga 

campaña en los medios de comunicación, arribó a un acuer-

do compensatorio con los familiares de las víctimas de la 

Talidomida46. Así también en España el año 2010 se dictó el 

Real Decreto 1006/2010, por el que se regula el procedi-

miento de concesión de ayudas a las personas afectadas por 

la Talidomida durante el período 1960-1965, para atender 

las necesidades “de reconocimiento y apoyo solidario a las 

personas afectadas por la sustancia activa Talidomida a lo 

largo del periodo señalado, según las diferentes situaciones 

personales que concurren en cada una de ellas”47.

46 Ministerio de Salud. Unidad de Discapacidad y Rehabilitación. Infor-
me Talidomida. 2011.

47 Boletín Ofi cial del Estado, Núm. 190, Ministerio de la Presidencia, 6 
de agosto de 2010. En: http://www.boe.es/boe/dias/2010/08/06/pdfs/
BOE-A-2010-12626.pdf.

A pesar de estos ejemplos y del consenso que a nivel parla-

mentario suscitan las legítimas demandas sostenidas por las 

víctimas de la Talidomida, las autoridades competentes no 

han dado pasos para reconocer la afectación que sufrieron 

las madres e hijos/as expuestos a este fármaco ni han adop-

tado medidas que avancen en reparar el daño ocasionado. 

En este sentido, y dado el grave carácter social del problema, 

es insufi ciente la respuesta ofrecida por el Ministerio de Sa-

lud al Senado de la República, al requerimiento formulado 

en el Proyecto de Acuerdo, al señalar que “el tema se en-

cuentra radicado en sede judicial”48, al existir en curso una 

demanda por indemnización de daños en un juzgado civil49.

El 17 de octubre de 2011 el presidente de VITACHI, junto al 

INDH y a parlamentarios de la República exigieron pública-

mente al Estado hacerse cargo de los daños que ocasionó 

irreparables consecuencias.

48 Ministerio de Salud. Ordinario N° 2685 de 17 de agosto de 2011.
49 Demanda interpuesta el 19 de abril de 2011, Rol N° C-008255 del 17 

Juzgado Civil de Santiago.
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ANtECEDENtES

En el informe sobre el seguimiento de la II Asamblea Mun-

dial sobre el Envejecimiento (2002)1, el Secretario Gene-

ral de Naciones Unidas señaló que el número de personas 

mayores de 60 años está aumentando a un ritmo sin pre-

cedentes y advirtió que la mayoría vive en los países en 

desarrollo donde, además, se produce la mayor parte de 

este crecimiento2. 

Las estadísticas nacionales muestran que Chile no permane-

ce ajeno a este fenómeno. Desde la década de los noventa, 

el país se inserta en un escenario de transición demográfi ca 

caracterizado por el envejecimiento de su población, aso-

ciado a los bajos niveles de fecundidad y de mortalidad. Las 

estimaciones realizadas por el INE indican que 13% de la 

población tiene 60 años y más, proporción que ascenderá 

al 28,2% en el año 2050. El 5% de los y las adultas mayores 

son indígenas, y el 86% de estos/as pertenecen a la etnia 

mapuche. 

Las mujeres representan el 63% de las personas mayores, 

lo que tiene relación con la expectativa de vida al nacer : 74 

años en el caso de los hombres, y 80 años en el de las muje-

res. La distribución en quintiles etarios de las personas de 60 

años y más muestra que el número de personas mayores de 

80 años está aumentando aceleradamente y en el año 2050 

superará el millón quinientas mil personas3. 

1 La primera se realizó en Viena, en 1982.
2 Seguimiento de la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimien-

to. Informe del Secretario General de Naciones Unidas. A/65/158, 22 
de julio 2010.

3 SENAMA, respuesta a ORD N° 464 del INDH, 21 de agosto 2011.

PErSoNAS mAYorES SEGÚN QuINQuENIoS DE EDAD. 
CASEN 2009

60-64 
años

65-69 
años

70-74 
años

75-79 
años 80 y más Total

710.426 595.660 451.836 368.880 414.805 2.541.607

Fuente: SENAMA

La Región de Magallanes y la Antártica chilena presenta la 

tasa regional más alta de personas mayores en relación a 

la población total, y Atacama presenta la tasa más baja (es 

la única del país que tiene una tasa bajo los diez puntos 

porcentuales)4.

La primera política gubernamental para las personas adultas 

mayores que identifi có los desafíos para el país data de 1996. 

La creación en 2002 del Servicio Nacional del Adulto Mayor 

(SENAMA)5 marcó un avance en la voluntad del Estado de 

abordar la situación de esta población, al dotarse de una 

institucionalidad con el mandato de velar por su plena inte-

gración a la sociedad, brindar protección ante el abandono e 

indigencia, y hacer valer el pleno respeto a los derechos que 

les reconocen la Constitución y las leyes, sin discriminación. 

Dos años después, en 2004, el Comité de Ministros para el 

Adulto Mayor –conformado por los ministerios del gabinete 

social– reformó la política orientándola a “lograr un cambio 

cultural de toda la población que signifi que un mejor trato 

y valoración de los adultos mayores en nuestra sociedad, lo 

cual implica una percepción distinta sobre el envejecimiento 

4 SENAMA, Ibídem.
5 Ley N° 19.828, publicada el 27 de septiembre de 2002.
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y la vejez, y así alcanzar mejores niveles de calidad de vida 

para todos los adultos mayores”6. 

La sociedad chilena en general tiene hoy mayor sensibilidad 

respecto de la situación de las personas adultas mayores. 

En la Primera Encuesta Nacional de Derechos Humanos 

realizada por el INDH, un 74,5% de las personas rechazó 

la idea de que los/as ancianos/as no aporten al mundo de 

hoy, y un 80% se mostró contrario a considerarlos/as, ante 

todo, como una carga para sus familias y la sociedad7. No 

obstante, son recurrentes las informaciones de prensa que 

dan cuenta de situaciones de violencia y maltrato, abandono 

y desprotección que afectan a las personas adultas mayores, 

especialmente a aquellas de escasos recursos económicos. 

La percepción social sobre la población adulta mayor está 

aún atada a mitos y/o realidades de la vejez de hace déca-

das: personas dependientes, sin proyectos, que han llegado 

al fi nal de su “vida útil”. Sin embargo, se trata de un grupo 

de personas altamente heterogéneo: “La mayor parte de 

las personas mayores en Chile es autovalente, desarrolla 

una vida independiente, tiene enfermedades que las sobre-

lleva adecuadamente, quiere y puede continuar ejerciendo 

su sexualidad, comparte con su pareja, familiares o amigos, 

participa en organizaciones, se enamora y crea nuevas re-

laciones, tiene en mente realizar parte de sus sueños no 

concretados en épocas anteriores, algunos se ocupan del 

cuidado de nietos y buena parte son jefes de hogar que sus-

tenta hijos, están preocupadas de sus ingresos cuyo monto 

y regularidad sea sufi ciente para vivir y tener buena calidad 

de vida, acceder a oportunidades de turismo, recreación, 

aprendizajes nuevos, entre otros”8. 

Poder aprovechar esta etapa de la vida para nuevos apren-

dizajes y momentos de distensión, sin embargo, no está al 

alcance de todos y todas: la pobreza, el sexo y el géne-

ro, la pertenencia étnica y el lugar de residencia en el país 

6 SENAMA. Política Nacional para el Adulto Mayor, a probada por el 
Comité de Ministros el 6 de mayo de 2004. Disponible en: http://sena-
ma.cl/Archivos/720.pdf 

7 Las afi rmaciones testeadas fueron: “Es inútil discutir con los ancianos, 
sus ideas no aportan en el mundo de hoy”; y, “Los adultos mayores son 
antes que todo, una carga para sus familias y la sociedad”.

8 Lowick-Russell, Jenny. Ley para abordar el maltrato a personas mayo-
res en Chile: evidencias, tratamiento normativo y desafíos inmediatos. 
Santiago, 2010. La autora es Jefa de la División de Coordinación Inter-
sectorial y Regional del Servicio Nacional del Adulto Mayor.

marcan las condiciones de vida y las brechas en el ejercicio 

de derechos y libertades. En la población adulta mayor se 

reproducen las desigualdades presentes en la sociedad en 

su conjunto, y no es excepcional que estas se acentúen en 

esta etapa de la vida. La vulnerabilidad en que se encuentra 

esta población es alta, tomando en cuenta que tiene en pro-

medio 6,5 años de estudios, que un 12,7% de las personas 

mayores no sabe leer ni escribir y que el 45% no completó 

su educación básica9. 

De acuerdo a información de SENAMA, más del 60% tiene 

ingresos iguales o menores a 160.000 pesos10; a lo que hay 

que agregar que la proporción de adultos/as mayores en el 

quintil más pobre encuentra un porcentaje mayor de perso-

nas indígenas (36,1%) que no indígenas (19,4%)11. 

El envejecimiento biológico aumenta los riesgos de discapa-

cidad y de enfermedades crónicas. Las personas de 60 años 

y más representan 45,2% de las personas con discapacidad 

en Chile. En el total de población adulta mayor, 39% ma-

nifi esta alguna discapacidad: 17,3% leve, 11% moderada y 

10% severa. Esta condición afecta en mayor proporción a las 

mujeres (43% de ellas), y a las personas de nivel socioeco-

nómico bajo (50,3%)12. Por su parte, las principales causas 

de muerte en las personas mayores son las enfermedades 

cardiovasculares (33%), tumores malignos (24%) y enferme-

dades del sistema respiratorio (8,7%), y los indicadores de 

morbilidad más representativos de la población de adultos 

mayores son la hipertensión y la diabetes13. En relación al 

sistema de salud, de acuerdo a datos de SENAMA, 86% de 

la población mayor de 60 años es benefi ciaria del sistema 

público14, lo que da cuenta de los crecientes costos para el 

sistema que conlleva el envejecimiento de la población.

En la Segunda Conferencia Regional Intergubernamental 

sobre Envejecimiento en América Latina y el Caribe (De-

claración de Brasilia, 2007), los países del área establecieron 

9 SENAMA, Cuenta Pública 2010.
10 SENAMA, respuesta a ORD N° 464 del INDH, op. cit.
11 SENAMA. Las personas mayores en Chile. Situación, avances y de-

safíos del envejecimiento y la vejez. 
12 Datos del Estudio Nacional de la Discapacidad 2004, FONADIS– INE, 

citados por SENAMA, Ibídem. 
13 SENAMA. Las personas mayores en Chile, op. cit.
14 SENAMA. Cuenta pública, op. cit. Datos desagregados por edad y 

sexo pueden ser consultados en el boletín estadístico 2009-2010 de 
FONASA, disponible en: www.fonasa.cl 
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sus compromisos de acción respecto de la población adulta 

mayor. En su Declaración “Hacia una sociedad para todas 

las edades y de protección social basada en derechos”, se 

reafi rmó que “la transformación demográfi ca tiene profun-

das repercusiones en la sociedad y en las políticas públicas, y 

que con el envejecimiento aumenta la demanda por lograr 

un ejercicio efectivo de los derechos humanos y las liberta-

des fundamentales en todas las edades”15. Este es parte del 

desafío de la acción estatal en Chile, es decir, avanzar hacia 

un cuerpo normativo que garantice y proteja los derechos 

de las personas mayores, y una política pública comprehen-

siva que brinde condiciones para su pleno ejercicio, supe-

rando aproximaciones asistencialistas. 

1. ANÁlISIS NormAtIVo

La Organización de Naciones Unidas ha adoptado en las 

últimas décadas un conjunto de principios y orientaciones 

sobre los derechos y la protección de la vejez, muchas de 

ellas contenidas en la Declaración y Plan de Acción de la 

Segunda Asamblea sobre el Envejecimiento en 2002. Si bien 

éstas no son vinculantes para los Estados, han permitido 

identifi car cinco ámbitos de derechos especialmente rele-

vantes para las personas de edad avanzada: 

• Independencia: Comprende los derechos de alimen-

tación, agua, vivienda y atención sanitaria, mediante 

ingresos económicos propios o suministrados por su 

familia y la comunidad; la posibilidad de trabajar o de 

tener acceso a otras fuentes de ingreso; la determi-

nación del momento y la forma en que dejarán de 

desempeñar actividades laborales; el benefi cio de pro-

gramas educativos y formativos, y la opción de vivir en 

medios seguros, adaptados a sus preferencias y capa-

cidades.

• Participación: Incluye el derecho a permanecer inte-

grados a la sociedad, participando en la formulación 

de medidas que afectan su bienestar, y compartiendo 

sus conocimientos con las generaciones más jóvenes.

15 Declaración de Brasilia, 4-6 de diciembre de 2007.

• Cuidados: Abarca el derecho a disfrutar de protección 

familiar y comunitaria; recibir atención de salud, y la 

oportunidad de contar con servicios sociales y jurídi-

cos que les aseguren mayores niveles de autonomía, 

protección y cuidado.

• Autorrealización-plenitud humana: Se refi ere a las 

oportunidades para desarrollar el potencial personal y 

el acceso a recursos educativos, culturales, espirituales 

y recreativos de la sociedad.

• Dignidad: Incluye una vida segura, libre de explotación 

y de maltratos físicos y mentales.

La necesidad de reconocer a las personas mayores como 

un sujeto social, que reclama un tratamiento particular de 

sus derechos en razón de la edad, y que los Estados adop-

ten medidas que permitan hacer frente a los signifi cativos 

cambios demográfi cos, condujo a la comunidad interna-

cional a constituir, en 2010, el Grupo de Trabajo sobre el 

Envejecimiento, con el objetivo de estructurar un Proyecto 

de Convención para Proteger los Derechos de los Adultos 

mayores. 

En efecto, no existe aún en el sistema internacional de de-

rechos humanos un documento vinculante especialmente 

referido a esta categoría de personas o disposiciones especí-

fi cas, como ocurre, entre otros, con los/as trabajadores/as, los 

pueblos indígenas o los/as niños/as. Solo algunos tratados 

hacen una referencia explícita a la edad, y en general ligada 

a la prohibición de discriminación. Sin embargo, los comités 

han revisado los pactos a la luz de los derechos de las per-

sonas adultas mayores, ya sea adoptando recomendaciones 

generales sobre la materia16 o incorporando su situación en 

la interpretación de derechos específi cos como el trabajo, la 

salud y la integridad física17.

La Observación General N° 6 del Comité DESC es conside-

rada uno de los referentes más importantes en derechos hu-

manos de las personas mayores. Respecto de la obligación de 

no discriminación en razón de la edad, señala que corresponde 

16 OIT, Recomendación N° 162 sobre trabajadores de edad de 1980; 
Comité DESC, Observación General N° 6 sobre los derechos de las 
personas mayores de 1995; y Comité de la CEDAW, Recomendación 
General N° 27 sobre mujeres mayores y sus derechos humanos de 2010.

17 Entre estos, la Recomendación General N° 2 del Comité de la Con-
vención contra la Tortura. 
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a los Estados: 1) revisar sus legislaciones y eliminar cualquier 

discriminación de jure o de facto; 2) aprobar normas que 

protejan a las personas mayores contra la discriminación; y 3) 

establecer medidas de discriminación positiva que equiparen 

las oportunidades de las personas mayores con otros gru-

pos sociales en el disfrute de determinados derechos. Otras 

materias abordadas, en las que además hay coincidencia con 

otros comités de vigilancia, son el derecho al trabajo, a la salud 

y a una vida libre de maltrato y violencia. 

Existe preocupación por la discriminación múltiple o agravada 

que afecta a las personas adultas mayores cuando esta con-

dición se combina con otras, como las que se fundan en el 

sexo, la condición socioeconómica y el estado de salud, entre 

otras. Así, para el Comité de la CEDAW, “el efecto de las 

desigualdades de género a lo largo de la vida se agrava con la 

vejez y con frecuencia se basa en normas culturales y sociales 

hondamente arraigadas. La discriminación que sufren las mu-

jeres de edad suele ser el resultado de una distribución injusta 

de recursos, malos tratos, abandono y restricción del acceso a 

servicios básicos”18. Al respecto el Comité DESC recomienda 

a los Estados “prestar atención especial a las mujeres de edad 

avanzada y crear subsidios no contributivos u otro tipo de 

ayudas para todas las personas que, independiente de su gé-

nero, que al cumplir una edad prescrita, fi jada en la legislación 

nacional, carezcan de recursos”19.

En materia de derecho al trabajo, se llama la atención a 

los Estados sobre las diferencias arbitrarias que vulneran los 

derechos de esta población para encontrar y/o mantener 

sus puestos de trabajo, lo cual repercute en las posibilidades 

de llevar una vida digna20. Respecto del derecho a la salud, 

se les insta a adoptar las disposiciones del Plan de Acción 

Internacional de Viena sobre el Envejecimiento (1992) que 

contiene una visión integradora, desde la prevención y la 

rehabilitación hasta la asistencia a los enfermos terminales, 

lo que supone efectuar intervenciones sanitarias dirigidas a 

mantener la salud en la vejez con una perspectiva del ciclo 

de vida21. 

18 Comité de la CEDAW, Recomendación General N° 27, 2010, párrafo 11.
19 Comité DESC, Observación General N° 6, 1995.
20 Preocupación compartida por el Comité DESC y la OIT (Convenio 

N° 111 y recomendación N° 162 y N° 166).
21 Coincidencia con la Resolución de la Conferencia Sanitaria Paname-

ricana de la OPS (2002).

Otro aspecto de especial preocupación es la violencia y 

maltrato hacia las personas adultas mayores. El Comité de la 

Convención contra la Tortura ha señalado que los Estados 

deben prohibir, impedir y castigar los actos de tortura y 

los malos tratos en todas las situaciones de privación o de 

limitación de libertad, señalando como ejemplo explicito los 

hospitales e instituciones que atienden personas de edad22.

A nivel interamericano, el Protocolo de San Salvador –aún 

sin ratifi car por Chile– consagra derechos básicos de “Pro-

tección de los Ancianos”. Junto con establecer el derecho a 

la seguridad social que resguarde a esta población de las con-

secuencias de la vejez (art. 9), consagra que “toda persona 

tiene derecho a protección especial durante su ancianidad”, 

para lo cual los Estados partes se comprometen a adoptar 

de manera progresiva las medidas necesarias a fi n de llevar 

este derecho a la práctica y, en particular : 1) proporcionar 

instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención 

médica especializada a las personas de edad avanzada que 

carezcan de ella y no se encuentren en condiciones de pro-

porcionársela por sí mismas; 2) ejecutar programas labora-

les específi cos destinados a conceder a los ancianos la po-

sibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus 

capacidades respetando su vocación o deseo; 3) estimular la 

formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar 

la calidad de vida de los ancianos” (art. 17).

En Chile, si bien los derechos y garantías que la Constitu-

ción Política reconoce son aplicables a las personas mayo-

res –en particular, la no discriminación, al trabajo, la segu-

ridad social, la salud y la educación–, el texto no establece 

explícitamente un resguardo particular a la libertad y dere-

chos humanos de las personas mayores. En el Parlamento 

se tramita actualmente un proyecto de ley, ingresado en 

agosto de 2010, que busca establecer constitucionalmente 

el deber del Estado de promover la plena integración de 

las personas con discapacidad y de las personas adultas 

mayores23. 

22 Comité de la Convención contra la Tortura, Observación General N° 2, 
2007.

23  Boletín N° 7144-0, que modifi ca Art. 1° de la Constitución Política de 
la República, estableciendo deber del Estado, promover la plena inte-
gración de las personas con discapacidad y de los adultos mayores.
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En la legislación, por su parte, existen leyes especiales apli-

cables a su situación, fundamentalmente en los ámbitos de 

la salud, el trabajo, de la previsión y seguridad social, y la 

violencia. Un avance del período a destacar es la eliminación 

del descuento del 7% de los aportes al sistema público y 

privado de salud para las personas adultas mayores en si-

tuación vulnerable24.

En el ámbito laboral, la obligación de no discriminación y la 

igualdad de protección del empleo está contemplada en el 

artículo 2 del Código del Trabajo que hace mención expre-

sa a las razones de edad, y resguardada en la Ley N° 20.087 

que norma la Reforma Laboral donde se establece un pro-

cedimiento especial de tutela de las garantías constituciona-

les de los/as trabajadores/as. Por su parte, el derecho de las 

personas adultas mayores al goce de condiciones de traba-

jo equitativas y satisfactorias en el trabajo se infi ere en las 

normas sobre Protección de los Trabajadores del Código 

del Trabajo, especialmente en el artículo 187 que dispone: 

“No podrá exigirse ni admitirse el desempeño de un traba-

jador en faenas califi cadas como superiores a sus fuerzas o 

que puedan comprometer su salud o seguridad”. 

En materia de previsión y seguridad social, la reciente re-

forma estableció un sistema solidario que incluye pensiones 

de vejez e invalidez para las personas adultas mayores de 

65 años de los estratos más pobres de la población25. La 

reforma es signifi cativa para las mujeres que, como indican 

las recomendaciones internacionales, deben ser acreedoras 

de pensiones no contributivas cuando no han podido acce-

der a ellas: les otorga pensión básica solidaria o un aporte 

previsional solidario como complemento a su contribución 

al sistema de pensiones, y una bonifi cación por cada hijo na-

cido vivo equivalente al 10% de 18 ingresos mínimos, monto 

al que se le aplicará una tasa de rentabilidad, hasta que la 

mujer cumpla los 65 años. 

Otras disposiciones favorables a los derechos de esta pobla-

ción recientemente adoptadas son, por un lado, la protec-

ción de las personas mayores con discapacidad que se en-

cuentran en mayor grado de vulnerabilidad en la legislación 

sobre Inclusión Social de las Personas con Discapacidad26. 

24 Ley N° 20.531, publicada el 31 de agosto de 2011.
25 Ley N° 20.255, publicada el 17 de marzo de 2008.
26 Ley Nº 20.422, publicada el 10 de febrero de 2002.

Por otro, la Ley Nº 20.427 modifi có las normas sobre vio-

lencia intrafamiliar a los fi nes de incluir la fi gura del maltrato 

contra una persona mayor de 60 años27; esta fi gura se en-

tiende como todo maltrato que afecte su vida, su integridad 

física o psíquica cuando el ofensor sea o haya sido su cón-

yuge o conviviente, o bien un pariente por consanguinidad 

sin importar el grado de parentesco. Las personas adultas 

mayores víctimas de maltrato que lleguen a SENAMA de-

rivadas de Tribunales son consideradas en el Programa de 

Vivienda Protegida de esta institución. 

Adicionalmente, la Ley Nº 20.427 protege a las personas de 

edad avanzada frente a hurtos, defraudaciones o daños por 

parte de parientes cercanos. En efecto, la reforma introdu-

cida impide la aplicación de la excusa legal absolutoria con-

tenida en el artículo 489 del Código Penal que traslada a la 

justicia civil la sanción de estos actos cuando son cometidos 

por el/la cónyuge o parientes cercanos28. Este importante 

avance debe ser complementado con otros a fi n de prote-

ger de mejor manera a los y las adultos/as mayores frente a 

abusos patrimoniales por parte de sus parientes. 

Existen otras normas que actualmente afectan el ejercicio de 

los derechos y la capacidad jurídica de las personas mayo-

res. Particularmente preocupante resulta que las personas 

con discapacidad mental, entre las que se pueden encontrar 

adultos/as mayores, puedan verse expuestas a ser declaradas 

en interdicción sin que los procedimientos cumplan con los 

requisitos mínimos exigidos por las normas internacionales, 

con las consiguientes consecuencias para el ejercicio de sus 

derechos. La Ley N° 18.600 permite al padre o madre, o a 

ambos, y en ausencia de éstos a los parientes o cuidadores, 

ser curadores defi nitivos de los bienes de una persona  con 

discapacidad mental mediante decisión judicial, dictada previa 

audiencia de la persona afectada. No obstante, la misma ley 

autoriza a las personas naturales o jurídicas que tengan a su 

27 Modifi ca la Ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos 
legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación na-
cional, publicada el 18 de marzo de 2010.

28 Con la Ley Nº 20.427, la nueva redacción del artículo 489 es: “Están 
exentos de responsabilidad criminal y sujetos únicamente a la civil 
por los hurtos, defraudaciones o daños que recíprocamente se cau-
saren: 1° Los parientes consanguíneos en toda la línea recta; 2° Los 
parientes consanguíneos hasta el segundo grado inclusive en toda la 
línea colateral; 3° Los parientes afi nes en toda la línea recta; 4° Los 
cónyuges. La excepción de este artículo no es aplicable a los extraños 
que participen del delito. Además esta excepción no será aplicable 
cuando la víctima sea una persona mayor a sesenta años”. 
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cargo una persona con discapacidad mental, a ser curadores 

provisorios de sus bienes, siempre que se encuentren bajo 

su cuidado permanente; esta circunstancia sólo consta en el 

Registro Nacional de la Discapacidad (art. 18 b). 

Estas normas se dictaron con el propósito de hacer más 

expedito el trámite de interdicción, frente a la demora y 

altos costos que representa el procedimiento ordinario. 

Sin embargo, las disposiciones infringen las recomendacio-

nes internacionales que señalan que la interdicción de una 

persona debe efectuarse mediante decisión judicial, dictada 

en un proceso que respete la bilateralidad de la audiencia 

y respecto de la cual se pueda recurrir ante un tribunal 

superior. A la fecha de elaboración de este informe, el Mi-

nistro de Desarrollo Social Joaquín Lavín anunció que se 

dará urgencia al proyecto de ley que protege los intereses 

patrimoniales de las personas mayores frente a parientes o 

cuidadores, actualmente en trámite en el Parlamento29.

Por otra parte, las personas adultas mayores tampoco tie-

nen mayor protección o posibilidad para decidir acerca de 

su internación en residencias de larga estadía y respecto de 

determinados tratamientos médicos. Esta internación debie-

ra respetar en todo momento la autonomía y dignidad de 

esta población. 

Así, el maltrato de carácter institucional aún no cuenta con 

resguardos jurídicos para su prevención y castigo, por cuan-

to, a la existencia de hogares que operan informalmente, se 

suma la ausencia casi total de facultades de fi scalización por 

parte de organismos especializados. En este sentido, cabe 

recordar que el Estado de Chile se comprometió al ratifi -

car el Protocolo adicional a la Convención contra la Tortura 

y otras Penas, Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes a 

crear un mecanismo nacional para prevenir la tortura, que 

incluye la supervisión y evaluación de establecimientos pú-

blicos o privados en los que personas adultos/as mayores 

se encuentran bajo custodia. Han pasado tres años y este 

mecanismo no ha sido creado aún. 

Los problemas señalados muestran la necesidad de fortale-

cer el marco legal existente sobre libertades y derechos de 

29 Boletín N° 7507-18, que modifi ca la Ley N° 19.968 que crea los Tri-
bunales de Familia estableciendo normas especiales para la represen-
tación en juicio de adultos mayores

las personas mayores, que armonice la legislación dispersa 

en esta materia e integre las políticas económicas, sociales, 

sanitarias, culturales, y de toda índole que se desarrollan en 

benefi cio de las personas de edad, con arreglo a las normas 

y principios reconocidos de independencia, participación, 

cuidados, autorrealización, plenitud y dignidad mencionados 

en páginas anteriores.

2. PolÍtICA NACIoNAl DE lAS 
PErSoNAS ADultAS mAYorES

SENAMA es el organismo encargado del impulso de la 

Política Nacional del Adulto Mayor30. Sus objetivos buscan: 

i) fomentar la integración y participación social efectiva de 

las personas mayores; ii) articular una red de servicios so-

ciales dirigida a personas mayores en situación de vulnera-

bilidad y/o dependencia; iii) inducir un cambio cultural que 

promueva la valoración positiva de las personas mayores. 

En la cuenta pública 2010, la institución informó del Fondo 

Nacional del Adulto Mayor31 que benefi cia a 160.000 per-

sonas mayores; de programas de formación como “Escuela 

del Dirigente” para organizaciones de personas adultas ma-

yores, hizo referencia a estudios de especialización para fun-

cionarios/as públicos/as, e iniciativas de turismo social para 

la tercera edad al que acceden preferentemente personas 

del programa Vínculos32 y residentes en Establecimientos de 

Larga Estadía sin fi nes de lucro (ELEAM). Adicionalmente, 

SENAMA cuenta con un sistema integral de atención ciu-

dadana (fono 800) que orienta e informa a quienes lo re-

quieren sobre vejez y envejecimiento, derechos ciudadanos, 

benefi cios y programas de SENAMA, así como asesoría legal 

ante situaciones de maltrato.

30 Disponible en: http://senama.cl/Archivos/720.pdf 
31 El Fondo se compone de: Fondo Autogestionado para Organiza-

ciones, para la participación social, autonomía y autogestión de los 
mayores; Fondo para Instituciones Intermedias que ofrecen servicios 
para mejorar la calidad de vida y atención de las personas mayores; 
y Fondo Convenios Institucionales para la generación de servicios de 
cuidado y respiro al cuidador/a.

32 Programa Vínculos forma parte del sistema de protección de Chi-
le Solidario, y se orienta a entregar a las personas adultas mayores 
cubiertas por él: apoyo psicosocial para mejorar las condiciones de 
calidad de vida de los adultos mayores solos; las prestaciones moneta-
rias que correspondan a los adultos mayores (Ley Nº 19.949), acceso 
preferente a las prestaciones sociales disponibles en la red pública; y 
a vincularlos con su entorno inmediato (barrio-comuna), mediante el 
fortalecimiento de las redes existentes en el territorio local.
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En relación a los principios declarados por la política pública 

en este ámbito, el Estado se atribuye un rol subsidiario y re-

gulador respecto de las necesidades de las personas mayores. 

Tal rol, señala el documento, debe entenderse en tres ámbi-

tos: fomento a la producción de bienes y servicios destinados 

a los adultos mayores; regulación del funcionamiento de los 

sistemas de provisión de servicios ofrecidos o prestados a 

este sector; y, fomento de la responsabilidad de la familia, la 

comunidad y los propios adultos mayores para la manten-

ción de un buen nivel de vida, “evitando la creación de una 

dependencia de las acciones del Estado para satisfacer sus 

requerimientos”33. Entendiendo la necesaria participación de 

las familias y la comunidad, corresponde al Estado garantizar 

el pleno respeto de los derechos de las personas de edad 

avanzada. Esta población es mayoritariamente benefi ciaria 

del sector público de salud, pensionada del antiguo sistema 

de reparto o de pensiones no contributivas pagadas por el 

Estado, y gran parte de este segmento etario ha accedido a 

la propiedad de su vivienda a través de programas estatales.

Un ámbito de especial preocupación en materia de políti-

cas públicas dice relación con la dependencia y el cuidado. 

Según el Estudio Nacional de la Dependencia en las Perso-

nas Mayores realizado por SENAMA, una de cada cuatro 

requiere de asistencia signifi cativa para desarrollar sus acti-

vidades diarias debido a la pérdida de autonomía personal 

por limitaciones de causa física o mental, y dos de cada tres 

personas con dependencia son mujeres34. En Chile se ob-

serva la preeminencia de dos tipos de cuidados: en primer 

lugar los que dan las familias y la comunidad, y en segundo 

lugar, los que se brindan en los Establecimientos de Larga 

Estadía sin fi nes de lucro (ELEAM).

En las familias, las necesidades de cuidados son mayoritaria-

mente atendidas por las mujeres, en jornadas que se extien-

den por más de 12 horas diarias; 2 de cada 3 no han tomado 

vacaciones por más de 5 años, no comparten el cuidado y 

se sienten solas, sobrepasadas, sobrecargadas. El estrés de la 

persona cuidadora es el primer riesgo de maltrato y muchas 

veces de institucionalización forzada o mediante engaño35. 

33 SENAMA. Política Nacional para el Adulto Mayor (actualización), 
agosto 2004. 

34 SENAMA. Estudio Nacional de la Dependencia en las Personas Ma-
yores, 2007.

35 Lowick-Russell, op. cit.

Respecto de los segundos, los diagnósticos muestran que 

es insufi ciente el número de instituciones de apoyo para la 

prevención y atención de la dependencia, particularmente 

aquellas que brindan cuidados de largo plazo36: “En la ac-

tualidad, aún no sabemos con precisión cuántas personas 

mayores se encuentran institucionalizadas. Los catastros 

y estudios disponibles en 2004 indicaban alrededor de 

27.000 personas mayores posiblemente institucionaliza-

das en aproximadamente 1.668 residencias colectivas, de 

las cuales en esa época sólo 324 estaban reconocidas por 

la autoridad competente”37. La atención y cuidado de las 

personas mayores en situación de dependencia en estable-

cimientos informales, precarios y riesgosos o sólo a cargo 

de la familia, especialmente las mujeres, no es sostenible a 

mediano y largo plazo38. 

SENAMA cuenta con un Fondo de Servicios de Atención 

al Adulto Mayor, a través del cual desarrolla una política de 

vivienda para las personas mayores en situación de vulnera-

bilidad social (quintiles I, II y III), que incluye Residencias de 

Larga Estadía, Condominios de Viviendas Tuteladas y Stock 

de viviendas SERVIU. En su cuenta pública 2010, la insti-

tución informó la inauguración del primer ELEAM público 

en Punta Arenas, y anunció que “está pronto a inaugurarse 

otro en Puerto Montt y doce proyectos más se encuen-

tran en construcción, los cuales benefi ciarán a 688 personas 

mayores”. Sin embargo, la oferta es claramente insufi ciente 

respecto de una demanda en crecimiento.

El Ministro de Desarrollo Social anunció en octubre de 

este año que se destinarán 1.100 millones de pesos para 

contribuir con cuatro organizaciones privadas que otorgan 

este servicio –Fundación Las Rosas, Fundación San Vicente, 

Conapram y el Hogar de Cristo– y la inauguración de 14 

centros estatales para el adulto mayor, los cuales serán ad-

ministrados por algunas de estas fundaciones, que están en 

36 Corresponde a las SEREMI de Salud autorizar el funcionamiento de 
estas instituciones. Los establecimientos de larga estadía se defi nen en 
el decreto como instituciones en que residen adultos mayores que, por 
motivos biológicos, psicológicos o sociales, requieren de un medio 
ambiente protegido y cuidados diferenciados para la mantención de 
su salud y funcionalidad, el cual cuenta con autorización para funcio-
nar en esa calidad otorgada por la Secretaría Regional Ministerial de 
Salud.

37 Lowick-Russell, op. cit.
38 SENAMA. Estudio Nacional de la Dependencia en las Personas Ma-

yores, op. cit.
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una situación fi nanciera crítica39. Aun cuando es valorable 

el aporte del Estado a las iniciativas privadas que atiendan 

personas en situación de vulnerabilidad, en este caso adultas 

y adultos mayores, ello no reemplaza la obligación estatal 

directa de garantizar los derechos de esta población a través 

de medidas de promoción de la autonomía personal y aten-

ción a la dependencia que contemple distintos dispositivos, 

entre ellos, la ampliación del número de los centros de día y 

hogares de larga estadía.

SENAMA se encuentra en proceso de elaboración de una 

política integral de envejecimiento, con un horizonte a 10 

años, y en cuyo proceso se propone que participen la tota-

lidad de ministerios, las organizaciones de personas adultas 

mayores y los consejos consultivos y regionales con los que 

cuenta el Servicio. Dada la etapa del proceso, aún no es posi-

ble conocer el contenido de lo que sería esa política integral; 

pero está claro que constituye una oportunidad para dotar a 

la acción pública de un enfoque amplio e integral en la pers-

pectiva de la estrategia de envejecimiento activo propuesto 

por la OMS, con miras a avanzar en materia de no discrimi-

nación e igualdad de oportunidades de las personas mayores.

MALTRATO Y VIOLENCIA

El maltrato y la violencia hacia las personas adultas mayores 

son poco visibles en Chile. Según SENAMA, el 30% de esta 

población ha sufrido algún tipo de maltrato –el psicológico 

es el más frecuente– y el 60% de las víctimas no denuncia40. 

Entre enero y septiembre de este año se registró un incre-

mento de las mismas, con 601 casos de maltrato registrados 

frente a 414 casos denunciados en 2010, lo que se explicaría 

por la reciente reforma legal y las acciones de difusión des-

plegadas desde el año 2006 por SENAMA.

Estas cifras no terminan de refl ejar un fenómeno de mayor 

extensión, debido a las difi cultades de su pesquisa, el precario 

conocimiento para detectarlo con que cuentan los profesio-

nales en contacto con esta población y el escaso poder que 

39 Radio Biobio, emisión del 10 de octubre. Disponible en: http://
www.biobiochile.cl/2011/10/10/ministro-lavin-anuncia-que-pon-
dra-urgencia-a-proyecto-que-protege-patrimonio-de-los-adultos-
mayores.shtml. 

40 Presentación de Paula Forttes, directora de SENAMA, en el Panel: 
Discriminación y violencia en la vejez, avances legislativos y progra-
máticos en los países de la región, 2007. Disponible en: http://www.
eclac.org/celade/noticias/paginas/5/31915/PForttes.pdf

tienen las víctimas para defender sus derechos y nombrar 

el maltrato como tal41. El maltrato vulnera la dignidad de las 

personas adultas mayores y el ejercicio de sus derechos, y 

puede revestir el carácter de físico, psicológico, sexual, patri-

monial, así como situaciones de negligencia y abandono. 

Una de las expresiones menos reconocidas se refi ere al mal-

trato estructural, que se expresa en la “falta de políticas y 

recursos sociales y de salud, mal ejercicio e incumplimiento 

de leyes existentes, y presencia de normas sociales, comuni-

tarias y culturales que desvalorizan la imagen de la persona 

mayor, que resultan en perjuicio de su persona y no permi-

ten la satisfacción de sus necesidades y el desarrollo de sus 

potencialidades. Se expresan socialmente como discrimina-

ción, marginalidad y exclusión social”42. La manifestación más 

aguda de este tipo de maltrato se representa en las personas 

en situación de calle, de las cuales el 26,6% son personas 

mayores; las principales razones para encontrarse en esta 

condición son: 1 de cada 4 por razones económicas; 1 de 

cada 3 por problemas de salud física y/o mental; y 1 de cada 

2 por razones familiares43.

Como se mencionó al analizar los cambios en la legislación 

sobre violencia intrafamiliar para incorporar a las personas 

adultas mayores, se han hecho esfuerzos por luchar contra 

el maltrato y la violencia contra este grupo en los últimos 

años. Sin embargo, junto con las medidas legales adoptadas, 

la erradicación del problema se debe inscribir en un marco 

general de lucha contra la discriminación de las personas 

mayores sensibilizando a la población en general acerca de 

sus derechos, capacitando a los agentes del Estado especial-

mente a los sistemas sanitarios, policiales y judiciales en la 

atención y protección de las víctimas a fi n de evitar la victi-

mización institucional y, fi nalmente, entregar los necesarios 

soportes en recursos humanos e infraestructura a fi n de 

que se puedan hacer efectivas las medidas de protección 

que autoriza la ley. 

41 Ibídem.
42 SENAMA (2007). Guía de prevención del maltrato al adulto mayor. 

Disponible en: www.senama.cl 
43 MIDEPLAN (2005). Habitando la calle. Catastro nacional de perso-

nas en situación de calle.
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DERECHOS DE LAS PERSONAS MIGRANTES

ANtECEDENtES

La migración no es un fenómeno social nuevo. Sin embargo, 

en los últimos 20 años ha pasado a ser uno de los temas 

más importantes para los organismos internacionales, las 

comunidades regionales y en la agenda de políticas públicas 

de los gobiernos. Según la Organización Internacional del 

Trabajo, en 2010 se estimó en 214 millones el número de 

migrantes internacionales y la proyección es que esta pobla-

ción continuará aumentando1.

En la región de las Américas, el análisis del movimiento mi-

gratorio muestra tres grandes momentos. El primero, hasta 

mediados del siglo pasado, se caracterizó por la inmigración 

de población europea al continente; el segundo, desde los 

años 60 en adelante, muestra la emigración sostenida de los 

países de América Latina y el Caribe hacia países desarrolla-

dos, principalmente Estados Unidos, Canadá y España; el ter-

cero, en las últimas décadas, muestra la “emigración intrarre-

gional entre países vecinos presente a través del tiempo y 

de magnitud moderada, pero en progresivo ascenso, donde 

Argentina, Costa Rica, Venezuela y recientemente Chile han 

sido los principales receptores de migrantes”2. Las razones 

que han motivado estos movimientos son variadas, todas 

presentes en los momentos antes referidos: la búsqueda de 

mejores oportunidades y condiciones de vida para sí y las 

familias, los confl ictos armados y quiebres democráticos, la 

persecución política y la inseguridad y las catástrofes natu-

rales, entre otras.

1 Organización Internacional del Trabajo. International labour migration: 
A rights based approach. Resumen Ejecutivo. Ginebra, 2010. 

2 Sistema Continuo de Reportes sobre Migración Internacional en las 
Américas (SICREMI). Migración Internacional en las América. OCDE, 
CEPAL y OEA, Washington, 2011.

En Chile, aun cuando en términos netos el país continúa 

siendo preferentemente de emigrantes3, en las últimas dé-

cadas la población extranjera ha ido en continuo aumento: 

en el año 1982, se estimaban cerca de 85.000 extranjeros/as; 

en 1992, el cálculo era de 105.000 y en el 2002 ascendía a 

185.000 personas4. Para el año 2009, el Departamento de 

Extranjería y Migración del Ministerio del Interior estimó 

en 352.000 la población migrante, principalmente de Perú 

(37,1%), Argentina (17,2%) y Bolivia (6,8%)5. El peso espe-

cífi co de cada nacionalidad en la población migrante ha ido 

variando; según información entregada por la Dirección de 

Registro Civil e Identifi cación al INDH, del total de cédulas 

otorgadas a personas extranjeras entre 2009 y 2011, las 

nacionalidades más numerosas son las que se muestran en 

el cuadro a continuación.

NACIoNAlIDAD mujErES HomBrES totAlES

Perú 69.676 55.848 125.524

Bolivia 11.051 10.148 21.199

Colombia 11.313 8.361 19.674

Argentina 7.830 9.793 17.623

Ecuador 6.722 6.043 12.765

Otras 37.088 39.981 77.069

Totales 143.680 130.174 273.850

Fuente: elaboración propia a partir de datos entregados por el Departamento de 
Extranjería6.

3 En su informe al Comité de la Convención de Trabajadores Migratorios 
y sus Familias, el Estado de Chile informó que por cada inmigrante en 
Chile, hay tres emigrantes chilenos/as que permanecen en el extranjero. 
CMW/C/CHI/1, 27 de mayo 2010.

4 Martínez, Jorge. El encanto de los datos. Sociodemografía de la inmi-
gración en Chile según el censo de 2002. CEPAL - SERIE Población y 
desarrollo N° 49, 2003, Santiago.

5 Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior. 
En: http://www.participemos.gob.cl. 

6 Dirección de Registro Civil e Identifi cación, ORD N° 0367 de 9 de 
junio 2011 en respuesta a requerimiento de información del INDH.
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La migración en Chile se caracteriza hoy, entre otros factores, 

por una población en edad activa (85% está entre 16 y 59 

años), educada y que migra para trabajar7, mayoritariamente 

femenina (55% del total) y de origen latinoamericano. 

En los últimos años también ha aumentado el fl ujo de po-

blación refugiada a Chile. A fi nes del año 2010 había 1.621 

refugiados/as en el país y 274 solicitudes de asilo pendientes; 

a lo largo del año, ingresaron 260 nuevas solicitudes de pro-

tección internacional8. El INDH en su Informe 2010 abordó 

esta situación y constató tanto difi cultades en la tramita-

ción de estas solicitudes que pueden vulnerar el derecho 

de petición, el principio de no devolución y la prohibición 

de rechazo en frontera, como obstáculos para acceder en 

igualdad de condiciones con la población local al ejercicio 

de los derechos económicos, sociales y culturales. Un avan-

ce importante registrado durante 2011, que ha permitido 

la publicación de la Ley N° 20.430 y de su reglamento9, es 

que a los/as solicitantes de refugio se les otorga una visa de 

residencia temporal por ocho meses renovables, con lo cual 

pueden tramitar sus documentos de identifi cación ante las 

ofi cinas del Registro Civil. 

El Estado de Chile ha realizado esfuerzos en los últimos 

años por adecuar su legislación y sus políticas públicas en 

materia migratoria, en un contexto de cambio de paradig-

ma sobre la regulación de la migración. Chile ha transitado 

de entender a ésta como una materia propia de seguridad 

nacional10, a una tributaria del campo de los derechos huma-

7 Según información presentada por el Estado al Comité de la Conven-
ción, las personas que se ubican en primer quintil tienen en promedio 
11,7 años de estudio y aquellas del quinto quintil cuentan con 14,9 
(CMW/C/CHI/1, op. cit). Respecto de la vinculación al mercado la-
boral, Martínez (2003) da cuenta que “entre los principales grupos, 
las y los peruanos tienen las mayores tasas de actividad, al punto que 
las peruanas más que duplican la participación que se estima entre las 
mujeres chilenas en la población total del país y alcanzan una misma 
intensidad que entre los hombres ecuatorianos, que es otro grupo que 
destaca por su intensa participación laboral”.

8 Datos del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugia-
dos (ACNUR) disponibles en: http://acnur.org/13/recursos/estadísti-
cas/tablas/ 

9 Decreto 837 del Ministerio del Interior, Aprueba reglamento de la Ley 
Nº 20.430, que establece disposiciones sobre protección de refugia-
dos, publicado el 17 de febrero de 2011.

10 La Ley de Extranjería vigente –adoptada por Decreto Ley N° 1094 en 
1975– así lo refl eja: “Para ingresar al territorio nacional los extran-
jeros deberán cumplir los requisitos que señala el presente decreto 
ley, y para residir en él deberán observar sus exigencias, condiciones 
y prohibiciones. Por decreto supremo podrá prohibirse el ingreso al 
país de determinados extranjeros por razones de interés o seguridad 
nacionales” (art. 2).

nos. Prueba de ello son i) las modifi caciones a la legislación 

heredada de la dictadura, destinadas a hacer más efi ciente 

la gestión migratoria; ii) las amnistías y procesos de regulari-

zación de la condición migratoria irregular11; iii) la coordina-

ción intersectorial entre ministerios, particularmente de sa-

lud y de educación, para asegurar el pleno goce del derecho 

a la salud y a la educación de mujeres embarazadas, niños, 

niñas y adolescentes en condición de irregularidad; y iv) la 

promulgación de la Ley N° 20.430 sobre Protección de Re-

fugiados12 y la reciente tipifi cación de los delitos de tráfi co 

y trata de personas que incorpora de mejor manera los 

estándares internacionales en esta materia13. Estos esfuerzos 

no han podido, sin embargo, abordar todas las dimensiones 

que la normativa requiere adecuar.

En este contexto, resulta particularmente importante la 

ratifi cación de la Convención Internacional sobre la Pro-

tección de los Derechos de todos los Trabajadores Migra-

torios y de sus Familiares en abril de 2005. En septiembre 

de 2011 el país presentó su primer informe al Comité del 

tratado14, con lo cual se pudo hacer un análisis en pro-

fundidad de la situación de los y las migrantes en el país 

a la luz de la información entregada por el Estado y las 

organizaciones de la sociedad civil15. El INDH presentó al 

Estado y al Comité sus observaciones y preocupaciones 

respecto de la situación de esta población16 sobre la base 

de misiones de observación –particularmente en la región 

de Arica y Parinacota17– y la información proporcionada 

por organizaciones de la sociedad civil que trabajan por los 

derechos de la población migrante. Muchas de ellas dieron 

11 En Chile, el programa de regularización de 2007-2008 recibió 49 mil 
solicitudes, lo cual representó aproximadamente un 15% de la pobla-
ción residente nacida en el extranjero, siendo Perú el país de origen 
más importante.

12 Publicada el 15 de abril de 2010.
13 Ley N° 20.507 publicada el 8 de abril de 2011. Para una profundi-

zación sobre este tema, ver capítulo sobre Trata de Personas en este 
informe. 

14 CMW/C/CHI/1, op. cit.
15 Presentaron informes sombra: ACHE-CANON, Fundación Instituto 

de la Mujer, Corporación Humanas, Red Chilena de Migración e In-
terculturalidad, Asociaciones Chilenas en España y Centro de Aten-
ción a Inmigrantes Ignacio Martin Baró. Disponibles en: http://www2.
ohchr.org/english/bodies/cmw/cmws15.htm 

16 INDH. Informe complementario a la presentación del Estado de 
Chile ante el Comité de Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migratorios y sus Familiares. Ginebra, 13 y 14 de 
septiembre de 2011.

17 INDH. Diálogos Regionales sobre Derechos Humanos: Arica y Pari-
nacota, 24-25 de marzo 2011.
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lugar a recomendaciones específi cas por parte del Comité 

de la Convención18. 

A pesar de los esfuerzos realizados por el Estado, quienes 

migran a Chile enfrentan una institucionalidad que no está 

preparada para su llegada. En el capítulo se revisan las difi -

cultades normativas y de política pública –particularmente 

en los ámbitos de la salud, el trabajo y la educación– que 

afectan el pleno ejercicio de derechos por parte de los y las 

migrantes en el país.

1. ANÁlISIS NormAtIVo

La interdependencia e indivisibilidad de los derechos hu-

manos son dimensiones relevantes tratándose de los/as 

trabajadores/as migrantes y de sus familiares. Lo anterior, 

pues a pesar de la formulación universal de los tratados 

internacionales de derechos humanos, habitualmente quie-

nes son nacionales de un país cuentan con una protección 

más robusta de sus derechos fundamentales que quienes 

son extranjeros. Históricamente, quienes migran han sufrido 

manifestaciones de racismo, xenofobia y otras formas de 

discriminación y trato inhumano y degradante en diferentes 

partes del mundo que afectan su dignidad y el pleno goce 

de sus derechos humanos19.

A nivel global, las barreras culturales y legales, la xenofobia y 

el racismo, y los prejuicios y mitos sobre las diferentes for-

mas de vestir, de profesar una religión o de ganarse la vida, 

muchas veces reforzados por los medios masivos de comu-

nicación, generan difi cultades en el ingreso y la circulación 

de los/as trabajadores/as migrantes y sus familiares y afectan 

sus condiciones de vida. Igualmente, impactan en el tipo de 

trabajo al que pueden acceder ; en muchas ocasiones tra-

bajadores y trabajadoras migrantes, con independencia de 

su grado de preparación profesional, realizan trabajos en 

condiciones precarias y con salarios menores a los del mer-

cado. Los riesgos de abusos de parte de empleadores/as 

aumentan cuando se trata de personas que han ingresado 

en forma indocumentada o irregular. 

18 Comité sobre la Protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y sus familiares (CMW), Observaciones fi nales: Chile, 
CMW/C/CHL/CO/1, 2011. 

19 Comisión de Derechos Humanos. Resolución 1999/44, Derechos hu-
manos de los migrantes. 56ª sesión, 27 de abril de 1999.

Estas condiciones pueden verse agravadas por factores que 

tradicionalmente son fuente de discriminación, tanto en los 

países de origen como de destino. La etnia, el sexo, la orien-

tación sexual, la edad, el origen socioeconómico, la opinión 

política y el credo, entre otros, son asuntos que pueden 

reforzar las condiciones de vulnerabilidad de las personas. 

Estos problemas se exacerban en los casos de personas re-

fugiadas o víctimas de tráfi co y trata de personas.

Las y los migrantes dejan atrás historias y lazos que muchas 

veces difi cultan y hacen más compleja su inserción en los 

países de destino. Es frecuente que quienes migran deban 

procurar la mantención de sus familiares –hijas e hijos, pa-

dres y hermanas/os–, lo que da lugar a cadenas de cuidado 

transnacionales y a un signifi cativo envío de remesas a los 

países de origen (al punto que muchos de ellos las contabi-

lizan en sus PIB). 

Las personas migrantes, refugiadas y víctimas de trata y trá-

fi co son titulares de todos los derechos fundamentales con-

tenidos en los diferentes tratados y declaraciones interna-

cionales de derechos humanos, que hacen distinción entre 

nacionales de un Estado o extranjeros: los Estados deben 

cumplir con las obligaciones de respetar y garantizar los de-

rechos humanos de todas las personas que se encuentren 

bajo su jurisdicción. Sin perjuicio de ello, la realidad de esta 

población ha dado lugar a la adopción de tratados por par-

te de la comunidad internacional que abordan en forma 

específi ca sus derechos y las obligaciones del Estado. Entre 

estos, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 

1951, la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 

1954, y la Convención Internacional sobre la Protección de 

los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus 

Familiares en 1990.

En Chile, la legislación de extranjería es antigua, por tanto 

no da cuenta de las nuevas tendencias migratorias, y pre-

senta défi cits importantes frente a los estándares de de-

rechos humanos. El país carece de un cuerpo normativo 

único y claro para todas las personas. La reglamentación 

vigente está compuesta por la Constitución Política, la Ley 

de Extranjería20 de 1975 y su reglamento21, el decreto que 

20 Decreto Ley N° 1094 de 1975.
21 Decreto Supremo N° 597 de 1984 del Ministerio del Interior.
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fi ja normas sobre la nacionalización de extranjeros22 y el 

Instructivo Presidencial N° 9 de septiembre de 2008, que 

fi ja la política nacional migratoria, entre otras disposiciones. 

Tal como reconoció el Estado en su informe ante el Comi-

té, los derechos y estándares contenidos en la Convención 

sobre los/as trabajadores/as migrantes no están presentes 

en la legislación. Chile no puede estar ajeno al cumplimien-

to de estas obligaciones internacionales y debe avanzar ha-

cia la adecuación de su legislación interna a los estándares 

contenidos en la Convención sobre los derechos de los/as 

trabajadores/as migrantes y de sus familias. Si bien los tra-

tados internacionales de derechos humanos reconocen la 

legitimidad de las políticas y leyes que los Estados dicten 

para resguardar sus fronteras y regular la migración, lo cier-

to es que los derechos humanos constituyen un límite a su 

accionar. La Corte IDH recientemente señaló que “si bien 

los Estados guardan un ámbito de discrecionalidad al de-

terminar sus políticas migratorias, los objetivos perseguidos 

por las mismas deben respetar los derechos humanos de las 

personas migrantes”23. 

Un asunto especialmente sensible para la población migran-

te es la ausencia de disposiciones sobre reunifi cación fami-

liar. La actual legislación migratoria entiende como grupo 

familiar del/la trabajador/a migrante el o la cónyuge, y los 

padres e hijos/as de ambos o uno de ellos. Estas personas, 

en calidad de dependientes, reciben un permiso de residen-

cia pero no se les permite ejercer actividades remuneradas, 

lo cual impacta negativamente en las condiciones de vida 

del grupo familiar en su conjunto, y puede también tener 

consecuencias en las relaciones de género en la medida que 

impide la autonomía económica de las mujeres y refuerza su 

vulnerabilidad ante situaciones de violencia24. Otra derivada 

del problema es que la regulación actual sólo refi ere los 

vínculos establecidos por matrimonio excluyendo las rela-

22 Decreto Supremo N° 5142 de 1960 del Ministerio del Interior. 
23 Corte IDH. Caso Vélez Loor vs. Panamá. Excepciones Prelimina-

res, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 
2010, Serie C No. 218, párrafo 97.

24 Según información entregada por SERNAM al INDH (ORD N° 537, 
16 septiembre 2011), entre los años 2006 y 2001, se han atendido en 
los Centros de la Mujer y Casas de Acogida un total de 441 mujeres 
extranjeras (56 usuarias de las Casas). Respecto de las nacionalidades, 
pertenecen a 30 distintas, y de ellas el grupo más numeroso es el pe-
ruano que corresponde al 55% del total de mujeres extranjeras que han 
requerido protección. 

ciones de convivencia. Aun cuando el Estado informó al Co-

mité que en la práctica la gestión migratoria ha extendido el 

concepto de familiares a situaciones análogas al matrimonio, 

la ausencia de disposición explícita en tal sentido deja sujeta 

su aplicación a la discrecionalidad de los/as funcionarios/as 

que analizan cada caso.

Respecto de los y las trabajadores/as migrantes en situación 

irregular, sus hijos/as nacidos/as en Chile corren el riesgo de 

quedar como apátridas. En efecto, el derecho a nacionalidad 

se rige por el principio ius solis –son chilenos o chilenas 

quienes nacen en Chile– a excepción de los hijos/as de ex-

tranjeros transeúntes. Las autoridades migratorias han apli-

cado esta disposición a la descendencia nacida en Chile de 

padres en situación migratoria irregular y, salvo que el país 

de origen les otorgue una nacionalidad, estos niños y niñas 

se convierten en apátridas. Al efecto, el Comité CMW reco-

mendó al Estado conceder la nacionalidad a los niños naci-

dos en Chile de padres en situación irregular, cuando estos 

no les puedan transmitir la propia, y adherir a la Convención 

sobre el Estatuto de los Apátridas (1954) y la Convención 

para Reducir los Casos de Apatridia (1961)25. A juicio del 

INDH, dado que la Constitución Política indica que la per-

sona podrá optar por la nacionalidad chilena, el derecho de 

opción debe ser preferente en caso que la persona carezca 

de otra nacionalidad. 

Preocupan igualmente al INDH los procedimientos utili-

zados por la autoridad frente a infracciones de la norma-

tiva nacional y a las personas que tienen la condición de 

“migrante irregular”. Conforme lo registrado por personal 

del Instituto en misión de observación, cuando una perso-

na ha infringido la normativa nacional y tiene la condición 

de migrante irregular, las autoridades pueden requisar su 

documentación y entregarle una “Tarjeta de extranjero in-

fractor”. La voz “infractor” resulta altamente estigmatizante 

y puede exponer al trabajador/a migrante a situaciones de 

maltrato y abuso a causa de su estatus migratorio. El Comité 

recomendó al Estado eliminar esta práctica.

Es igualmente grave que cuando las autoridades administra-

tivas decretan la expulsión, las personas afectadas cuentan 

con el estrecho plazo de 24 horas para presentar un recur-

25 Comité CMW, CMW/C/CHL/CO/1, op. cit., párrafo 33.
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so de reconsideración ante la Corte Suprema, acción que 

paralizaría el proceso de expulsión hasta la resolución del 

caso por parte de este tribunal superior26. Un principio fun-

damental en derechos humanos es que quienes consideren 

vulnerados sus derechos –en este caso, con independencia 

de su nacionalidad y situación migratoria– accedan a un re-

curso judicial efectivo a tales situaciones. Las disposiciones 

actuales afectan este derecho, más aún teniendo en cuenta 

las particulares condiciones de vulnerabilidad de aquellos/as 

en situación irregular que en muchas ocasiones no cuentan 

con información sufi ciente sobre cómo responder ante esta 

situación. Sobre el particular, el Comité recomendó a Chile 

ampliar el plazo de presentación de recursos contra decisio-

nes de expulsión de modo que el marco jurídico que regula 

los procedimientos de expulsión y deportación se aplique 

adecuadamente27.

La asistencia legal gratuita resulta fundamental tanto en es-

tas situaciones y como cuando las/os migrantes se encuen-

tran privados de libertad por razones migratorias u otras. El 

INDH solicitó información a la Corporación de Asistencia 

Judicial (CAJ) sobre las personas extranjeras que han re-

querido orientación y patrocinio legal a la entidad, y las ma-

terias sobre las que versan. La CAJ indicó que únicamente 

los Centros de Atención a Víctimas (CAVI) y las Ofi cinas 

de Defensa Laboral manejan datos de nacionalidad, edad y 

materia de consulta28. En la información a la que tuvo acceso 

el Instituto, la clasifi cación de los datos es precaria y no per-

mite establecer cuáles son los principales ámbitos en que 

la población migrante demanda asistencia legal y cuáles no 

están siendo recurridos. 

26 Artículo 84 del Decreto Ley N° 109: “La medida de expulsión de 
los extranjeros será dispuesta por Decreto Supremo fundado, suscrito 
por el Ministro del Interior bajo la fórmula “Por orden del Presiden-
te de la República”, en el que se reservarán al afectado los recursos 
administrativos y judiciales legalmente procedentes. No obstante, la 
expulsión de los extranjeros sean titulares de permiso de turismo o 
prolonguen su permanencia con dicho permiso vencido, se dispondrá, 
sin más trámite, por resolución del Intendente Regional respectivo, 
exenta del trámite de toma de razón. Las medidas de expulsión podrán 
ser revocadas o suspendidas temporalmente en cualquier momento. 
La medida de traslado a que se refi eren los artículos 81, 82 y 83 será 
dispuesta por autoridades ofi ciales señaladas en el artículo 10, con el 
objeto de poner al afectado a disposición de las autoridades adminis-
trativas o judiciales correspondientes”.

27 Comité CMW, CMW/C/CHL/CO/1, op. cit., párrafo 29.
28 CAJ, Ofi cio 0349/2011 en respuesta requerimiento información del 

INDH.

El Estado informó al Comité su intención de presentar al 

Parlamento un proyecto de ley sobre migración, lo cual 

permitiría al país contar con un cuerpo legal acorde a la 

actual realidad migratoria en Chile. El INDH vigilará que el 

proyecto recoja los estándares internacionales en materia 

de derechos humanos y que en su redacción se conside-

ren las inquietudes de la sociedad civil y, muy especialmen-

te, de las/los trabajadores migrantes y sus familias.

2. DEBIlIDADES EN lA PolÍtICA 
PÚBlICA Y PrINCIPAlES 
SItuACIoNES DE 
VulNErACIÓN DE DErECHoS 

En el campo de la política pública migratoria, el Estado ha 

reaccionado en los últimos años ante los problemas más ur-

gentes que han afectado a poblaciones en riesgo, como mu-

jeres embarazadas, niñas, niños y adolescentes en condición 

de irregularidad. Esta voluntad se traduce en disposiciones 

en materia de salud y educación, principalmente29. 

Es necesario que esta voluntad trascienda hacia políticas 

programáticas y acciones más decididas. Los problemas que 

afectan a la población migrante y vulneran sus derechos fun-

damentales han sido ampliamente recogidos por los medios 

de comunicación y expuestos al Estado y ante instancias 

internacionales por las propias organizaciones de migrantes 

y ONGs que trabajan por sus derechos. Casos como el 

del ciudadano ecuatoriano Freddy Quiñones30 y la de una 

persona afrodescendiente que habría sido expulsada por su 

color de un servicio público31 son expresiones mediáticas 

de estos problemas; así como el reciente incendio de una 

residencia en el centro de Santiago que mostró las precarias 

29 Ofi cio ordinario N° 3229 de 11 de junio de 2008 del Ministerio de 
Salud y el Ofi cio Ordinario N° 77/1008 (1531) de 2005. 

30 Carabinero detuvo a Freddy Quiñones (48) en la Alameda en marzo 
de este año con el argumento que se habría resistido a un control de 
identidad, por haberse pasado en rojo un semáforo en su bicicleta. 
Las personas que circulaban en el lugar reclamaron a Carabineros 
por lo que consideraron un abuso. El Instituto requirió información 
para evaluar si existió vulneración a los derechos del ciudadano Qui-
ñones. 

31 El Director Regional Arica y Parinacota del FOSIS don Patricio Piña 
habría señalado que “no me gusta trabajar con negros”. Posteriormen-
te tuvo que presentar su renuncia al Director Ejecutivo del FOSIS don 
Claudio Storm, la cual fue aceptada. 
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condiciones de subsistencia que pueden enfrentar las fami-

lias de migrantes y población refugiada32. 

Contar con un diagnóstico acabado de la realidad migratoria 

en Chile es una tarea prioritaria, la cual debiera incluir, entre 

otras materias, una revisión de las necesidades, confl ictos 

y obstáculos que enfrentan las/los trabajadores migrantes 

y sus familiares. Para estos efectos es relevante contar con 

información cuantitativa desagregada por sexo, ubicación 

geográfi ca y edades, así como por trabajo desempeñado. 

Ante la creciente feminización de la migración, es particular-

mente relevante que el Estado produzca información sobre 

la situación de las mujeres. Solo en la comunidad peruana 

residente en Chile, que supera las 125.000 personas, las mu-

jeres representan el 60,2% del total33. El informe presentado 

por Chile ante el Comité no contiene toda su información 

desagregada por sexo, y tampoco menciona si el género ha 

sido un factor relevante al momento de diseñar e imple-

mentar las acciones estatales en materias migratorias34. Esta 

puede ser la causa por la cual no se mencionan programas 

orientados a las mujeres trabajadoras migrantes, que abor-

den su realidad laboral, económica o social, ni los principales 

problemas que las aquejan y las acciones que se implemen-

tarán al efecto.

Otro problema que debe ser abordado en manera sosteni-

da por el Estado es la discriminación y xenofobia que afecta 

a la población migrante en el país. La encuesta sobre dere-

chos humanos realizada por el INDH a comienzos de 2011 

mostró que chilenos y chilenas aún conservan mitos y pre-

juicios respecto de los y las extranjeros/as, particularmente 

de origen latinoamericano. En efecto, 22,8% considera que 

“los inmigrantes latinoamericanos que viven en nuestro país 

son más propensos a cometer delitos que los chilenos”, y 

32 El hecho ocurrió en octubre de este año. La prensa mostró que en 200 
metros cuadrados habitaban al menos 12 familias de ciudadanos/as 
haitianos/as –refugiados del terremoto– y de peruanos/as. Ver www.
lacuarta.cl/noticias/cronica/2011/10/63-117004-9-incendio-dejo-con-
lo-puesto-a-haitianos.shtml 

33 Fundación Instituto de la Mujer, Ciudadanía y protección de los dere-
chos humanos de la población inmigrante en Chile. Santiago, 2011.

34 Un asunto poco abordado es, por ejemplo, el envío de remesas de las 
mujeres migrantes a sus países de origen. Un estudio realizado para el 
caso de la migración de los países andinos mostró que la mayor parte 
de los 3 mil millones de dólares en remesas que ingresaron en 2010 
a estos países desde España fueron enviados por mujeres. Oxfam, 
Abriendo Mundos. Buenas prácticas en migración femenina andina, 
Gran Bretaña, 2011.

26% señaló “no estar en acuerdo ni en desacuerdo” con esta 

afi rmación; el 50,5%, en cambio, no cree que esto sea efectivo. 

Rangos similares muestra la indagación sobre el impacto de 

la migración en el acceso al trabajo para los/as chilenos/as35. 

El Comité recomendó al Estado reforzar sus acciones para 

combatir las actitudes discriminatorias y la estigmatización 

social, particularmente a través de campañas que creen con-

ciencia en la ciudadanía, los profesionales de los medios de 

comunicación y los/as funcionarios/as públicos. 

DERECHO AL TRABAJO 

La legislación en Chile establece que las empresas que cuen-

ten con más de 25 trabajadores/as deben estar compuestas 

en un 85% de chilenos/as; esta norma puede resultar discri-

minatoria, por lo cual el Comité recomendó aplicarla a los/as 

trabajadores/as con un permiso de trabajo inferior a 5 años 

y únicamente en aquellas categorías laborales que sean de 

particular interés para el Estado (de conformidad con el art. 52 

de la Convención). 

En materia laboral, la información entregada por el Estado 

muestra diferencias en la vinculación ocupacional de hom-

bres y mujeres. Los primeros se desempeñan como emplea-

dos y obreros (70%), trabajadores por cuenta propia (21%) 

y empleadores (6%). Las mujeres, en cambio, se distribuyen 

entre empleadas y obreras (48%), servicio doméstico (34%), 

trabajadoras por cuenta propia (13%) y empleadoras (4%). 

El Comité mostró particular preocupación por la situación 

de las trabajadoras migrantes vinculadas al servicio domésti-

co y recomendó al Estado una mayor y sistemática vigilancia 

de las condiciones laborales que las afectan, y tomar medi-

das para garantizar el acceso a mecanismos de presentación 

de denuncias ante la ocurrencia de abusos, especialmente 

cuando se trata de trabajadoras que no tienen su situación 

migratoria regularizada36. 

La Dirección del Trabajo informó al INDH que durante 

2009 y 2010 ha recibido 959 denuncias de personas ex-

tranjeras, 59,4% de estas realizadas por mujeres. Del total, 

35 Frente a la afi rmación “No se debería permitir la llegada de más pe-
ruanos porque dejan sin trabajo a una persona chilena”, el 30,8% se 
declaró completamente en acuerdo, 22,7% ni en acuerdo ni en des-
acuerdo y 46,3% la rechazó. INDH, Primera Encuesta Nacional de 
Derechos Humanos 2011, op. cit.

36 Comité CMW, CMW/C/CHL/CO/1, op. cit., párrafo 37.
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el mayor número se concentra en la Región Metropolita-

na, y en la II y I Región, en ese orden, y principalmente de 

personas de Perú, Colombia, Bolivia y Ecuador. Las materias 

denunciadas son, entre otras, no pago de salario mínimo y 

de horas extras, informalidad en la contratación (“contrato 

sin escriturar”), irrespeto a las normas de protección de la 

maternidad, vulneración de normas de higiene y seguridad 

laboral, no pago de cotizaciones y fondo de pensiones37. 

Esta información, sin embargo, no refl eja toda la realidad 

de irregularidades y abusos que se producen en la relación 

entre empleadores y personas migrantes. Aún cuando la ley 

en Chile permite a todas las personas extranjeras denunciar 

situaciones de abuso, con independencia de su condición 

migratoria, es poco factible que los y las migrantes que no 

tienen regularizada su situación soliciten la intervención de 

un órgano del Estado. Prima el temor a ser objeto de me-

didas que puedan afectar su permanencia y posibilidades 

laborales en el país. El Comité solicitó al Estado producir 

información sobre los/as trabajadores/as en situación irre-

gular a través de estudios y estimaciones, lo que permitiría 

identifi car que otras medidas y políticas son necesarias para 

proteger de mejor manera los derechos de esta población. 

Para el INDH, el Estado debe actuar con mayor diligencia 

ante la ocurrencia de abusos contra la población migrante 

que se producen en las relaciones laborales, entre otras, 

fi scalizando a los/as empleadores en las áreas económicas 

donde esta se desempeña mayoritariamente. Durante 2011 

se conoció la situación de un grupo de trabajadores y tra-

bajadoras paraguayas trasladados/as a Chile para trabajar en 

fundos de Javier Errázuriz Talavera; los antecedentes reca-

bados por el Instituto muestran que podría tratarse de un 

caso de tráfi co de migrantes, delito tipifi cado y sancionado 

en el Código Penal: “el que con ánimo de lucro facilite o 

promueva la entrada ilegal al país de una persona que no 

sea nacional o residente, será castigado con reclusión menor 

en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien 

unidades tributarias mensuales” (art. 411 bis). El INDH ha 

presentado querella criminal contra quienes resulten res-

ponsables38.

37 Dirección del Trabajo, ORD N° 2271 del 3 de junio 2011, respuesta 
requerimiento de información por parte del INDH.

38 El caso se aborda en extenso en el capítulo de Trata de Personas en 
este Informe.

DERECHO A LA EDUCACIÓN 

El Estado de Chile asegura a todas las niñas, niños y adoles-

centes el ingreso y mantención en la educación preescolar, 

básica y media, con independencia del estatus migratorio de 

sus padres39. Esta medida es altamente valiosa; sin embargo, 

se fi jan plazos para la normalización de la documentación 

de estudios que no siempre es posible cumplir, poniendo en 

riesgo la continuidad y/o la acreditación de sus estudios40: si 

al fi n del año escolar, los/as estudiantes no han normalizado 

su documentación, sus notas no ingresan al sistema del Mi-

nisterio de Educación ni pueden ser formalmente promo-

vidos si corresponde emitir los certifi cados de los cursos 

aprobados41. De acuerdo con información recabada por el 

INDH, en el año 2010 había 27.927 estudiantes extranjeros 

en los distintos niveles de enseñanza; los datos disponibles 

no permiten establecer el carácter de dicha matrícula (pro-

visoria o defi nitiva), ni la cobertura de reconocimiento de 

estudios y promoción de estos/as estudiantes. 

Hay solo dos denuncias en el año 2010 y cuatro durante el 

primer semestre de 2011 respecto al ejercicio del derecho 

a educación de migrantes. El resto, refi eren a otras discrimi-

naciones, que dicen relación a maltrato psicológico y exclu-

sión entre pares o por parte de docentes (2 en el 2010 y 

4 en el 2011). En consecuencia, no es posible establecer un 

juicio fundado sobre las prácticas de integración/exclusión 

de estudiantes migrantes en las comunidades escolares. Si-

tuación similar ocurre con los niños, niñas y adolescentes de 

poblaciones nómades, como circenses y pueblo Rom. 

Si bien el acceso es determinante, también lo es el conteni-

do y calidad de la educación. En este sentido, es importante 

que el Estado se preocupe que el contenido de planes y 

39 Ofi cio Ord N° 07/1008 (1531) de 2005), op. cit.
40 En información remitida al INDH por parte del Ministerio de Educa-

ción (ORD N° 301 de 26 de mayo 2011), se indica: Por disposición 
del Decreto Supremo de Educación N°651 de 1995, “los alumnos de-
berán ser aceptados y matriculados provisionalmente en los estable-
cimientos educacionales”, para lo cual se exige la autorización otor-
gada por el Departamento Provincial de Educación. Esta autorización 
de matrícula provisional se otorga con documentación que acredite 
la identidad, edad y últimos años cursados en el país de origen, “no 
pudiendo constituir impedimento el hecho que estos documentos no 
cuenten con el trámite de legalización”. Los alumnos deben tener re-
suelta su situación escolar y estén matriculados en forma defi nitiva 
antes del período de evaluación de fi n de año. 

41 Red de Migraciones e Interculturalidad. Matriz de diagnóstico y pro-
puestas de solución. Santiago, octubre 2011.



IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN / DErECHoS DE lAS PErSoNAS mIGrANtES

210

programas promocione el respeto a la diversidad y el cono-

cimiento de otras culturas y su historia, y garantice que se 

elimine todo prejuicio, estigmatización y concepciones que 

promuevan la superioridad de un país por sobre otro.

De igual forma, si bien las/los migrantes y sus hijos pueden 

acceder a la educación superior, la posibilidad de contar con 

un crédito universitario estatal está reservada únicamente 

a las/los chilenos42. Resulta necesario que el Estado adecue 

esta normativa permitiendo acceder al crédito universitario 

estatal para las/los inmigrantes garantizando así el derecho 

a la educación.

DERECHO A LA SALUD

Las normas vigentes aseguran la atención médica de urgen-

cia a los inmigrantes en situación irregular, y el acceso de to-

das las inmigrantes embarazadas y de los/as niños/as y ado-

lescentes, con independencia de su condición migratoria, a 

la atención de la salud. No existe información que permita 

establecer el grado de cumplimiento de estas disposiciones 

en todas las regiones del país. 

Gran parte de las mujeres migrantes están en plena edad 

reproductiva y requieren, por tanto, atenciones que van más 

allá del prenatal, parto y puerperio, como el acceso a infor-

mación sobre anticonceptivos y a su suministro, y atención 

a enfermedades de transmisión sexual, incluido el VIH/SIDA, 

entre otras. Un estudio realizado sobre la situación de las 

mujeres peruanas encontró que el sistema público sanitario 

no atiende enfermedades ocurridas durante el puerperio, 

aduciendo que no existen normativas que así lo especifi -

quen. Es probable, señala la investigación, “que algunas muje-

res recurran a un servicio privado de salud, a pesar del alto 

costo que eso signifi ca, pero también se puede pensar que 

algunas de ellas deciden posponer la atención, con el consi-

guiente riesgo de salud que eso implica”43. Para el INDH, el 

Estado debe mostrar preocupación particular sobre las mi-

grantes en situación irregular que, estando embarazadas, no 

asisten a los consultorios de atención primaria por temor 

42 Crédito Universitario – Fondo Solidario.
43 Núñez, Nuria y Torres, Carmen. Mujeres migrantes peruanas y salud 

reproductiva usuarias de consultorios de salud de la zona norte de 
la Región Metropolitana. Fundación Instituto de la Mujer, Santiago, 
2007.

a ser denunciadas o porque desconocen la existencia de la 

normativa que prevé su atención. 

Los esfuerzos realizados por el Estado en materia de traba-

jo, educación y salud deben ser revisados a fi n de conocer 

los impactos de las regulaciones y políticas aplicadas, y las 

principales difi cultades en el goce de los derechos funda-

mentales de las/los trabajadores migrantes y sus familias. La 

ausencia de esta mirada constituye una carencia importante. 

Para el INDH es necesario que exista un diálogo con las 

organizaciones de personas migrantes y las ONGs preocu-

padas por el respeto de los derechos de esta población, 

de forma tal de recoger sus preocupaciones. Estas acciones 

permitirán al Estado diseñar e impulsar políticas públicas y 

legislación que reconozca la situación concreta en la que se 

encuentran las/los trabajadores migrantes y sus familiares y, 

de esta forma, respetar y garantizar efectivamente sus de-

rechos humanos.

VOTO DE CHILENOS EN EL EXTERIOR

Finalmente, al INDH le interesa relevar la situación del dere-

cho al voto de los chilenos y chilenas que se encuentran en 

el exterior. Según información proporcionada por el Estado 

al Comité CMW, existen 857.781 ciudadanos/as chilenos 

que residen en el exterior ; los países donde están mayo-

ritariamente concentrados son Argentina, Estados Unidos 

y Suecia44. 

Al Parlamento se han presentado dos proyectos de ley so-

bre la materia, ninguno de los cuales ha fi nalizado su tra-

mitación aun cuando existe hoy un amplio consenso sobre 

la necesidad de establecer esta garantía45. El debate se ha 

centrado en los requisitos que debieran cumplir quienes 

residen en el extranjero para ejercer su derecho al sufragio. 

Los Ministros Muñoz, Herreros, Pierry y Brito han opinado 

que la “Carta Fundamental reconoce el derecho de sufra-

gio sin establecer exigencias –salvo– los requisitos genéricos 

relativos a la nacionalidad, edad y no haber sido condenado 

44 Ministerio de Relaciones Exteriores. Respuesta a lista de cuestiones 
que deben abordarse al examinar el informe inicial de Chile (CMW/C/
CHL/1). En estos tres países residen aproximadamente 600.000 ciuda-
danos y ciudadanas chilenos/a.

45 Boletín N° 7335-07 sobre voto de chilenos en el extranjero ingresado 
el 1º de diciembre de 2010; Boletín N° 6950-07, Reforma constitucio-
nal para permitir el voto de los chilenos desde el extranjero, ingresado 
el 19 de mayo de 2010.
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a pena afl ictiva […] La residencia de un chileno en el ex-

tranjero no puede ser factor de discriminación en el ejerci-

cio de los derechos consagrados por el legislador respecto 

de un chileno que habita en Chile, como tampoco podrá 

serlo la exigencia de un vínculo con el país o la condición 

de permanencia durante un determinado tiempo anterior 

a los comicios. Implica una contravención al artículo 5° de 

la Constitución Política de la República, el limitar el dere-

cho a sufragio, estableciendo condiciones para su ejercicio 

que vulneran el principio de igualdad ante la ley”46. Sobre 

este tema, el Comité de la Convención sobre trabajado-

res/as migrantes y sus familiares alentó al Estado a “retomar 

las iniciativas ya emprendidas con miras a permitir que los 

emigrantes chilenos que trabajan en el extranjero ejerzan 

su derecho al voto en las elecciones”47. El INDH se ha pro-

puesto dar seguimiento a esta recomendación. 

46 Corte Suprema, Ofi cio 21/2011 25 de enero de 2011. Informe proyec-
to de ley 54-2010, Antecedente Boletín Legislativo Nº 7338-07. 

47 Comité CMW, CMW/C/CHL/CO/1, op. cit., párrafo 49.
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TRATA DE PERSONAS

ANtECEDENtES

La trata de personas es el comercio de seres humanos con 

fi nes de explotación sexual, laboral, esclavitud o servidum-

bre, o el tráfi co de órganos. Está catalogada como crimen in-

ternacional1 y una grave violación de los derechos humanos, 

y en particular de la dignidad humana. La Relatora especial 

de Naciones Unidas sobre Trata de personas señaló en su 

informe que “en distinta medida y en diferentes circunstan-

cias, hombres, mujeres y niños de todo el mundo son vícti-

mas de lo que se ha convertido en una forma moderna de 

esclavitud. La trata de seres humanos es una de las activi-

dades delictivas de más rápido crecimiento en el mundo y 

vulnera gravemente los derechos humanos y la dignidad de 

sus víctimas”2. 

Desde mediados del siglo pasado la comunidad internacio-

nal se ha dotado de instrumentos para prevenir y sancionar 

la Trata de personas3, y a nivel regional la Asamblea General 

de la OEA ha adoptado resoluciones con este mismo pro-

1 Comisión de Derechos Humanos del Consejo Económico y Social, 
Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las 
Minorías. Defi nición de las violaciones manifi estas y masivas de los 
derechos humanos como crímenes internacionales. Documento de 
trabajo presentado por el Sr. Stanislav Chernichenko de conformidad 
con la decisión 1992/109 de la Subcomisión. E/CN.4/Sub.2/1993/10, 
8 de junio de 1999.

2 Consejo de Derechos Humanos. Informe de la Relatora Especial sobre 
la trata de personas, especialmente mujeres y niños, la Sra. Joy Ngozi 
Ezeilo. A/HRC/10/16, febrero de 2009.

 Entre ellas, el Convenio 29 de la OIT en 1930, la Declaración Universal 
de Derechos Humanos (art. 4), el Convenio para la represión de la Trata 
de Personas y la Explotación de la Prostitución Ajena (1951), las reso-
luciones de la Asamblea General de Naciones Unidas 64/293 de julio de 
2010 y 65/190 de diciembre de 2010 y las resoluciones del Consejo de 
Derechos Humanos de 1999/40 (1999), 8/12 (2008), 11/3 (2009) y 14/2 
(2010). En julio de 2010, la Asamblea General de Naciones Unidas 
adoptó el Plan de Acción Mundial de las Naciones Unidas para Comba-
tir la Trata de Personas.

pósito4. La revisión de los convenios y resoluciones muestra 

el largo camino que la comunidad internacional ha tenido 

que recorrer para defi nir este fenómeno, esfuerzo que se 

materializó en el Protocolo para Prevenir, Reprimir y San-

cionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños 

(Protocolo de Palermo, en adelante, el Protocolo), comple-

mentario a la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional5. El Protocolo defi ne 

la Trata de personas como: 

“La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la re-

cepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso 

de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al frau-

de, al engaño, al abuso de poder o de una situación de 

vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o 

benefi cios para obtener el consentimiento de una persona 

que tenga autoridad sobre otra, con fi nes de explotación. 

Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la 

prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los 

trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas 

análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción de 

órganos” (art. 3.a).

4 Resoluciones de Combate al Delito de la Trata de Personas, Especial-
mente Mujeres, Adolescentes y Niñas y Niños CIM/RES. 225 (XXXI-
O/02) aprobada del 31 de octubre de 2002, AG/RES. 1948 (XXXIII-
O/03) del 10 de junio de 2003; y, AG/RES. 2019 (XXXIV-O/04) de 8 
de junio de 2004.

5 Chile promulgó la Convención y sus protocolos –uno, contra el tráfi co 
ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, y el otro, para prevenir, repri-
mir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños– a 
través del Decreto Supremo N° 342 del 20 de diciembre de 2004, publi-
cado en el Diario Ofi cial el 16 de febrero de 2005.
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La Trata puede ocurrir dentro del territorio de un país o 

ser transnacional; a menudo los grupos de víctimas cruzan 

varias fronteras antes de llegar a su destino fi nal. Las carac-

terísticas del delito y la clandestinidad en que se produce, 

junto a las débiles legislaciones y la realidad de las víctimas 

hacen que sea difícil conocer la magnitud del problema y el 

número de personas que afecta. La Ofi cina de las Naciones 

Unidas contra el Delito (UNODC) y la Organización Inter-

nacional del Trabajo (OIT) estiman que la Trata de personas 

con propósitos sexuales y laborales es la más extendida, aun 

cuando identifi can también otros fi nes como la servidum-

bre, el tráfi co de órganos y la explotación de niños para la 

mendicidad o la guerra. La explotación sexual representa 

aproximadamente el 80% de los casos detectados, y de es-

tos, alrededor del 80% de las víctimas son mujeres y niñas6. 

El comercio de seres humanos es un negocio al que no le 

falta oferta ni demanda; de hecho, es la actividad ilegal más 

lucrativa, después de la droga y de las armas: las Nacio-

nes Unidas estiman que el mercado de la Trata de personas 

mueve alrededor de 32.000 millones de dólares por año7.

En América Latina y el Caribe se estima que son víctimas de 

Trata entre 600 mil y 800 mil personas, en su gran mayo-

ría mujeres8. El problema tiene una importante dimensión 

al interior de los países, y también responde a una amplia 

demanda internacional. “Tradicionalmente, los centros de 

reclutamiento más activos han estado ubicados en Brasil, 

Colombia, República Dominicana, Surinam y las Antillas y 

más recientemente en México, Argentina, Ecuador y Perú. 

Se estima que anualmente cerca de 100.000 mujeres y ado-

lescentes provenientes de estos países son conducidas con 

engaños y falsas promesas de empleo a Estados Unidos, Es-

paña, Holanda, Alemania, Bélgica, Israel, Japón y otros países 

asiáticos”9. La difi cultad de relacionar las dos estadísticas que 

se mencionan muestra la precariedad de los datos existen-

6 UNODC. La trata de personas: la cruda realidad. Disponible en: http://
www.unodc.org/documents/blueheart/factsheet_spanish.pdf

7 Ibídem. Ver también: OIT (2005), “Una Alianza Global contra el Traba-
jo Forzado”, disponible en:http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/@
ed_norm/@declaration/documents/publication/wcms_082334.pdf

8 UNODC. Datos presentados en la Conferencia Regional Trata de Per-
sonas: Teoría y Práctica en la Cooperación Regional e Internacional”, 
realizada en Bogotá, 2007. Disponible en: http://www.prensamercosur.
com.ar/apm/nota_completa.php?idnota=3774%20

9 Chiarotti, Susana. La trata de mujeres: sus conexiones y desconexio-
nes con la migración y los derechos humanos. Naciones Unidas, San-
tiago, 2003.

tes y la necesidad de contar con esfuerzos regionales con-

certados para un mejor conocimiento de la magnitud del 

problema y de las personas a quienes afecta.

Para luchar efectivamente contra este crimen resulta nece-

sario adoptar un enfoque de derechos humanos, en la me-

dida que la Trata de personas debe entenderse en el amplio 

contexto de desigualdad y violencia estructural. La Relatora 

Joy Ngozi Ezeilo en su informe señala que el problema pue-

de analizarse desde distintas perspectivas –“como los de-

rechos humanos, la lucha contra la delincuencia y la justicia 

penal, la migración o el trabajo”–, pero realza el hecho que 

para conseguir cambios signifi cativos y sostenibles “lo más 

deseable sería adoptar un enfoque integrado que situara los 

derechos humanos en el núcleo de todos los esfuerzos”10. 

La Trata, agrega, representa una violación grave a los dere-

chos humanos, “especialmente el derecho a la libertad y a 

no ser sometido a esclavitud ni a servidumbre involuntaria, 

el derecho a no ser objeto de trato cruel o inhumano, el 

derecho a no sufrir violencia y el derecho a la salud, entre 

otros”11. En igual sentido, el Alto Comisionado de Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos ha enfatizado la necesi-

dad de que las medidas contra la Trata no pueden redundar 

en el desmedro de los derechos humanos y la dignidad de 

las personas, en particular de sus víctimas12.

En la región, a las resoluciones de la OEA se agregan las 

reuniones que sobre Trata de personas se han realizado du-

rante la década y los planes adoptados en subregiones del 

continente, entre ellos los acuerdos del Mercado Común de 

Sur (MERCOSUR). Chile, en tanto Estado asociado, forma 

parte del Plan de Acción del MERCOSUR para la Lucha 

contra la Trata de Personas, y ha avanzado en el presen-

te año en materia normativa, como se verá en el presente 

apartado. A pesar de la creciente importancia que los Es-

tados están dando al problema, se mantienen difi cultades a 

efectos de prevenirlo, investigarlo y sancionarlo, y dar justicia 

y reparación a las víctimas. De hecho, las organizaciones de 

la sociedad civil presentaron ante la OEA sus preocupa-

ciones en la materia, entre estas: la necesidad de que pre-

10 A/HRC/10/16, op. cit., párrafo 15.
11 Ibídem, párrafo 19.
12 Ofi cina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. Principios y 

directrices recomendados sobre los derechos humanos y la trata de perso-
nas. E/2002/68/Add.1, presentado al Consejo Económico y Social.
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valezca el enfoque de derechos humanos y la perspectiva 

de género, y no solo el combate al crimen organizado; la 

notable ausencia de condenas a tratantes por la falta de 

adecuación de las legislaciones nacionales a las disposicio-

nes del Protocolo de Palermo y el imperativo de perseguir 

también la demanda de los bienes y servicios obtenidos a 

través de la Trata13. 

1. trAtA EN CHIlE: 
lEGISlACIÓN, PolÍtICA 
PÚBlICA Y rEGIStroS

Los signos de estabilidad y crecimiento económico alcanza-

dos por Chile lo convierten en un polo de atracción al fl ujo 

migratorio de personas que buscan un mejor futuro para sí 

y sus familias, y también en “un mercado atractivo tanto para 

las organizaciones criminales transnacionales, como para las 

redes delictivas internas. En tal sentido, la trata de personas 

[…] se presenta como un “nicho de mercado” privilegia-

do para estas organizaciones delictivas”14. La atención del 

Estado al problema se ha ido construyendo a partir de las 

obligaciones contraídas a nivel internacional a través de la 

ratifi cación de tratados específi cos, en particular el Protoco-

lo de Palermo, las iniciativas promovidas desde la sociedad 

civil y la colaboración técnica de organismos internacionales, 

principalmente de la Organización Internacional de la Migra-

ción (OIM). 

Chile se ha convertido gradualmente en un país de origen, 

tránsito y destino de Trata de hombres, mujeres, niñas y ni-

ños con fi nes específi cos de explotación sexual y trabajo 

forzado. Así lo muestran las investigaciones realizadas por la 

OIM y la Fundación Raíces de Chile. La primera desarrolló 

estudios en 2006 y 2008, confi rmando la existencia en el 

país de Trata interna e internacional de personas con fi nes 

de explotación sexual y laboral. Del total de víctimas, cerca 

del 80% corresponde a Trata internacional, y un porcentaje 

13 Consejo Permanente de la OEA. Conclusiones y recomendaciones de 
la reunión preparatoria de la sociedad civil para la segunda reunión 
de autoridades nacionales en materia de trata de personas. RTP-II/
doc.7/09, Washington, 3 y 4 de marzo de 2009.

14 Fundación Raíces. Trata de niños/as y adolescentes: una realidad ocul-
ta. Estudio exploratorio sobre Trata con fi nes de explotación sexual 
en niños, niñas y adolescentes, en las regiones I, V y Metropolitana. 
Raíces y OIM, Santiago, 2007.

similar son personas mayores de edad15. Por su parte, Raíces 

desarrolló en 2006 una investigación sobre la Trata de ni-

ños, niñas y adolescentes con fi nes de explotación sexual en 

tres regiones del país; los casos detectados corresponden 

mayoritariamente a niñas, y el tipo de Trata es principalmen-

te interna16. Constatación similar hace el Departamento de 

Estado de Estados Unidos el año 2010; en el acápite sobre 

Chile de su informe global sobre la Trata de personas señala 

que “dentro del país, muchas de las víctimas son mujeres y 

niñas que responden a ofertas de trabajos falsas y luego son 

forzadas a ejercer la prostitución. En un rango más limitado, 

mujeres y niñas chilenas también son trafi cadas para ejercer 

la prostitución y el trabajo forzado en países vecinos tales 

como Argentina, Perú y Bolivia, además de España”. El infor-

me también da cuenta de la Trata hacia Chile de mujeres y 

niñas de Argentina, Bolivia, Perú, Colombia, Paraguay, y de 

otros países de América, obligadas a ejercer la prostitución 

o la servidumbre doméstica. Respecto de la Trata con fi nes 

de explotación laboral, se reportan víctimas principalmente 

de Bolivia, Perú, Colombia, Ecuador, y China, en los sectores 

minero y agrícola17. 

Tanto el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas a propósito del Examen Periódico Universal, como 

el Comité de la Convención de Derechos del Niño y el 

Comité de la CEDAW recomendaron la adopción de le-

gislación específi ca de acuerdo con los estándares del Pro-

tocolo de Palermo, así como la realización de estudios y 

producción de información que dé cuenta de las causas y 

amplitud de la Trata en Chile en tanto país de origen, trán-

sito y destino18. El INDH señaló, en su Informe Anual 2010, 

la importancia de que el Estado, a través del Congreso Na-

cional, dicte una “legislación especial que regule el delito de 

trata modifi cando el actual artículo 367 bis del Código Penal 

15 OIM Chile. Tráfi co ilícito de migrantes y trata de personas, una reali-
dad en Chile, 2007; y, OIM Chile. Investigación sobre Trata de Perso-
nas en Chile, Resumen Ejecutivo, 2008. 

16 Fundación Raíces, op. cit. 
17 Departamento de Estado de los Estados Unidos. Sección de Chile del 

Informe sobre Trata de Personas 2010. Disponible en: http://spanish.
chile.usembassy.gov/2010press0617sp-tip-chile.html

18 Consejo de Derechos Humanos, Examen Periódico Universal, 
A/HRC/12/10, párrafo 96 (36); Comité de los Derechos del Niño, Ob-
servaciones fi nales: Chile, CRC/C/OPSC/CHL/CO/1, párrafos 23.c y 
24.d; CEDAW, Observaciones fi nales del Comité para la Eliminación 
de la Discriminación contra la Mujer: Chile, CEDAW/C/CHI/CO/4, 
párrafo 15.
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en pos de sancionar toda forma de explotación, incluida la 

trata interna de personas”19.

En este marco, el INDH destaca como un avance la nueva 

tipifi cación del delito de Trata de personas adoptada por el 

país en abril de este año20. Con anterioridad a la reforma, 

el tipo penal restringía sus fi nes a la explotación sexual. De 

hecho, la reforma incorporada amplía el delito a trabajos o 

servicios forzados, servidumbre o esclavitud o prácticas aná-

logas a ésta, o extracción de órganos: el tipo penal sanciona 

como Trata de personas “al que mediante violencia, intimi-

dación, coacción, engaño, abuso de poder, aprovechamiento 

de una situación de vulnerabilidad o de dependencia de la 

víctima, o la concesión o recepción de pagos u otros bene-

fi cios para obtener el consentimiento de una persona que 

tenga autoridad sobre otra capte, traslade, acoja o reciba 

personas para que sean objeto de alguna forma de explo-

tación sexual, incluyendo la pornografía, trabajos o servicios 

forzados, servidumbre o esclavitud o prácticas análogas a 

ésta, o extracción de órganos, será castigado con la pena de 

reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de 

cincuenta a cien unidades” (art. 411 quater). Por su parte, 

en el Código de Procedimiento Penal se incluyó un artículo 

que otorga a las víctimas permisos de residencia y prohíbe 

su repatriación cuando exista “grave peligro para su integri-

dad física o psíquica resultante de las circunstancias en que 

se ha cometido el delito en sus países de origen” (art. 33 

bis). No obstante y como se señalara el año 2010 por el 

INDH, la ley no considera explícitamente la Trata interna de 

personas, cuestión que los medios de prensa se han encar-

gado de evidenciar. 

A nivel de política pública, en el año 2008 se creó la Mesa 

Intersectorial sobre Trata de Personas que integra a varias 

reparticiones públicas con el objetivo de “coordinar accio-

nes, planes y programas de los distintos actores institucio-

nales en materia de prevención, represión y sanción de la 

Trata de personas, especialmente mujeres y niños”. Entre 

las líneas de trabajo, la Mesa debe ejercer una labor de 

coordinación con agentes públicos y de la sociedad civil, 

coordinar la generación de un sistema de registro y generar 

19 INDH. Informe sobre la situación de los derechos humanos en Chile 
2010, recomendación N° 17, pág. 166.

20 Ley N° 20.507, publicada el 8 de abril de 2011.

campañas de información y sensibilización de la comunidad 

internacional. La secretaría ejecutiva de la Mesa está radi-

cada en la Subsecretaría del Interior y la secretaría técnica 

en el Departamento de Extranjería y Migración del mismo 

Ministerio. El INDH solicitó información a la autoridad com-

petente sobre el plan de trabajo de la Mesa y los resultados 

hasta ahora alcanzados, al momento de fi nalizar este infor-

me, aún sin respuesta.

Persiste en este campo un problema de producción y siste-

matización de información sobre la Trata. El país no cuenta 

con un sistema de registro que permita conocer el número 

de casos detectados, las personas afectadas por sexo, nacio-

nalidad y edad, y otra información relevante para la preven-

ción y atención del problema y la protección de las víctimas. 

La información que el INDH pudo recabar da cuenta de 

antecedentes aislados distribuidos en distintas reparticiones 

públicas, difícilmente relacionables entre sí. Carabineros re-

gistra un caso en 2010, en la comuna de Las Condes, que 

afecta a dos ciudadanas paraguayas obligadas a “ejercer el 

comercio sexual bajo intimidación” y que llegaron al país 

con la promesa de desempeñarse como “asesoras del ho-

gar”. En 2011, la institución reporta dos casos en la comuna 

de Santiago en los cuales las víctimas de “trata con fi nes 

prostitución” son cuatro mujeres de nacionalidad dominica-

na21; la información proporcionada omite edades. 

Por su parte, la Policía de Investigaciones (PDI) registra 11 

casos entre 2008 y 2010, advirtiendo que la estadística que 

maneja la institución “no está elaborada en los términos re-

queridos” por el INDH, es decir, dando cuenta de la edad y 

sexo de la persona que denuncia y/o de las víctimas, y sus 

países de origen22. En el informe del Estado al Comité de 

la CEDAW, se da cuenta de 10 casos entre 2006 y 201023. 

Los défi cit de registros impiden acercarse a la magnitud del 

problema, identifi car los lugares en el país donde aparece 

con mayor frecuencia, y la población afectada tanto del país 

como de procedencia internacional. 

21 Ofi cios N° 1580 (14 de junio 2011) y N° 2097 (14 de septiembre 
2011) de Carabineros de Chile, en respuesta a la solicitud de informa-
ción cursada por el INDH.

22 Ofi cio N° 288 de 24 de junio 2011 de la Policía de Investigaciones, en 
respuesta a la solicitud de información cursada por el INDH.

23 Informe Periódico Combinado de la Convención sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), 
presentado el 6 de enero de 2011.
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Con ocasión de la revisión del Informe de Chile ante el 

Comité de la Convención de los Trabajadores Migrantes y 

sus Familias, varias ONG presentaron informes alternativos 

que dan cuenta de situaciones de Trata de personas con 

fi nes de explotación sexual y laboral en Chile durante el 

2010 y los primeros meses de 201124, información que se 

obtuvo a partir de las investigaciones realizadas por OIM, 

los medios de comunicación25 y de las organizaciones de la 

sociedad civil. 

Los pocos datos que existen están muy distantes de po-

der establecer la real magnitud del problema en Chile. Sin 

embargo, las investigaciones policiales muestran que la Trata 

existe, y confi rman la acción de mafi as dedicadas a la co-

misión de este delito en el país26. Además de las víctimas 

que han sido trasladadas a Chile bajo engaño o coacción, 

es importante visualizar el riesgo en la población migrante 

–particularmente niños y niñas, jóvenes y mujeres– como 

consecuencia de sus precarias condiciones de vida y la des-

protección estatal. El INDH en su Informe de derechos hu-

manos 2010 advirtió sobre la necesidad de producir infor-

mación y realizar investigaciones sobre el problema. 

En el ámbito judicial, la información disponible también es 

escasa. La Corporación de Asistencia Judicial (CAJ) informó 

no contar con un sistema de registro que permita procesar 

información de acuerdo a los parámetros solicitados por 

24 Presentaron informes sombra: ACHE-CANON, Fundación Instituto 
de la Mujer, Corporación Humanas, Red Chilena de Migración e In-
terculturalidad, Asociaciones Chilenas en España y Centro de Aten-
ción a Inmigrantes Ignacio Martin Baró. Disponibles en: http://www2.
ohchr.org/english/bodies/cmw/cmws15.htm

25 La detención de 14 personas por parte del Departamento de Investiga-
ción de Organizaciones Criminales (OS-9) de Carabineros dedicadas 
a la Trata de mujeres dominicanas con fi nes de explotación sexual 
(Agencia UPI, 26 de mayo de 2011) y la situación de tres jóvenes 
indonesias sometidas a explotación laboral en Punta Arenas (Radio 
Bío-Bío, 19 de julio de 2011).

26 ACHE-CANON (op. cit.), detalla en su informe al Comité lo que 
arrojan las investigaciones de Carabineros y la PDI que involucran a 
ciudadanas colombianas y dominicanas: “[…] Carabineros elaboró el 
catastro y el mapeo a raíz de las denuncias, detenciones, procedimien-
tos y empadronamientos que se han realizado en locales nocturnos de-
dicados, para lo cual tomaron en cuenta los registros del 2010 y lo que 
va de este año. Con esta información se establece si actualmente está 
trabajando en Chile alguna mafi a dedicada a la trata de personas […] 
En los últimos siete meses son dos las bandas dominicanas dedicadas 
a “trata de blancas” que ha desbaratado el OS-9. La última fue deteni-
da el 26 de mayo, en que se determinó que la promesa para traerlas a 
Chile era que trabajarían de empleadas domésticas. Los delincuentes 
cobraban 1.200 dólares a las víctimas para que llegaran al país y les 
entregaban todos los códigos de vestimenta para que no llamaran la 
atención”.

el INDH27; señala no “hacer distinción entre las personas 

extranjeras atendidas” y que “de acuerdo con los paráme-

tros solicitados por usted en la actualidad no es posible 

obtener de los sistemas de registros con los cuales cuenta 

esta institución” la información requerida28. La Defensoría 

Nacional Pública, por su parte, reportó haber atendido a 10 

imputados/as por el delito de Trata con fi nes de prostitu-

ción entre 2009 y abril de 2011, 7 hombres y 3 mujeres; la 

entidad advierte que sus datos son parciales29. A la fecha de 

cierre de este Informe, el Ministerio del Interior y la Fiscalía 

Nacional30 no habían respondido la solicitud de información 

sobre la materia cursada por el Instituto. 

Algunas reparticiones públicas cuentan con programas de 

atención y personal capacitado. El Servicio Nacional de 

Menores (SENAME) informa disponer de equipo técnico 

especializado “en el estudio, análisis, propuestas técnicas y 

gestión, si corresponde, de acciones dirigidas a la protec-

ción de cada niño, niña y adolescente migrante vulnerado 

en sus derechos ingresado o no a la red de programas de 

atención”. Respecto de la Trata en particular, implementa 

un programa desde 2007 con Bolivia, “dirigido a prevenir 

las peores formas de trabajo infantil y, en especial, la trata 

de niños, niñas y adolescentes entre ciudades fronterizas”. 

En este marco, han realizado talleres con representantes de 

gobiernos y de la sociedad civil en las ciudades fronterizas 

“intercambiando propuestas y buenas prácticas en las líneas 

de protección a niños y niñas, sensibilización y capacitación 

de actores claves”31.

Por su parte, la PDI formó en el año 2006 un equipo multi-

disciplinario contra la Trata de personas, dirigido por la Jefa-

tura Nacional de la Familia (JENAFAM); a su vez, la Brigada 

de Delitos Sexuales y Menores (BRISEXME) de la institución 

cuenta con personal capacitado por la OIM en la investiga-

ción de delito de explotación sexual de niños/as y la Trata 

27 Ofi cio N° 0319/2011 de 7 de junio de 2011 de la Corporación de Asis-
tencia Judicial de la Región Metropolitana, en respuesta a la solicitud 
de información cursada por el INDH.

28 Los parámetros solicitados son edad, nacionalidad, lugar donde se 
brindó la atención y la materia de la misma, entre otros. 

29 Ofi cio N° 509 de 18 de mayo de 2011, en respuesta a la solicitud de 
información cursada por el INDH.

30 La información disponible en la página web carece de la desagrega-
ción sufi ciente sobre el número de causas incoadas y sus términos, y 
las personas que afecta.

31 Ofi cio N° 1922 de 13 de junio de 2011 de SENAME, en respuesta a la 
solicitud de información cursada por el INDH.
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de personas en Chile32. Otras instituciones consultadas por 

el INDH respondieron no contar con herramientas especí-

fi cas –Carabineros informó no contar con protocolos, ins-

tructivos o guías que sirvan para detectar situaciones de 

trata y tráfi co de personas33. 

La información disponible parece señalar que son princi-

palmente SENAME y la PDI donde se encuentra capacidad 

instalada para abordar el complejo fenómeno de la Trata de 

personas, situación que da cuenta de la precariedad en que 

aún se encuentra la respuesta institucional pública al proble-

ma. Los escasos registros junto con esta debilidad institucio-

nal hacen difícil implementar políticas públicas de impacto, 

tanto para la prevención del delito como para la protección 

y reparación de las víctimas. No obstante, la recientemente 

aprobada legislación sobre Trata puede contribuir a modifi -

car este escenario. 

2. El CASo DE   
34 CIuDADANoS/AS 
PArAGuAYoS/A

En mayo de este año se conoció la denuncia de explotación 

laboral de ciudadanos/as paraguayos/as, caso ante el cual 

el INDH ha interpuesto una querella criminal. Durante los 

meses de mayo y junio, diversas autoridades locales y nacio-

nales –como el Gobernador de Cardenal Caro, la Ministra 

del Trabajo y Previsión Social, Evelyn Matthei, y diputados/as 

de la República– denunciaron la existencia de una serie de 

irregularidades de carácter laboral y migratorio, realizadas 

por un grupo de empresas pertenecientes al empresario 

agrícola Francisco Javier Errázuriz Talavera. Estas irregulari-

dades afectan a más de 150 trabajadores/as de origen pa-

raguayo, entre ellos dos menores de edad, quienes fueron 

contactados/as y captados/as en distintas ciudades de su 

país, trasladados y recibidos en Chile.

Medios de comunicación nacionales informaron que dos 

trabajadoras y un trabajador regresaron a Paraguay, y de-

nunciaron malas condiciones laborales en los fundos de 

Errázuriz: “[…] solamente recibían una comida al día y agua 

32 Raíces, op. cit.
33 Ofi cio N° 1580 de Carabineros de Chile, op. cit.

salada para beber, mientras que los empresarios les obli-

gaban a trabajar de día y de noche en un viñedo de Santa 

Ana, en la Región de O’Higgins, que es de propiedad de 

Errázuriz”34. A raíz de la denuncia, la Unidad I Especializa-

da en Trata de Personas y Explotación Sexual de Niños/

as y Adolescentes del Ministerio Público Paraguayo imputó 

a dos de los responsables del reclutamiento por el delito 

de “trata de personas con fi nes de explotación personal 

y laboral y tráfi co ilícito de personas”, ambos actualmente 

detenidos en Ciudad del Este. 

Según declaraciones de las víctimas ante la fi scal Carolina 

Gadea que instruye la investigación en Paraguay, fueron con-

tactadas para trasladarse a Chile y trabajar en dos fundos 

del citado empresario: San Antonio de Petrel y La Esperanza, 

el primero ubicado en las cercanías de Pichilemu y el se-

gundo en Santa Cruz, estableciéndose un sueldo mensual 

que bordeaba los 3 millones de guaraníes (alrededor de 

360.000 pesos), sueldo que incluía habitación, alimentación 

y posibilidad de comunicación con el Paraguay. El contacto 

en el Paraguay lo habrían realizado los ciudadanos paragua-

yos quienes además coordinaron su traslado. 

El 26 de mayo, la Ministra del Trabajo señaló que en su Mi-

nisterio se tenían “pruebas totalmente fehacientes que de-

muestran que estas personas no se estaban capacitando, 

sino que estaban trabajando de forma ilegal” y que está-

bamos ante “una persona que organiza una red para traer 

personas del extranjero a trabajar a Chile de forma ilegal”35. 

Al día siguiente, el Ministro del Interior (s), Rodrigo Ubilla 

Mackenney, informaba que “el Intendente de la Región de 

O’Higgins, don Patricio Rey, resolvió aplicar multas a las em-

presas Frutales y Viñedos Errázuriz Ovalle S.A.; Ganadería y 

Cultivos de La Costa S.A. y al empresario Francisco Javier 

Errázuriz, en su calidad de infractores del artículo 74 de la 

Ley Nº 1.094, que establece que no se puede dar ocupación 

a extranjeros que no estén debidamente autorizados para 

trabajar”36.

Para el INDH, en el presente caso se cumplirían los requi-

sitos del delito de Trata por cuanto, a través de engaño, un 

34 Radio Bío-Bío, de 22 de mayo de 2011; Diario “El Cachapoal, 21 de 
mayo de 2001.

35 Emol, www.emol.cl de 26 de mayo de 2011.
36 Ministerio del Interior, www.interior.gob.cl, de 27 de mayo de 2011. 
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grupo de personas habrían sido captadas, trasladadas, trans-

portadas y recibidas en Chile con el fi n de realizar trabajos 

que pueden ser califi cados como servicios forzados, o al 

menos una forma análoga de estos, en malas condiciones 

humanas y laborales. Por ello, y por las facultades que le 

otorga la ley, el INDH presentó una querella criminal en el 

mes de septiembre, contra quienes resulten responsables. 

Este proceso se encuentra, al cierre de este Informe, en 

etapa de investigación por parte del Ministerio Público; el 

Estado en virtud de sus obligaciones en derechos humanos 

tiene el deber de investigar y sancionar con la debida dili-

gencia a los responsables y dar protección y reparación a 

los y las ciudadanos/as paraguayos/as cuyos derechos fueron 

vulnerados. 
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DERECHOS DE NIñOS, 

NIñAS Y ADOLESCENTES

ANtECEDENtES

La Constitución Política y los tratados internacionales sobre 

derechos humanos obligan a dar un igual trato a todas las 

personas sin discriminación, incluidos los niños, las niñas y 

adolescentes. Para ello es relevante que el Estado diseñe e 

implemente políticas públicas acordes con el mandato que 

establece la Convención sobre los Derechos del Niño, en 

particular la obligación de reconocer el interés superior de 

estas personas como sujetos de derechos, ya que es justa-

mente ese reconocimiento el que sienta las bases para su 

trato igualitario.

Para que el Estado dé cumplimiento a la obligación de no dis-

criminación tiene que reconocer que los niños, niñas y ado-

lescentes tienen derechos y necesidades específi cas que co-

rresponden a esta etapa de la vida, sin subestimarlas. Ello es 

especialmente importante en un grupo de la población que, 

dadas sus características, se encuentra en una posición de 

dependencia en relación con los adultos (padres y madres, 

profesores, médicos, carabineros entre otros) con quienes 

interactúa en los distintos ámbitos en los que se desenvuelve. 

A pesar de los avances que Chile presenta en las últimas dé-

cadas en el sentido de un creciente reconocimiento de estas 

personas como sujetos de derechos, aún mantiene algunos 

rasgos de las sociedades tradicionales que se expresan en li-

mitaciones de importantes grados de autonomía y participa-

ción en los asuntos que les afectan, desconfi anza y prejuicios, 

en particular hacia los jóvenes. En la Primera Encuesta Na-

cional de Derechos Humanos realizada por el INDH1, frente 

a la afi rmación “los jóvenes confunden demasiado fácilmente 

1 Instituto Nacional de Derechos Humanos, Primera Encuesta Nacional 
de Derechos Humanos, 2011. Disponible en www.indh.cl

libertad con libertinaje”, un 80,3% de las personas manifestó 

estar de acuerdo con la misma, y un 56,1% respondió estar 

completamente de acuerdo con que “una palmada, cuando 

corresponde, es necesaria para dar el orden e imponer el 

respeto que los niños necesitan”2, cuestión que es uno de los 

problemas más serios y en alza, el maltrato infantil. 

En su Informe 2010 el INDH destinó un capítulo al análisis 

de la situación de los niños, niñas y adolescentes como gru-

po que se enfrenta a serias vulneraciones de sus derechos3. 

En esa oportunidad se planteó una especial preocupación 

frente al problema de trata de personas, el trabajo infantil, 

las defi ciencias de la normativa referida a la responsabilidad 

penal adolescente y su aplicación y el acceso a la educación, 

y se realizaron recomendaciones para las autoridades es-

tatales a los fi nes de mejorar la situación de niños, niñas y 

adolescentes. 

Al revisar los hechos del año, es necesario destacar las situa-

ciones de violencia que se han dado en los establecimientos 

educacionales en el país (bullying), lo que desembocó en la 

aprobación de la Ley 20.536 sobre Violencia Escolar que 

establece medidas a los fi nes de prevenir y erradicar estas 

situaciones. Asimismo, el incendio ocurrido en el centro de 

Sename en la ciudad de Puerto Montt en agosto de 2011 

confi rmó las precarias condiciones en que estos centros 

funcionan4.

2 Ibídem.
3 INDH, Informe Anual 2010. Situación de los derechos humanos en 

Chile, págs. 123 a 130.
4 Emol.cl, Incendio generado por motín afectó a centro del Sename en 

Puerto Montt, 30 de agosto de 2011.
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A continuación se analizan las novedades normativas en 

materia de protección a niños y niñas: por un lado, la pro-

puesta de proyecto de ley de protección de derechos de 

la niñez y la adolescencia, elaborado por la Red de ONG´s 

de infancia y juventud en Chile, y por otro, la aprobación de 

la Ley 20.536 sobre Violencia Escolar mencionada en esta 

introducción. En cuanto a los principales obstáculos en el 

ejercicio de derechos, se revisa la situación del maltrato y 

del trabajo infantil, y la implementación de la Ley sobre Res-

ponsabilidad Penal Adolescente, especialmente en relación 

con los défi cits que se han observado en sus años de vi-

gencia y las precarias condiciones en que se encuentran los 

centros del Sename.

1. ANÁlISIS NormAtIVo

El principal órgano a cargo de ejecutar las políticas y progra-

mas en materia de niños, niñas y adolescentes es el Servicio 

Nacional de Menores (Sename), creado a través del Decre-

to Ley Nº 2465. El Sename depende del Ministerio de Justi-

cia, y tiene una doble función: por un parte, debe contribuir 

a proteger y promover los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes que han sido vulnerados en el ejercicio de sus 

derechos y, por otra parte, promover y proteger la reinser-

ción social de adolescentes que han infringido la ley penal5. 

La ley establece que el Sename debe centrar su actuar en 

niños, niñas y adolescentes vulnerados en sus derechos pro-

ducto de un abandono familiar, por inhabilidad transitoria 

de los padres o la falta de una persona que pueda hacerse 

cargo del cuidado personal. Así también el Sename debe 

ocuparse de los adolescentes imputados de haber cometido 

alguna infracción a la ley penal. Finalmente, la ley estable-

ce que debe prevenir toda situación de vulnerabilidad que 

pueda afectar a un niño, niña o adolescente. En la práctica, 

sin embargo, esta doble función que tiene el Sename de 

ocuparse tanto de quienes han sido víctimas de alguna vul-

neración en su núcleo familiar, como también de aquellos 

que son infractores de ley, ha derivado en que en los centros 

del Sename conviven niños, niñas y adolescentes víctimas e 

infractores, lo que perjudica el desarrollo de sus funciones.

5 Decreto Ley Nº 2465 de 1979 que crea el Servicio Nacional de Meno-
res, artículo 1.

Entre las funciones que la ley otorga al Sename para cum-

plir con su objetivo está la de aplicar y hacer ejecutar las 

normas y medidas que imparta el gobierno en materia de 

asistencia y protección de niños, niñas y adolescentes, y 

proponer además al Ministerio de Justicia planes y progra-

mas para prevenir y remediar las situaciones que afectan 

a niños, niñas y adolescentes. Asimismo, la ley otorga la 

facultad al Sename para crear centros de internación pro-

visoria y de rehabilitación conductual para el cuidado de 

esta población.

Las organizaciones de la sociedad civil han planteado cier-

tas inquietudes en relación al Sename y sus funciones. Por 

lo mismo, la Red de ONG de infancia y juventud6, patro-

cinada por 34 senadores y 60 diputados de todos los sec-

tores políticos, ha elaborado una propuesta que tiene por 

objeto la adopción de una legislación integral en materia 

de reconocimiento y protección de los derechos de la ni-

ñez y la adolescencia, que organiza en un solo cuerpo legal 

lo que se refi ere a los derechos de la niñez y la adoles-

cencia para ajustarse a estándares internacionales de de-

rechos humanos e integrar el interés superior de niños y 

niñas. A pesar del consenso del que goza el proyecto, su 

presentación formal no se ha realizado dado que solo el 

Presidente de la República tiene la iniciativa exclusiva para 

presentar proyectos de ley que busquen crear nuevos ser-

vicios públicos, como en este caso, el Servicio Nacional de 

la Infancia y Adolescencia7. 

El proyecto establece como objetivo garantizar la protec-

ción de los derechos fundamentales de los niños/as y ado-

lescentes reconocidos en la Constitución Política, en la Con-

vención de los Derechos del Niño (CDN) y en los demás 

tratados internacionales. Asimismo, señala que niños, niñas 

y adolescentes son sujetos de derecho, capaces de gozar 

incondicionalmente de los mismos, con autonomía progre-

siva para su ejercicio personal, de acuerdo a su edad y ma-

durez. La propuesta consagra el interés superior del niño/a 

6 Dicha Red agrupa a 45 organizaciones de derechos del niño con la 
misión de promover la defensa y respeto de los derechos de niños, 
niñas y adolescentes para la construcción de una cultura de derechos.

7 Constitución Política de la República, artículo 65 N° 2 que señala 
como iniciativa exclusiva del Presidente de la República el “crear 
nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fi scales, semifi s-
cales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determi-
nar sus funciones o atribuciones”.
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“en todas las medidas concernientes a los niños y adoles-

centes que tomen las instituciones públicas o privadas, es-

pecialmente las de protección de la infancia y adolescencia” 

(artículo 4). También establece los principios de igualdad y 

no discriminación, participación, desarrollo y calidad de vida 

digna, responsabilidad de los padres y de la familia, transpa-

rencia y responsabilidad del Estado, entre otros. Junto con 

el reconocimiento de los derechos a la vida, a la integridad 

física y psíquica, a la personalidad, a la convivencia familiar, a 

la libertad, educación, descanso, protección de la salud, se-

guridad social y protección al trabajo, establece mecanismos 

administrativos y judiciales para su protección. 

Una de las novedades del proyecto es la creación del Servi-

cio Nacional de la Infancia y Adolescencia, cuya función prin-

cipal sería la de “brindar especial protección a los niños y 

adolescentes que se encuentren en situaciones de vulnerabi-

lidad o riesgo de vulneración de sus derechos” (artículo 23).

Durante este año se aprobó la Ley Nº 20.536 sobre Vio-

lencia Escolar, publicada en septiembre de 2011, que modi-

fi có varios aspectos de la Ley General de Educación (LGE), 

lo que constituye un avance en la protección de los dere-

chos de la niñez y juventud. Esta última ya señalaba en su 

ar tículo 1, como principio básico, que la educación “se en-

marca en el respeto y valorización de los derechos huma-

nos y de las libertades fundamentales”. Del mismo modo, 

el ar tículo 3 señala que el sistema educativo se construye 

“sobre la base de los derechos garantizados en la educa-

ción, así como en los tratados internacionales ratifi cados 

por Chile y que se encuentren vigentes”. Finalmente, en su 

ar tículo 5 señala como deber del Estado el “fomentar una 

cultura de la paz”.

La nueva ley incorporó un párrafo a la LGE sobre conviven-

cia escolar que establece defi niciones básicas y obligaciones 

de la comunidad escolar hacia cada establecimiento, con el 

objeto de brindar una debida protección hacia niños, niñas y 

adolescentes contra todo tipo de violencia en este ámbito. 

Así, parte defi niendo una “buena convivencia escolar” como 

“la coexistencia armónica de los miembros de la comunidad 

educativa, que supone una interrelación positiva entre ellos 

y permite el adecuado cumplimiento de los objetivos edu-

cativos en un clima que propicia el desarrollo integral de los 

estudiantes”. 

Respecto al acoso escolar, este es defi nido como “toda ac-

ción u omisión constitutiva de agresión y hostigamiento rei-

terado, realizada fuera o dentro del establecimiento educa-

cional por estudiantes que, en forma individual o colectiva, 

atenten contra otros estudiantes, valiéndose para ello de 

una situación de superioridad o indefensión del estudiante 

afectado, que provoque en este último maltrato, humilla-

ción o fundado temor de verse expuesto a un mal de ca-

rácter grave”. Esta defi nición es comprensiva del fenómeno 

de la violencia escolar y contiene elementos que entregan 

desde el punto de vista normativo una amplia protección 

a todo escolar, como es el hecho de castigar todo acoso 

ya sea dentro o fuera del establecimiento escolar, enten-

diendo que el fenómeno va más allá del lugar físico. Junto 

con lo anterior, la nueva norma hace referencia a las perso-

nas que detentan una posición de autoridad dentro de los 

establecimientos educacionales, quienes deben abstenerse 

de cometer cualquier acto que implique violencia física o 

psíquica. Por lo mismo, obliga a padres, madres, apoderados, 

profesionales y asistentes de educación, equipos docentes y 

directivos de los establecimientos a informar las situaciones 

de violencia física o psíquica de las que tengan conocimien-

to, debiendo las autoridades adoptar las medidas correcti-

vas del caso y arriesgándose a una multa hasta de 50 UTM 

en caso de no adoptarlas. 

En términos de la institucionalidad encargada de velar por la 

buena convivencia, la Ley Nº 20.536 viene a complementar 

la LGE. Esta última establece como obligación del Consejo 

Escolar –órgano encargado de estimular y canalizar la par-

ticipación de la comunidad educativa en el proyecto edu-

cativo– “promover la buena convivencia escolar y prevenir 

toda forma de violencia física o psicológica, agresiones u 

hostigamientos”; sin embargo, están obligados a crear este 

órgano sólo los establecimientos subvencionados o que 

reciben aporte del Estado. La ley sobre violencia escolar 

amplía dicha obligación al resto de los establecimientos 

educacionales, al establecer la creación de un Comité de 

Buena Convivencia Escolar (CBCE) que cumplirá las mismas 

funciones que el Consejo Escolar. Así, todo establecimien-

to, ya sea que funcione con Consejo o con CBCE, deberá 

contar con responsables de la convivencia escolar, quienes 

estarán a cargo de implementar las medidas adoptadas por 
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el Consejo o el Comité. Los establecimientos educacionales 

que quedan comprendidos bajo esta ley tienen un plazo de 

seis meses a partir de septiembre de 2011 para crear los 

respectivos comités.

2. PolÍtICAS PÚBlICAS Y 
PrÁCtICAS DEl EStADo

El maltrato y trabajo infantil, y los défi cits en el funciona-

miento del régimen de responsabilidad penal adolescente 

son también motivo de preocupación para el INDH. 

SOBRE EL MALTRATO INFANTIL

A pesar de los avances normativos en materia de violencia 

escolar, el maltrato infantil tiene otras manifestaciones. Se-

gún Unicef, la violencia física o psicológica está amparada 

en que “un signifi cativo porcentaje de la población consi-

dera al castigo físico y sicológico como una herramienta 

´educadora´”8. Esta realidad se ha evidenciado tanto en el 

ámbito familiar, como en los establecimientos educacionales 

(bullying)9. 

Datos de la Subsecretaría de Prevención del Delito del Mi-

nisterio del Interior y Seguridad Pública dan cuenta que en 

los últimos años se registra un aumento sostenido de las 

denuncias por violencia contra personas menores de 14 

años –con resultado de lesiones menos graves, graves o gra-

vísimas–, pasando de 1.640 denuncias en el 2005 a 4.728 

en el 2009. De acuerdo a estas denuncias, son las niñas las 

que principalmente han sufrido dicha violencia, aumentando 

de 1.347 casos el 2005 a 3.869 el 200910. En cuanto a las 

denuncias por delitos sexuales contra personas menores de 

14 años, las mismas aumentaron sostenidamente de 5.990 

el 2005 a 8.003 el 200911.

Así también, las denuncias telefónicas recibidas por el Se-

name durante el 2011 dan cuenta de un aumento de los 

casos de maltrato infantil respecto del 2010. Durante el año 

8 Unicef, Maltrato Infantil en Chile, pág. 1.
9 Al respecto, ver el apartado sobre Derecho a la Educación en este 

Informe.
10 Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Subsecretaría de Preven-

ción del Delito, Datos por edad-sexo 2005-2009. Disponible en www.
seguridadpublica.gov.cl 

11 Ibídem.

pasado, el Sename recibió 324 denuncias telefónicas sobre 

maltrato infantil, correspondientes a 575 niños/as, mientras 

que hasta agosto de 2011 se habían recibido 341, corres-

pondientes a 653 niños/as12. Cabe resaltar el aumento del 

maltrato infantil grave, donde solo hasta el mes de agosto 

de 2011 se habían registrado 63 nuevas denuncias respecto 

al año anterior13. Con todo, el registro de denuncias telefó-

nicas del Sename arroja cifras totales menores a las dadas 

por Carabineros y PDI.

SOBRE TRABAJO INFANTIL

Uno de los aspectos preocupantes en torno al trabajo in-

fantil es la falta de información disponible para evaluar la 

magnitud y prevalencia del fenómeno. La última encuesta en 

esta materia data del año 200314 y la información propor-

cionada por el Sename sobre este punto resulta insufi cien-

te para contar con un diagnóstico adecuado. De los datos 

disponibles el año 2010 se recibieron 17 denuncias (5 por 

línea telefónica y 12 a través de la Ofi cina de Información, 

Reclamos y Sugerencias/OIRS) y durante el primer semes-

tre del 2011 se han recibido 9. Al respecto el INDH en 

su Informe 2010 realizó una recomendación en el sentido 

que “los poderes del Estado tienen la obligación de gene-

rar información pública que permita identifi car y evaluar los 

avances y difi cultades en materia de derechos humanos. En 

particular, la información tiene que refl ejar la situación de los 

distintos sectores, grupos y colectivos de manera que per-

mita encauzar la política pública y la reforma legislativa que 

supere las desigualdades”15. Esta es una responsabilidad que 

incluye a los organismos del Estado que tienen por función 

erradicar el maltrato infantil.

En la misma línea el INDH recomendó que el Estado, a 

través de sus poderes, adopte “medidas administrativas, ju-

diciales y legislativas pertinentes y efi caces con el objeto de 

12 Sename, Ofi cio N° 2.947, 26 de agosto de 2011, pág. 3.
13 Ibídem.
14 Esto ha sido señalado también por la Universidad Diego Portales, la 

que ha mencionado que “una difi cultad ulterior para desarrollar una 
política consistente de erradicación del trabajo infantil es la insufi -
ciencia de los datos disponibles en la materia. Después de la citada 
Encuesta Nacional de Trabajo Infantil 2003 no se ha hecho otra medi-
ción que permita examinar la evolución del fenómeno”, en el Informe 
Anual sobre Derechos Humanos 2009, Centro de Derechos Humanos, 
pág. 337.

15 INDH, Informe Anual 2010, op. cit., pág. 164.
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erradicar el trabajo infantil”16, lo que implica como primer 

paso generar información sufi ciente y completa para deter-

minar las acciones a seguir.

La obligación de erradicar el trabajo infantil se enmarca en 

instrumentos internacionales que el Estado de Chile ha rati-

fi cado. El Convenio 182 de la OIT establece el deber de los 

Estados miembros de “adoptar medidas inmediatas y efi ca-

ces para conseguir la prohibición y la eliminación de las peo-

res formas de trabajo infantil con carácter de urgencia”17. 

Por su parte, el Comité de Derechos del Niño planteó, en 

su último informe sobre la situación en Chile, su “preocupa-

ción por el gran número de niños que son víctimas de ex-

plotación económica, y en particular su alarma ante el gran 

número de niños que están expuestos a trabajos peligrosos 

o degradantes”18. El Consejo de Derechos Humanos, en el 

Examen Periódico Universal rendido por Chile en el año 

2009, recomendó “luchar debidamente contra las peores 

formas de trabajo infantil y erradicarlas y seguir enfrentan-

do el problema de los niños de la calle y el trabajo infantil”19. 

Esta última recomendación adquiere mayor fuerza al consi-

derar que de acuerdo a datos del Ministerio de Planifi cación 

publicados en octubre de este año, en Chile existen 785 

niños y niñas en situación de calle20. 

SOBRE LA RESPONSABILIDAD PENAL 
ADOLESCENTE

Un aspecto destacado por el INDH en el Informe 2010 se 

refi rió a la responsabilidad penal adolescente, recomendan-

do a los poderes del Estado “limitar el uso de la privación 

de libertad como medida inmediata para los/as jóvenes 

procesados en virtud de la Ley N° 20.084 sobre Respon-

sabilidad Penal Adolescente, reservando esta medida para 

casos excepcionales”21. Esta recomendación se basa en que, 

16 Ibídem, pág. 166.
17 Organización Internacional del Trabajo (OIT), Convenio N° 182 so-

bre prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción 
inmediata para su eliminación, artículo 1.

18 Comité de los Derechos del Niño, Observaciones Finales: Chile, 
2007, CRC/C/CHL/CO/3, 23 de abril de 2007, párrafo 65.

19 Consejo de Derechos Humanos, Examen Periódico Universal: Chile, 
A/HRC/12/10, 4 de junio de 2009, párrafo 96 N° 53.

20 Ministerio de Planifi cación, datos del Catastro Calle 2011, en http://
www.ministeriodesarrollosocial.gob.cl/noticias/2011/10/04/ministro-
lavin-revela-que-12.423-personas-viven-en-situacion-de-calle-y-de-
talla-nuevo-perfi l-de-ninos-de-la-calle, noviembre 2011.

21 INDH, Informe Anual 2010, op. cit. pág. 166, recomendación N° 16.

si bien la ley fue pensada para la reinserción de jóvenes que 

cometen un delito, la tendencia práctica ha sido la adopción 

inmediata de las medidas punitivas más fuertes como es la 

privación de libertad para personas que están entre los 14 

y 18 años. 

Las cifras de la Defensoría Penal Pública sobre esta materia 

muestran que el ingreso de causas por la Ley Nº 20.084 ha 

ido en aumento. Durante el 2008, primer año de vigencia de 

la ley, se presentaron 28.916 causas, las que aumentaron a 

32.316 y a 32.798 el 2009 y 2010 respectivamente22. Asimis-

mo, el promedio de días que un adolescente está privado 

de libertad también ha aumentado en el período 2008 a 

2010, de 81 a 118 días. Del total de causas ingresadas en 

los últimos tres años, un 74% corresponde a adolescentes 

de 16 y 17 años, mientras que un 26% a adolescentes de 

14 ó 15 años23.

A nivel nacional, las regiones donde se presenta un mayor 

incremento en la aplicación de la Ley Nº 20.084 es, en pri-

mer lugar, la de Arica-Parinacota con un 154,6%, seguida de 

Tarapacá con un 89,9%, Antofagasta con un 48% y Los Ríos 

con un 34,2%24. Asimismo, los delitos de mayor ocurrencia 

son en materia de propiedad, principalmente hurto simple 

(18.288 causas), robo con intimidación (7.566 causas) y 

robo por sorpresa (6.018 causas)25.

De los adolescentes condenados, el 34,8% recibe una san-

ción privativa de libertad, es decir, existe un 65,2% de ado-

lescentes que, habiendo estado privados provisoriamente 

de libertad, recibieron condenas alternativas a la privación 

de libertad. Este porcentaje además viene en aumento. Du-

rante el primer año de vigencia de la ley, el porcentaje de 

personas sujetas a internación provisoria que fi nalmente 

fueron condenadas a privación de libertad fue del 22,9%, 

mientras que el segundo año fue del 29,7%26, lo que cons-

tituye una vulneración del artículo 33 de la Ley de Respon-

sabilidad Penal Adolescente, que establece la proporciona-

lidad de la medida cautelar “en relación con la sanción que 

resulte probable de aplicar en caso de condena”.

22 Defensoría Penal Pública, tres años de vigencia de la ley de Respon-
sabilidad Penal Pública, 2011, pág. 8.

23 Ibídem, pág. 7.
24 Ibídem, pág. 8.
25 Ibídem, pág. 23.
26 Ibídem, pág. 17.
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En defi nitiva, de acuerdo a los datos analizados, la aplicación 

de la Ley de RPA crea un escenario de vulneración de los 

derechos humanos de los y las adolescentes, en la medida 

que un 65% de los adolescentes internados provisoria-

mente pasó en promedio 118 días privados de libertad, 

para posteriormente ser condenados a sanciones alterna-

tivas. Si bien es algo positivo el que se considere la apli-

cación de sanciones alternativas a la privación de libertad 

de las personas menores de edad, es necesario revisar las 

medidas cautelares que se disponen en la primera etapa 

del proceso. 

SOBRE LOS CENTROS DEL SENAME

En cuanto a los Centros del Sename, según información 

proporcionada por el mismo organismo, hasta junio de 

2011 existía una disminución en el total de la población que 

atienden, ya que tanto en régimen cerrado como en el libre, 

el 2010 se atendía a 37.508 adolescentes, mientras que a 

junio de 2011 había disminuido a 25.68527. No es posible 

aún explicar este hecho ni sacar conclusiones al respecto, 

en la medida que es necesario conocer las cifras totales a 

diciembre de 2011, las que permitirán realizar algún análisis 

comparativo entre el año 2010 y el 2011.

En relación a los défi cits en la infraestructura de estos cen-

tros, los informes de las visitas de las Comisiones Interinsti-

tucionales de Supervisión de Centros (CISC)28 entregaron 

información que preocupa al INDH. Según los informes co-

rrespondientes al primer semestre 2011, se observó la falta 

de calefacción en los centros, así como difi cultades para con-

tar con agua caliente, y el deterioro en la red húmeda y seca, 

problemas éstos que también estaban presentes en el Centro 

de Detención Preventivo de San Miguel29 el día del incendio 

en donde murieron 81 personas, en diciembre de 2010. 

Es preocupante la constatación de dichas falencias en mate-

ria de infraestructura, en especial en cuanto a la mantención 

de la red húmeda y seca en los centros del Sename, toda 

vez que en los últimos años existen antecedentes de incen-

27 Sename, op. cit., págs. 9 a 14.
28 Para ver en detalle los informes de las CISC, ver en http://dosvias.

minjusticia.gob.cl/es/cisc/primer-semestre-2011.html 
29 Ver al respecto el apartado referido a las Personas Privadas de Liber-

tad en el presente Informe.

dios que se han producido en los centros, donde uno de 

ellos, en el año 2007, provocó la muerte de 10 jóvenes30. En 

el caso de este incendio, una Comisión Investigadora de la 

Cámara de Diputados elaboró un informe donde sostuvo 

que “se puede constatar que existe pleno acuerdo y legítima 

preocupación por el estado en general en que se encuen-

tra la infraestructura con que cuenta el sistema cerrado y 

semicerrado para jóvenes infractores”31. En agosto de este 

año, un incendio provocado por una riña entre adolescentes 

afectó nuevamente a un centro del Sename en la ciudad de 

Puerto Montt, esta vez sin resultados fatales, pero sí con 

algunos adolescentes heridos32, lo que constata lo grave de 

la situación. 

Algunos de los problemas adicionales observados dicen re-

lación con que varios centros no cuentan con espacios su-

fi cientes para recibir visitas o al abogado/a representante, ni 

poseen criterios fi jos de edad, sexo, peligrosidad o situación 

procesal para la separación de la población dentro de los 

recintos, sino que varían de centro a centro. 

En cuanto al derecho a la educación de los niños, niñas y 

jóvenes que se encuentran recluidos, este no debiera ser 

alterado por su situación penal; por el contrario, debiera ser 

especialmente protegido y promovido por las autoridades 

en relación con este grupo de población puesto que de ello 

depende su posibilidad de reinsertarse en la sociedad33. 

Según información del Departamento de Justicia Juvenil de 

Sename, más del 70% de quienes se encuentran en siste-

mas cerrados de reclusión y no cuentan con escolaridad 

completa, se encuentran estudiando. Sin embargo, 4 de los 

17 centros cerrados y de reclusión provisoria no cuentan 

30 Elamaule.cl, Fatal Incendio en Centro del Sename en Puerto Montt, 
21 de octubre de 2007.

31 Cámara de Diputados, Informe de la comisión investigadora encarga-
da de determinar la responsabilidad administrativa y política que les 
corresponden a las máximas autoridades del Sename y al Ministro de 
Justicia, en el fallecimiento de diez jóvenes con ocasión de un incen-
dio provocado al interior de un centro de detención provisoria ubicado 
en la ciudad de Puerto Montt, 2008, pág. 163. Disponible en http://
www.camara.cl/pdf.aspx?prmID=100&prmTIPO=INVESTIGAFIN.

32 Emol.cl, Incendio generado por motín afectó a centro del Sename en 
Puerto Montt, 30 de agosto de 2011.

33 Al respecto ver las reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores de 1985 (AG/45/113), la De-
claración de Hamburgo sobre Educación de Adultos, y el Informe del 
Relator Especial del Derecho a Educación de Naciones Unidas, Venor 
Muñoz, sobre el Derecho a la Educación de las personas privadas de 
libertad (A/HRC/11/8 2009).
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con escuelas o programas de educación regular, implemen-

tándose en ellas solo programas de reinserción educativa34, 

algunos de ellos con problemas de implementación por cali-

dad, según evaluación de los CISC. Por otra parte, pareciera 

haber una afectación con un componente de género, dado 

que se constata que solo un 31% de las mujeres en inter-

nación provisoria asisten de manera regular o esporádica-

mente a estos procesos educativos; en tanto que entre los 

hombres en igual situación penal, las cifras se elevan al 51%. 

Por su parte, para quienes están en regímenes semicerrados 

y que deben insertarse en establecimientos regulares de 

educación, la autoexclusión y la no aceptación de sus pares, 

así como la carencia de incentivos para la culminación de 

estudios, redundan en una baja participación escolar, parti-

cularmente en el sistema regular, donde las cifras alcanzan al 

23,9% entre los hombres y al 20,3% en las mujeres. A estas 

cifras hay que sumar un porcentaje cercano al 10% que pre-

para exámenes libres. 

34 Sección Juvenil Masculina del CCP Iquique; Sección juvenil, Co-
quimbo; Sección juvenil Maule y sección juvenil, Biobío I. Adicional-
mente las inspecciones realizadas por los CISC en el primer semestre 
2011 denuncian retrasos en el inicio del año escolar en la sección ju-
venil de La Araucanía y en la sección Juvenil de cumplimiento peni-
tenciario de Temuco.

CANtIDAD DE ADolESCENtES EN CENtroS DEl SENAmE 2010 Y 2011

2010 ENEro - juNIo 2011

Centros de Internación Provisoria 4.100 2.028

Centros de internación en Régimen Cerrado 1.724 1.334

Centros Semicerrados 1.750 1.207

Programa de Libertad Asistida 2.837 4.139

Programa de Libertad asistida Especial 7.418 5.814

Programas de reinserción educativa para adolescentes privados de libertad 3.443 2.053

Programa de Medidas Cautelares Ambulatorias 5.374 3.636

Programa de Salidas Alternativas 4.184 2.985

Programa de Servicios en Benefi cio de la comunidad y de reparación del daño causado 5.375 3.791

total 37.508 25.685

Fuente: Sename, Ofi cio N° 2.947, 26 de agosto de 2011.

En cuanto a programas destinados a la reinserción social 

de adolescentes, existe un conjunto de iniciativas llevadas a 

cabo por el Sename, entre estas, la atención a víctimas de 

explotación sexual comercial (ESCI), cuyo objeto es “ase-

gurar procesos de reparación al niño, niña o adolescente 

y propiciar su reintegración familiar y social”, lo que per-

mite atender a 800 niños y niñas en 10 regiones del país35. 

También existen programas para atender a niños y niñas 

víctimas de maltrato, castigos corporales y abuso sexual con 

una cobertura de 4.266 niños y niñas36. Lo mismo en cuanto 

a quienes han sido abandonados, donde lo que el Sename 

busca es restituirles el derecho a vivir en familia, reparando 

las vulneraciones sufridas por la víctima y donde se busca “la 

incorporación de los niños y niñas a un programa de familia 

de Acogida, con la familia extensa, es decir, parientes consan-

guíneos o con otra familia sustituta sin vínculo”37.

35 Sename, op. cit., pág. 27.
36 Ibídem, pág. 28. 
37 Ibídem, pág. 29.
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D IVERS IDADES SEXUALES

ANtECEDENtES

En su Informe 2010, el INDH abordó la situación de las 

personas de orientación sexual e identidad de género di-

versas. Este año se inicia con avances por parte del Estado 

en el ámbito internacional, a propósito de la suscripción de 

Declaraciones sobre derechos humanos, orientación sexual 

e identidad de género adoptadas en el sistema internacional 

y en el interamericano1. Sin embargo, la discriminación que 

sufren estas personas es algo que persiste en el país. 

La vulneración a los derechos de las personas por su orien-

tación sexual o identidad de género ha sido advertida por 

los órganos de los tratados internacionales2 y el país ha me-

recido el reproche de la Comisión Interamericana de De-

rechos Humanos por estas razones. En su Informe 2010, 

el Instituto analizó el Informe de Fondo de la Comisión 

(139/093) sobre la discriminación sufrida por Karen Atala y 

a sus hijas, como resultado de un fallo de la Corte Suprema 

que negó la tuición a la madre por su condición de mujer 

lesbiana. La Comisión recomendó al Estado reparar inte-

gralmente a Atala y sus hijas, y adoptar legislación, políticas 

públicas, programas y directivas para prohibir y erradicar la 

discriminación con base en la orientación sexual en todas 

las esferas de ejercicio del poder público, incluida la admi-

1 Estas son: de Naciones Unidas (A/63/635) aprobada el 22 de diciembre 
de 2008; y, las Resoluciones de la OEA AG/RES. 2435 (XXXVIII-0/08) 
aprobada el 3 de junio de 2008; AG/RES. 2504 (XXXIX-O/09) aprobada 
el 4 de junio de 2009 y AG/RES. 2600 (XL-O/10) aprobada el 8 de junio 
de 2010, Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género.

2 Comité de Derechos Humanos. Observaciones fi nales: Chile. CCPR/C/
CHL/CO/5, abril 2007. Consejo de Derechos Humanos, Examen Periódico 
Universal – Chile, A/HRC/12/10, junio de 2009, párrafos 27, 28 y 29.

3 Comisión IDH. Demanda ante la Corte Interamericana en el caso de 
Karen Atala e Hijas, caso 12.502 contra el Estado de Chile, 17 de sep-
tiembre de 2010.

nistración de justicia. Ante el incumplimiento del Estado, la 

Comisión presentó el caso a la Corte Interamericana; en 

agosto de este año, el Estado chileno debió comparecer a la 

audiencia pública citada por dicha Corte regional. 

El INDH espera que el Estado de Chile –a través de cada 

uno de sus poderes– adopte medidas sustantivas para que 

de iure y de facto se elimine la discriminación a las personas 

en razón de su orientación sexual o su identidad de género. 

De hecho, en su Informe 2010 recomendó al Estado dotar-

se de una legislación contra la discriminación que incluya la 

orientación sexual y la identidad de género como catego-

rías sospechosas y reconocer que las personas gay, lesbianas, 

transgéneros y transexuales tienen derecho a formar una 

familia. Además, el Consejo del INDH resolvió, en febrero 

de este año, insistir “al Congreso y al Gobierno para que 

avancen en forma decidida hacia el reconocimiento de los 

derechos civiles de las diversidades sexuales, y con ello faci-

litar que estas accedan a los benefi cios de las políticas socia-

les, promoviendo una legislación que reconozca las uniones 

de hecho y supere las situaciones de discriminación que las 

afecten”4. 

Constituye un avance el apoyo que Chile dio a la resolución 

sobre Derechos humanos, orientación sexual e identidad 

de género adoptada por el Consejo de Derechos Humanos 

en junio de 2011(L.9/Rev.1). En ella se solicitó a la Alta Co-

misionada para los Derechos Humanos realizar un estudio 

mundial que documente leyes y prácticas discriminatorias y 

4 Resolución del Consejo sobre convivencia de parejas del mismo sexo. 
Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, Sesión 32, 28 de 
febrero de 2011.
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actos de violencia contra las personas sobre la base de su 

orientación sexual e identidad de género. El apoyo a la reso-

lución se convierte en una excelente oportunidad para que 

el Estado de Chile genere información y revise el quehacer 

público en la perspectiva del respeto, garantía y protección 

de sus derechos.

Durante el año en el país han tenido lugar algunos hechos 

relevantes, como la adopción de una política de atención 

a las personas trans por parte del Ministerio de Salud y la 

inclusión de una pregunta sobre convivencia de personas 

del mismo sexo en el próximo Censo de Población (2012). 

La autoridad en salud, en los lineamientos dados a la red 

asistencial, indicó que la atención “en sus distintas modalida-

des y especialidades debe considerar, en lo posible, el uso 

del nombre social con el cual la persona se identifi ca (in-

dependiente del nombre legal). En consecuencia, se espera 

que el nombre social sea usado en el trato y en la atención, 

así como también en los diversos registros destinados a la 

identifi cación social de la persona”5. La hospitalización se 

debe hacer en sector hombre o mujer, según el aspecto de 

la persona ingresada, y la información sobre su estado de sa-

lud puede ser entregada a personas cercanas no familiares, 

pareja u otra que determine el/la paciente. Paralelamente, el 

Ministerio produjo una guía clínica sobre la adecuación cor-

poral de personas trans que incluye acceso a salud mental, 

tratamientos hormonales e intervenciones quirúrgicas6.

Por su parte, el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) in-

formó al país que el próximo censo incluye preguntas sobre 

las convivencias de hecho y si estas son entre personas de 

igual o distinto sexo. En la presentación del cuestionario al 

país, el director del INE Francisco Labbé señaló: “Hemos he-

cho un trabajo muy importante de escuchar a distintas agru-

paciones, de diferente índole, para dar cabida a las múltiples 

realidades que existen a nivel nacional. Estamos seguros de 

que este cuestionario es un gran avance, y que redundará 

en políticas públicas bien diseñadas y de alta efectividad”.

5 Ministerio de Salud, Secretaría de Salud Pública. Circular 34: Instruye 
sobre la atención de personas trans y el fortalecimiento de la estrategia 
del hospital amigo a personas de la diversidad sexual en establecimien-
tos de la red asistencial. Santiago, 13 de septiembre de 2011.

6 Ministerio de Salud, Subsecretaría de redes asistenciales. Vía clínica 
para la adecuación corporal en personas con incongruencias entre sexo 
físico e identidad de género. ORD B/22 del 9 de septiembre de 2011.

En agosto de este año el Gobierno envió al Parlamento 

el proyecto de ley Acuerdo de Vida en Pareja. La iniciativa 

regula las uniones de hecho de personas de iguales o distin-

tos sexos7, sobre el cual la Corte Suprema emitió informe 

favorable, y que se sumó a los otros dos en discusión en el 

Congreso8. Posteriormente, en noviembre, el Senado apro-

bó con modifi caciones el proyecto de ley sobre discrimina-

ción y lo envió a la Cámara de Diputados, paso signifi cativo 

en el trámite parlamentario.

En materia de justicia, tres parejas homosexuales presenta-

ron en octubre de 2010 un recurso de protección ante la 

Corte de Apelaciones de Santiago contra el registro civil. 

A una de ellas, esta ofi cina les negó celebrar el acto de 

matrimonio, y a las otras dos, no les permitió convalidar o 

inscribir el matrimonio contraído en el exterior (número 

de ingreso 6787-2010). La Corte resolvió requerir el pro-

nunciamiento del Tribunal Constitucional sobre la inaplica-

bilidad por inconstitucionalidad del artículo 102 del Código 

Civil (Rol 1881-2010)9. El 3 de noviembre de este año, el 

Tribunal Constitucional emitió fallo de mayoría rechazando 

el requerimiento, con votos concurrentes de varios de los 

Ministros y el voto disidente del Ministro Hernán Vodano-

vic10. La mayoría del Tribunal no acogió el requerimiento ar-

gumentando que “[…] la defi nición de lo que se entenderá 

por matrimonio con carácter general y obligatorio, por su 

importancia social, estatuye una de las bases esenciales del 

ordenamiento jurídico civil y de ahí que sea propio que la 

ley lo establezca”11. Así, el Tribunal situó en el Congreso la 

responsabilidad de regular la institución del matrimonio, a la 

7 Boletín N° 7011-07.
8 Esta iniciativa de ley motivó que algunos parlamentarios propusieran 

mociones que buscan hacer prevalecer el matrimonio como fi gura ex-
clusiva para las parejas heterosexuales (Boletín 7458-07 de enero de 
2011, presentado por el senador Francisco Chahuán; Boletín 7869-07 de 
agosto 2011 presentado por los diputados de la UDI junto al DC Jorge 
Sabag). Por su parte, las organizaciones de la diversidad sexual han 
anunciado que denunciarán al Estado ante los organismos internacio-
nales si “el Congreso Nacional no avanza en breve en la aprobación 
del matrimonio igualitario”. (Declaración del Movilh del 24 de sep-
tiembre de 2001, disponible en www.movilh.cl ).

9 Art. 102 del Código Civil: El matrimonio es un contrato solemne por 
el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y 
por toda la vida, con el fi n de vivir juntos, de procrear, y de auxiliarse 
mutuamente.

10 ROL 1849-10-CD. Los votos concurrentes fueron de: 1) Raúl Bertel-
sen; 2) Marcelo Venegas, Enrique Navarro e Iván Aróstica; 3) Mari-
sol Peña; y, 4) Francisco Fernández, Carlos Carmona, José Antonio 
Viera-Gallo y Gonzalo García.

11 Ibídem, considerando sexto.
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luz de las nuevas realidades sociales considerando que es allí 

donde corresponde plasmar las decisiones que resulten del 

debate democrático sobre el particular. 

El hecho es que en los tres poderes del Estado se están 

abordando materias relativas al reconocimiento de dere-

chos de las personas con orientación sexual o identidad de 

género diversa, lo que es indicador de la visibilidad pública 

que han tenido las demandas de la diversidad sexual y del 

debate instalado en la ciudadanía, hecho saludable para la 

democracia y la superación de la discriminación. 

No obstante, siguen siendo preocupantes los hechos de 

violencia de que son objeto las personas de la diversidad 

sexual, particularmente contra los/las trans. Este año el ase-

sinato de Cinthia González Rodríguez, mujer transexual, en 

Calama en julio, la brutal agresión a Sandi Iturra en Valparaí-

so, en junio, y el incendio intencional de cuatro mediaguas 

en las que vivían transexuales miembros de la agrupación 

Transgéneras por el Cambio en Talca, ocurrido en septiem-

bre, marcan la pauta. El derecho a no ser objeto de discrimi-

nación es un derecho humano fundamental y corresponde 

al Estado garantizar y proteger la integridad física y mental 

de cada persona. En este marco, la Directora del INDH se-

ñaló en relación a la agresión que recibió Sandi Iturra que 

“dejar impune estos hechos implicaría dar un mensaje erró-

neo por parte de las autoridades, en cuanto a permitir la 

violencia hacia los trans por el sólo hecho de serlo”12. En ese 

mismo sentido, las organizaciones de la diversidad sexual 

han reiterado que “la vulnerabilidad social de las personas 

transexuales incrementa las posibilidades de que sean ataca-

das, ya que existe la sensación de que este tipo de ataques 

quedan impune”13. 

En el marco de la aplicación del principio de igualdad y no 

discriminación en Chile respecto de los derechos de las per-

sonas con orientación sexual e identidades sexuales diver-

sas, este año el INDH pone su mirada en dos ámbitos parti-

culares: los avances y materias pendientes en la discusión de 

12 Columna de opinión de Lorena Fries, directora del INDH: Tolerar 
la discriminación produce violencia, publicada en El Dinamo, 22 de 
junio de 2011; y declaración, “INDH condena violencia transfóbica 
ocurrida en Talca”, 23 de septiembre. Disponible en: http://www.indh.
cl/indh-condena-violencia-transfobica-ocurrida-en-talca

13 Declaración de Rolando Jiménez, director del Movilh, a propósito del 
asesinato de Cinthia González. Disponible en: http://www.movilh.cl

la ley antidiscriminación por una parte y el reconocimiento 

de las uniones de hecho de las personas de igual sexo. 

1. lEY ANtIDISCrImINACIÓN

El proyecto de ley que establece medidas contra la discri-

minación (Boletín 3815-07) ha estado en discusión en el 

Congreso Nacional desde el año 2005. En junio de 2008, el 

proyecto llegó a la Comisión de Constitución, Legislación, 

Justicia y Reglamento del Senado, y recientemente el Sena-

do aprobó el texto con modifi caciones y lo remitió a la Cá-

mara de Diputados. Durante el debate legislativo, el INDH 

fue invitado a presentar los estándares internacionales en 

relación con el principio de igualdad y no discriminación, 

y luego, a participar en calidad de observador al Comité 

Técnico –propuesto por la Secretaría General de la Presi-

dencia– que recibió el encargo de dicha Comisión de buscar 

soluciones a los puntos que planteaban una mayor difi cultad.

Constituyen avances del proyecto recientemente aproba-

do por el Senado la redacción abierta de los criterios sos-

pechosos en la defi nición de discriminación, la inclusión de 

la orientación sexual y la identidad de género entre estos 

criterios, la reincorporación en el texto de un mecanismo 

específi co de tutela frente a actos de discriminación, y la 

eliminación de la presunción referida a que las distinciones 

que realizan las iglesias no son arbitrarias. 

El proyecto remitido a la Cámara de Diputados establece 

un listado taxativo de criterios sospechosos respecto de 

los cuales se prohíbe la discriminación, pero agregando la 

expresión “tales como” a los allí enumerados, proponiendo 

una lectura abierta y no taxativa del texto similar a las cláu-

sulas que comprenden los tratados de derechos humanos. 

En relación a la creación de una acción especial de no dis-

criminación, el INDH señaló que el Estado está obligado 

a proporcionar a las personas un recurso judicial efi caz 

en la protección de los derechos fundamentales y en el 

restablecimiento de su ejercicio. En esta materia, el tex-

to aprobado por el Senado propone una acción especial 

ante el juez de letras, es decir, un tribunal más cercano 

para la persona afectada, cuestión que no sucede con las 

Cortes de Apelaciones. Sin embargo, la Corte Suprema de 
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Justicia en un pronunciamiento reciente se ha mostrado 

contraria al establecimiento de este recurso específi co, ya 

que en su opinión “el derecho a la no discriminación se 

encuentra sufi cientemente abordado, regulado y cautela-

do en el ordenamiento jurídico vigente”14. El INDH en su 

Informe 2010 señaló su preocupación por la inefectividad 

que el recurso de protección ha mostrado frente a las 

vulneraciones de derechos por razones de discriminación, 

situación que es nuevamente desarrollada en el presente 

Informe15. Es necesario agregar que las otras acciones de 

protección que contempla la legislación se refi eren a ma-

terias específi cas –y no necesariamente relacionadas con 

el principio de igualdad. Estas fueron adoptadas con pos-

terioridad a la instauración del recurso de protección, pre-

cisamente porque se ha requerido de acciones específi cas 

para materias particulares.

Por otra parte, el proyecto en debate en la Comisión es-

tablecía que “sin perjuicio de lo establecido en el ar tículo 

2° de la Ley N° 19.638, las distinciones, exclusiones, restric-

ciones o preferencias que las entidades religiosas realicen 

de acuerdo a las actividades mencionadas en los artículos 

6° y 7° de la misma ley, no se considerarán arbitrarias”. Esta 

difi cultad se supera en el proyecto aprobado por el Sena-

do al indicar que: “Se considerarán siempre razonables las 

distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante 

fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso 

primero, se encuentren justifi cadas en el ejercicio legítimo 

de otro derecho fundamental, en especial los referidos en 

los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 

de la Constitución Política de la República” (art. 2). 

Sin perjuicio de lo anterior, preocupa la exclusión del gé-

nero de las categorías sospechosas y el silencio del texto 

frente a la posibilidad de medidas afi rmativas para superar 

la desigualdad de facto que afecta históricamente a colec-

14 Pleno de la Corte Suprema de Justicia. Ofi cio 126-2011, Informe Pro-
yecto de Ley 31-2011. En el texto del ofi cio, la Corte señala que ese 
abordaje, regulación y cautela se da “a través de las acciones constitu-
cionales y legales pertinentes, como son el recurso de protección, de 
amparo, de amparo económico, el procedimiento laboral de tutela de 
derechos fundamentales y la acción especial contemplada en el artí-
culo 57 de la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de 
oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, por lo 
que no se aprecia la necesidad de establecer otras acciones adicionales 
y especiales para su resguardo”.

15 Ver capítulo “Recursos de amparo y protección: mecanismos de tutela 
de los derechos fundamentales” en este informe.

tivos específi cos, entre estos, de la diversidad sexual. Estas 

medidas son efi caces para avanzar en la igualdad sustantiva 

frente a situaciones de discriminaciones históricas que se 

expresan en brechas importantes en el ejercicio de los de-

rechos humanos, y frente a la cuales la igualdad formal que 

establece la ley es insufi ciente. En virtud de la necesidad de 

avanzar en este campo, el INDH realizó un seminario sobre 

igualdad y medidas de acción afi rmativa en julio de este año, 

cuyas ponencias y resultados contribuyen a iniciar un debate 

en estas materias16.

El INDH valora los avances del texto aprobado por el Se-

nado y, al mismo tiempo, espera que en el debate de este 

proyecto que se ha trasladado a la Cámara de Diputados 

se recojan los puntos de preocupación aquí señalados de 

manera de brindar protección a los grupos y sectores vul-

nerados en sus derechos.

2. rECoNoCImIENto DE loS 
DErECHoS CIVIlES DE lAS 
PArEjAS DE uN mISmo SEXo: 
El ProYECto DE ACuErDo 
DE VIDA EN PArEjA

El concepto de familia es una noción en disputa en Chile y 

el resto del mundo, no obstante el dato insoslayable que el 

paradigma de la familia fundada en el contrato matrimonial 

–o familia biparental nuclear– ha cedido frente a la existen-

cia de otros vínculos afectivos y sexuales entre las personas. 

La realidad muestra que la diversidad de uniones familiares 

caracteriza las relaciones en el mundo contemporáneo. 

El propio fallo del Tribunal Constitucional antes referido 

da cuenta de ello; aun cuando no hubo pronunciamiento 

sobre el fondo del requerimiento presentado por la Cor-

te de Apelaciones –esto es, si la aplicación del ar tículo 

102 del Código Civil infringe o no la garantía de igualdad 

ante la ley al caso concreto– deja ver la tensión en torno 

al valor del contrato matrimonial como fuente única de 

reconocimiento de la familia. Ello se expresa con mayor 

claridad en los votos concurrentes: “Al indicarse que el 

matrimonio es la base principal de la familia, se reconoce 

16 Disponibles en www.indh.cl
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–a contrario sensu– que no es la única, como queda claro 

de la historia del establecimiento de esa disposición”17. 

La secularización de las instituciones estatales y el mayor 

respeto a la autonomía y libertad de las personas, han con-

tribuido a superar la rigidez de los marcos institucionales 

impuestos fundamentalmente por orientaciones de carác-

ter religioso que vincularon la institución del matrimonio y 

familia como un binomio indisoluble. Aun antes de la con-

sagración del derecho a la disolución voluntaria del vínculo 

matrimonial, en el proceso de igualación de derechos de 

hijos e hijas, se avanzó en superar la odiosa diferencia que 

establecía la categoría de hijos/as legítimos, naturales e ile-

gítimos, reconociéndose y consagrándose iguales derechos 

a todos y todas, y por esta vía, estableciendo, a lo menos 

en materia de derechos de fi liación, una igualación de iure 

entre la convivencia y el matrimonio. 

En efecto, los datos censales en Chile muestran que la rea-

lidad en relación al tipo de familia ha experimentado signifi -

cativas transformaciones. Alrededor de un millón setecien-

tas mil personas viven su proyecto de vida en común en 

calidad de convivientes o pareja (Casen 2009). Los datos 

refl ejan una reducción de 67,3% en 1990 a 58,6% en 2009 

de las familias biparentales, defi nidas como los núcleos en los 

que se encuentra el jefe y su pareja, independiente de su situa-

ción legal. Como contrapartida, aumentan de 22,2% a 27,6% 

en el mismo período las familias monoparentales (núcleos 

en los que el/la jefe/a de hogar no presenta pareja). En la 

actualidad la mayoría de los hijos nacen y viven en el marco 

de uniones no matrimoniales. Para el año 2000, 130.420 

niños y niñas nacían fuera del matrimonio frente a 139.149 

de fi liación matrimonial; una década después la proporción 

es diametralmente inversa: 163.214 hijos son de fi liación no 

matrimonial y 77.623 hijos nacidos en el contexto del matri-

monio18. Otro dato relevante es el incremento de la jefatura 

femenina no sólo en relación a las familias monoparenta-

les, sino en las unidades biparentales, que de representar el 

3,9% en 1990 aumenta a 18,9% en el año 2009.

17 ROL 1849-10-CD, op. cit. Voto particular concurrente de los Minis-
tros señores Francisco Fernández Fredes, Carlos Carmona Santander, 
José Antonio Viera-Gallo Quesney y Gonzalo García Pino, numeral 7.

18 Datos obtenidos del Servicio de Registro Civil e Identifi cación. Con-
solidado Estadísticas. Información ingresada al 30 de noviembre de 
2010. En: http://www.registrocivil.cl

Respecto de la convivencia de personas del mismo sexo, 

no existe estadística ofi cial disponible, no obstante a nivel 

público se visibiliza cada vez más la demanda por el recono-

cimiento de derechos civiles en igualdad de condiciones y 

sin discriminación para este segmento de la población. Por 

tanto, dentro de la realidad de las uniones de hecho se de-

ben considerar aquellas relaciones afectivas constituidas por 

personas del mismo sexo. 

Los órganos que vigilan el cumplimiento de los tratados 

de derechos humanos, haciéndose cargo de los profundos 

cambios evidenciados en torno a la realidad de las familias 

en el mundo y a partir del principio interpretativo pro per-

sona, han reconocido que no existe un tipo único de familia. 

El Comité de Derechos Humanos ha sostenido que “[…] 

el concepto de familia puede diferir en algunos aspectos 

de un Estado a otro, y aun entre regiones dentro de un 

mismo Estado, de manera que no es posible dar una defi -

nición uniforme del concepto. […] en vista de la existencia 

de diversos tipos de familia, como las parejas que no han 

contraído matrimonio y sus hijos y las familias monoparen-

tales, los Estados deberían también indicar en qué medida la 

legislación y las prácticas nacionales reconocen y protegen 

esos tipos de familia y a sus miembros”19. Para este Comité, 

la acepción familia considera las formas no matrimoniales, 

las que merecen la protección prevista en el art. 23 del 

Pacto de derechos civiles y políticos, incluido el de adoptar 

medidas de orden legislativo, administrativo o de otro tipo.

La tendencia creciente en el derecho internacional de los 

derechos humanos ha asentado que las parejas del mismo 

sexo merecen igual reconocimiento que las parejas hete-

rosexuales en el ejercicio de derechos, independiente de 

si estas se producen o no por vía del matrimonio, situación 

que ha quedado entregada al margen de apreciación de 

cada Estado. En esta materia, no existen motivos jurídicos 

que justifi quen razonablemente el establecimiento de dis-

tinciones basadas en la orientación sexual o la identidad de 

género. El derecho a fundar una familia está sujeto a la con-

dición humana, con independencia de cualquier categoría de 

exclusión. De ahí que se sostenga en los Principios de Yog-

yakarta, que todas las personas tienen el derecho a consti-

19 Comité de Derechos Humanos, Observación General Nº 19, U.N. 
DOC. HRI/GEN/1/Rev. 7, 1990, párrafo 2.



IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN / DIVErSIDADES SEXuAlES

240

tuir una familia, “[…] con independencia de su orientación 

sexual o identidad de género”20.

En una de las más recientes sentencias, la Corte Europea 

de Derechos Humanos, reiterando fallos anteriores, ha re-

cordado que “[…] la noción de familia no está restringida al 

matrimonio, sino que cubre también otras familias de facto 

donde las partes están viviendo juntas fuera del matrimonio. 

Un hijo nacido fuera de esa relación es de pleno derecho 

parte de esa unidad familiar desde el momento de su naci-

miento”, agregando que, “[…] una pareja homosexual esta-

ble que cohabita, está dentro de la noción de vida familiar, 

al igual que una relación de una pareja de diverso sexo”21. 

La misma sentencia deja dentro del margen de apreciación 

de todo Estado democrático, la decisión respecto de si la 

igualdad de derechos se alcanza a través del matrimonio o 

de otra institución, no pudiendo esta última, en todo caso, 

ser fuente de discriminación.

En el país, la necesidad de legislar sobre las uniones de he-

cho de personas tanto de distinto como del mismo sexo 

se expresa en los distintos proyectos de ley que han sido 

presentados al Congreso en los últimos dos años22. Estas 

propuestas consideran la diversidad de la convivencia en 

toda su amplitud sin distinguir entre uniones constituidas 

por personas del mismo sexo o uniones heterosexuales. 

En agosto de este año, el Ejecutivo envió al Parlamento el 

proyecto de ley Acuerdo de vida en pareja (AVP) dirigido a 

regular las convivencias de hecho entre personas, tanto de 

distinto como del mismo sexo (Boletín 7873-07). El Men-

saje que acompaña el proyecto señala que la decisión de 

regular las uniones se sustenta en “la convicción de que el 

Estado no está cumpliendo adecuadamente con su fi nalidad 

ni sus deberes primordiales si no ofrece un marco jurídico 

que, al menos, reconozca, respete y otorgue certeza jurídica 

a los derechos de esos aproximadamente dos millones de 

compatriotas, que viven en pareja sin estar casados, regu-

lando los efectos patrimoniales, sociales y sucesorios de su 

convivencia”. Al mismo tiempo, el gobierno aclara que “El 

20 Principios de Yogyakarta, Principio N° 24.
21 Caso Schalk&Kopf vs. Austria. Sentencia de 24 de junio de 2010, 

párrafo 94. Traducción no ofi cial.
22 Boletín N° 6735-07 de diciembre de 2009, Pacto de Unión Civil; 

Boletín N° 6.955-07 de julio de 2010, relativo a la no discriminación 
y a favor de los derechos de las parejas del mismo sexo; y, Boletín 
N° 7011-07 de agosto de 2010, Acuerdo de Vida en Común.

presente proyecto no altera de modo alguno la defi nición 

legal de matrimonio contenida en el artículo 102 de nuestro 

Código Civil […] Al proceder de esta manera lo hacemos 

honrando una convicción muy profunda de nuestro gobier-

no, en el sentido de que el matrimonio corresponde a un 

contrato que por su naturaleza, debe ser celebrado entre 

un hombre y una mujer”23. 

La presentación del proyecto de ley marca un avance en 

materia de igualdad de derechos entre las personas; esta-

blece un piso mínimo, a partir del cual se abre un necesario 

debate al que están llamadas a participar todas las personas 

que han visto afectados sus derechos en razón de una vida 

en común que la legislación hoy no reconoce, y para la cual 

la única alternativa es el matrimonio. 

En lo sustantivo, el AVP propone un contrato que pueden 

celebrar dos personas, del mismo o distinto sexo, con el 

propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su 

vida afectiva en común. El acuerdo se puede celebrar por 

escritura pública ante notario u Ofi cial del Registro Civil, 

a partir del cual se conforma una comunidad de bienes y 

las parejas acceden a benefi cios patrimoniales, previsionales 

y de salud. Al AVP se asimilan también otras disposiciones 

que la ley regula respecto de personas que hacen vida 

común –en tanto cónyuges o convivientes– en el ámbito 

civil, laboral, penal y administrativo. El término del acuerdo 

se puede producir por muerte de alguno/a de los/as in-

tegrantes de la pareja, mutuo acuerdo, voluntad unilateral, 

declaración de nulidad, o matrimonio entre sí o con una 

tercera persona. 

No es contrario a derecho que la legislación ofrezca a las 

personas distintos estatutos para regular su vida en pareja, 

y que en libertad estas decidan cuál de estos se acomoda 

mejor a los compromisos, derechos y deberes que quieren 

establecer entre sí. Lo importante es que las distintas moda-

lidades no establezcan diferencias arbitrarias que menosca-

ben el ejercicio de derechos fundamentales de las personas. 

Desde esta perspectiva el AVP, en la medida que se consti-

tuye y se disuelve en acto público que debe ser conocido 

por el Registro Civil, confi gura una posibilidad de acuerdo 

de convivencia entre las personas, independientemente de 

23 Mensaje Nº 156-359, 8 agosto de 2011.
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su sexo, opciones sexuales e identidades de género. 

Sin embargo, preocupa que el acuerdo de vida en pareja no 

modifi que el estado civil de las personas que lo suscriben, 

es decir, que se las siga considerándo solteros o solteras. 

En este sentido, cabe destacar la opinión presentada por 

el profesor Mauricio Tapia ante la Comisión de Constitu-

ción, que señala que: “El Registro Civil es el único organismo 

competente y capacitado para llevar el registro del estado 

permanente de las personas. En este sentido la primera crí-

tica en materia de constitución es que el proyecto dice que 

el acuerdo de vida en pareja ‘no es estado civil’. Sin embargo, 

es un estado permanente y prueba de ello es que el mismo 

proyecto se contradice al decir que no se puede suscribir un 

acuerdo de vida en común cuando se está casado. Ello tie-

ne una serie de implicancias prácticas en materia civil pero 

también tiene una consecuencia simbólica. No puede ser 

posible que se reconozca un acuerdo de vida en pareja, que 

constituye un estado permanente de las personas y sin em-

bargo en el Registro Civil se consideran personas solteras. 

Es completamente inconsistente”. 

La ausencia del reconocimiento del estado civil es discrimi-

natoria si lo que se busca es el reconocimiento de las pare-

jas que conviven, sean del mismo sexo o no. En efecto, toda 

diferencia de trato entre personas o grupos sólo es admisi-

ble si obedece a un principio de razonabilidad y objetividad. 

Caso contrario, las distinciones, exclusiones o restricciones 

que se basen en determinados motivos, incluidos cualquier 

condición social, y que tengan por objeto o por resultado 

anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, 

en condiciones de igualdad de los derechos y libertades 

fundamentales de todas las personas, está prohibido por el 

derecho y es contrario al estándar internacional. 

La legislación en Chile no reconoce las uniones de hecho y 

ello importa un grave menoscabo en el goce y ejercicio de 

los derechos humanos de las personas que optan por esta 

forma de constituir familia, con importantes consecuencias 

en los ámbitos civi les, económicos, sociales y culturales. El 

proyecto AVP presentado por el Ejecutivo constituye un 

avance interesante en orden a subsanar esta omisión que 

afecta derechos fundamentales. 






